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Introducción 

Existe una necesidad en Colombia que requiere ser resuelta con urgencia, y es la de evitar 

el surgimiento, proliferación y desarrollo de actividades ilícitas; estas muchas veces bajo la  

protección de la fachada de organizaciones legales, como lo fue en su momento  el Grupo Nule, 

Interbolsa y DMG, organizaciones que operaban de manera libre, aparentemente sin ningún tipo 

de control efectivo, a pesar de las grandes riesgos económicos que causaban el ejercicio de sus 

operaciones. 

Ante estas realidades, es imperioso hablar de una institución como la Revisoría Fiscal, 

que tiene bajo su cargo, la responsabilidad de dar fe pública de las actuaciones de este tipo de 

empresas que están bajo su supervisión, así mismo con el deber de advertir al Estado 

Colombiano de situaciones ilegales de semejante envergadura. El panorama de estos hechos 

conducen a preguntarse lo que se ha planteado cómo problema de investigación, ¿Cuáles son las 

falencias de la institución de la revisoría fiscal en Colombia, partiendo del análisis del caso DMG  

y  los aspectos legales y normativos aplicables a la revisoría fiscal? 

Se ha planteado la pregunta anterior, con el fin de descubrir aquellos aspectos que alejan 

a la institución de la Revisoría Fiscal, de los propósitos que persigue, considerando de antemano 

que se requiere de un organismo de control con esas calidades, para lograr el bienestar 

económico de toda una sociedad.  Para alcanzarlo se han focalizado los esfuerzos en conocer el 

caso de DMG, que a pesar de ser un suceso ocurrido hace ya varios años, se convierte en el 

punto de partida para establecer en qué falla el control del Estado, principalmente en lo que atañe 

a la Revisoría Fiscal. 

 

 

 

 

 

 

1. Antecedentes 
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Para el previo desarrollo de este documento, se han consultado diversos textos 

bibliográficos como monografías y textos de revistas académicas, los cuales han servido como 

referencias y medios de ampliación del conocimiento y de la visión acerca del tema y del 

problema que se planteará a medida del avance en este trabajo.  

A continuación se realiza un breve resumen de las principales investigaciones afines con 

el fraude en las organizaciones y el papel que el revisor fiscal desempeña en la detección e 

información de dicho hecho, lo cual dejan entrever las falencias que presenta la profesión 

contable en este campo y la necesidad de una regulación más eficiente por parte del Estado, que 

promueva y garantice en mayor medida la protección del ejercicio fiscal, y como resultado de 

ello, la de los usuarios de la información contable, y así mismo la del bien común.  

1.1 Todos los revisores fiscales son culpables hasta que se les demuestre lo contrario 

(Ibáñez, 2013). 

En este documento de investigación, la autora analiza la aplicabilidad de la norma 

colombiana sobre los profesionales que ejercen sus servicios como Revisor Fiscal de una 

compañía que ha sido catalogada como captadora de recursos del público en general de forma 

ilegal, haciendo un recuento de los hechos de fraude ocurridos por parte de la empresa 

colombiana de captación ilegal de recursos DMG Holding S.A., la cual antes de Enero del 2008, 

tenía por nombre DMG S.A. Esta empresa fue intervenida y disuelta por las autoridades 

colombianas el 18 de Noviembre de 2008, luego de que se desencadenara la caída de las 

pirámides, “Crisis de las Pirámides en Colombia”. A su vez recalca la repercusión de estos 

hechos en la imagen del país y en la confianza con respecto a las funciones del Revisor Fiscal, 

quien en este caso denotó la falta de celeridad, conocimiento e imparcialidad en el cumplimiento 

de su cargo. 

Como consecuencia de estos hechos, el Estado Colombiano, realizó una modificación al 

Decreto 1981 de 1988, con el Decreto 4334 de 2008, para sancionar a las personas que participan 

directa o indirectamente con estas operaciones de captación ilegal de recurso del público, el cual 

se analiza detalladamente hasta qué punto puede ir en detrimento del Revisor Fiscal en el 

desarrollo de su profesión con relación a la responsabilidad que recae sobre este, además de las 

medidas de intervención sobre las entidades, que pueden efectuar la Superintendencia de 

Sociedades por hechos que se consideren notorios y que no requieren de pruebas, cuyas medidas 
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indeterminadas vulnera los principios de legalidad y proporcionalidad que impone toda actuación 

sancionatoria. 

Gracias al desarrollo de esta tesis se logra comprender la vulnerabilidad en la que se 

puede encontrar el profesional contable en su desempeño como revisor fiscal ante el vacío en la 

normatividad colombiana, y la responsabilidad judicial que se le asigna, en los casos de empresas 

que realicen captación ilegal de dinero, lo cual complementa el tema que se desarrollará en este 

anteproyecto. 

 

1.2 Reorientación del papel del revisor fiscal basada en la re-expresión de la información 

contable en las empresas internacionalizadas (Calle, Moreno y Restrepo, 2005). 

El documento presenta de manera estructurada las diferentes normas, leyes o 

reglamentaciones contables del nivel nacional e internacional, con el propósito de mostrar al 

lector un comparativo que le permitan identificar las principales diferencias entre las normas o 

reglamentos nacionales e internacionales, exponiendo también de manera especial los 

ordenamientos y directrices en materia de auditoria, de este modo se da un visión global acerca 

de la necesidad  de la orientación actual que debe tener el Revisor Fiscal, quien cobijado bajo 

una normatividad actual Colombiana desconoce las necesidades actuales de competitividad y 

actualización en normas internacionales, lo cual bajo las necesidades actuales se ha convertido en 

un aspecto relevante en la profesión contable. Por esto se intuye, que es por este motivo que el 

texto también hace una crítica a la estructura legislativa y organizativa en materia contable, con 

el propósito de mostrar la necesidad de unificación de criterios en materia legislativa en la 

materia, de esta manera así mismo evitar  la asimetría entre los diferentes propósitos de la 

información presentada por la contabilidad; lo que ayudaría de manera consistente en la 

unificación y adaptación a los criterios internacionales en materia contable.  

Debido a que el texto es una monografía que gira en torno a las normas internacionales, 

siendo este un aspecto de vital importancia en la estructuración contable que se encuentra en 

evolución, es necesario e importante retomar algunos aspectos antes descritos para el presente 

trabajo de la investigación. 

 

1.3 Revisoría Fiscal en Colombia: necesidad de un cuerpo colegiado que administre su 

ejercicio. (Garzón y López, 2012). 
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El presente texto muestra la situación de la Revisoría Fiscal como ente fiscalizador y 

organismo de control en Colombia, para ello, se hace un recorrido cronológico, legal en su 

estructura organizativa, funcional, mostrando los cambios legales más evidentes a través de los 

años, exponiéndose así de manera conectiva como las normas y aspectos legales han contribuido 

a las falencias que como entidad fiscalizadora el día de hoy padece. Por otro lado manifiesta 

como la falta de ética profesional unido a la  deshumanización de los empresarios, han conducido 

voluntariamente a los grandes fraudes y desfalcos a nivel nacional e internacional, es por esto 

que el texto plantea algunas las estrategias para mejorar cada una de las falencias que expone, 

principalmente expresa el establecimiento de un cuerpo colegiado que garantice la organización 

de los profesionales en Revisoría Fiscal y establecer un mecanismo de elección de Revisor Fiscal 

que garantice la imparcialidad en las funciones del mismo, garantizándose de este modo que se 

fortalezca de este modo la imagen del Revisor Fiscal en Colombia. 

Este documento es útil para la investigación porque aporta elementos necesarios para la 

reflexión respecto del papel de la Revisoría actual en Colombia y los cambios sugeridos para que 

su función fiscalizadora sea eficiente. 

 

1.4 Estrategias que podría adoptar la Revisoría Fiscal para garantizar la preservación del 

interés público (Orozco y Gallo, 2011). 

El texto hace una reseña crítica de la Revisoría Fiscal y la relación directa con el interés 

público, realiza un recorrido histórico de los antecedentes que llevaron a que existencia de la 

Revisoría Fiscal como ente de control fiscalizador, garante ante el Estado para dar fe pública de 

la información suministrada por la contabilidad, por otra parte reprueba los casos de fraudes y 

afectación al interés públicos como el caso de DMG, advirtiendo de las deficiencias de la 

revisoría fiscal en no dar avisos de alerta, ante estas situaciones, establece de manera precisa los 

obstáculos que llevan a la Revisoría Fiscal a ser una entidad que tiene incongruencias en su 

estructura legislativa, que no cuenta con un régimen sancionatorio adecuado que vele por los 

intereses de los usuarios de la información, de la misma manera menciona como el conflicto de 

intereses de los usuarios de la información puede llevar al Revisor Fiscal  a la carencia de 

imparcialidad en sus informes, por la relación dependiente con el que lo contrata, entre otras 

debilidades en el ejercicio de la profesión, es por ello que el texto plantea sugiere algunas 
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estrategias para salvaguardar los vacíos presentados en la profesión para garantizar el bienestar 

público. 

El texto es útil para la investigación en la medida que presenta un vínculo esencial entre 

el papel del Revisor Fiscal y el interés público, siendo este último el que refleja su labor, 

transcendental enfoque que permite identificar las falencias en esta ocupación fiscalizadora 

fundamental para el interés general. 

 

1.5 La obligación del contador público de dar fe pública cuando el panorama del país está 

rodeado de fraudes (Hernández y Pedroza, 2012). 

En esta monografía, los autores realizan un análisis de las obligaciones que debe tener el 

Contador Público con la sociedad y con el Estado, en el desempeño de su labor como Contador o 

Revisor Fiscal, teniendo en cuenta que tiene la potestad de dar Fe Pública y la obligación de 

denunciar los actos de corrupción que se presenten en el ejercicio de su cargo de acuerdo al 

estatuto anticorrupción ley 1474 de 2011, el cual promulga que no procederá el secreto 

profesional y se cancelará la inscripción de la matrícula de cualquier Contador o Revisor Fiscal 

que, detectando un acto de corrupción, se abstenga de denunciar, por lo tanto se cuestiona este 

tipo de denuncias en contra del ente, que le pueden costar su cargo, su ratificación en el cargo o 

en el peor de los casos hasta la vida.  

Se toman como ejemplo dos casos muy sonados en la última década en Colombia, como 

lo son: Las pirámides de David Murcia Guzmán (D.M.G Grupo Holding S.A ) y el carrusel de 

las contrataciones del Grupo NULE, en los que se vio afectado el patrimonio de la sociedad, del 

Estado y el desarrollo de la infraestructura vial de la capital, además del sistema bancario del 

país. En estos casos, se analizan las omisiones de las normas que se evidencian, los riesgos a los 

que se expusieron los Contadores o Revisores Fiscales y las garantías que el Estado ofrece a los 

profesionales que realicen las denuncias que les exigen, encontrando que la Información 

financiera no correspondía con la realidad de la empresa, además del incumplimiento de varios 

principios contables de ética y principios contables generalmente aceptados, por lo que se 

concluye que el contador debe de recibir una formación enfocado hacia sus funciones como 

órgano de control de las organizaciones, que generen valor agregado a la profesión en su 

ejercicio, para que sea transparente y contribuya al bienestar común, proponiendo además de que 
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el profesional, sea contratado directamente por el Estado, así existiría la protección al profesional 

y por lo tanto independencia facilitando el cumplimiento de sus obligaciones. 

Esta tesis es de utilidad para el soporte y desarrollo del problema de investigación, debido 

a que muestra el panorama de las obligaciones del contador y revisor fiscal y sus falencias frente 

al caso de DMG. 

 

1.6 Revisoría Fiscal en Colombia; una figura aún no definida dentro de las organizaciones. 

(Bejarano, 2013) 

La autora plantea en esta tesis, que de acuerdo con las modificaciones legales a través de 

la historia y que hoy en día enmarcan el ejercicio de la Revisoría Fiscal, especialmente el 

Decreto 410 de 1971 (Código de Comercio), esta figura ya no es considerada como un elemento 

generador de valor, sino como un requerimiento legal, pues debido a casos como el de DMG y el 

del grupo NULE, conllevan a cuestionamientos sobre la responsabilidad y competencia del 

contador y el revisor fiscal en estos casos y se analiza el papel de revisor fiscal dentro de las 

organizaciones como agente de control o cómplice empresarial, para dar una respuesta a su 

verdadera función, pues debido a diversas circunstancias como el desempleo, la violación a los 

principios como el de la independencia mental, la poca permanencia dentro de la empresa, hacen 

que su trabajo pierda su esencia.  

También se muestran los datos estadísticos de los motivos por los cuales han sido 

sancionados los profesionales contables de acuerdo a la Junta Central de Contadores, entre las 

cuales se encuentra en primer lugar con un 38% por inhabilidad, seguido por irregularidades en 

el ejercicio de sus funciones con un 35% y se manifiesta la preocupación sobre el futuro de la 

revisoría fiscal con respecto a los estándares internacionales que se están adoptando en el país, 

pues dista del modelo anglosajón que está enfocado en la auditoría externa, mientras que la 

Revisoría Fiscal tiene un alcance mucho mayor, por lo tanto concluye que es relevante dar a 

conocer la importancia de la Revisoría Fiscal dentro de la sociedad, la importancia de la 

preparación académica con respecto a las funciones, alcances, límites y normas que rigen la 

Revisoría Fiscal. 

Se puede observar en esta tesis que la Revisoría Fiscal es uno de los puntos focales, 

cuando se habla de algún caso de fraude o corrupción, y que por lo tanto es importante reconocer 
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las debilidades tanto jurídicas como en la praxis que tiene esta figura en Colombia, lo cual nos 

aporta el conocimiento relacionado con el objetivo de la investigación. 

1.7 El lavado de activos y la financiación del terrorismo: delito de poco conocimiento por 

parte de los profesionales de la revisoría fiscal (Briceño, 2013) 

En esta tesis, se plantea y se da a conocer por medio de la legislación que enmarca a la 

Revisoría Fiscal, cómo la norma colombiana no le da facultades para su intervención en casos de 

lavado de activos y financiación del terrorismo, razón por la cual el revisor fiscal no presenta 

mayor interés en estos asuntos, dejándolos en manos de las entidades estatales responsables de la 

vigilancia, supervisión y control, además de las diferencias y vacíos regulatorios entre países 

para el intercambio de información y la entrega de criminales de este tipo. También hace 

referencia a la importancia para la Revisoría Fiscal de la formación académica en este aspecto, 

que permita identificar delitos como el mencionado, ya que según la encuesta realizada en esta 

investigación a contadores y especialistas en Revisoría Fiscal, evidencia la carencia de 

conocimientos en este tema que es sumamente delicado para la economía en general del país así 

como también lo es para los representantes legales, directivos y socios incluido el revisor fiscal 

sobre quien recae la responsabilidad de detectar este tipo de operaciones ilícitas, los cuales 

pueden ser sancionados económicamente, perder la matrícula profesional y hasta pueden ser 

juzgados penalmente. Por lo tanto el autor determina que es importante que se regulen los 

procesos de fiscalización de tal manera que puedan estar ligadas a sus responsabilidades y se le 

dé importancia al tema, de manera que se puedan crear estrategias que persigan el lavado de 

activos y financiación del terrorismo. 

El texto permite concluir que la Revisoría Fiscal, tiene un campo muy amplio de acción 

en la detección de irregularidades, de gran importancia en el contexto de la corrupción y de 

fraude existente en el país.  
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2. Problema de investigación 

 

2.1 Planteamiento del Problema 

“La búsqueda de los individuos por alcanzar su propio interés puede inducir al conflicto, 

así como a la cooperación. Los sistemas de contabilidad y control son diseñados para asegurar 

que las fuerzas centrifugas del conflicto no dominen el instinto de cooperación.” (Sunder, 2005, 

p. 28). 

Tal como lo expresa Shyam Sunder en su libro Teoría de la Contabilidad y Control, el 

control es el mecanismo por el cual se llega al equilibrio entre las distintas necesidades de los 

agentes, los agentes están interesados en la información que proporciona la contabilidad para 

satisfacer sus propios intereses, siempre existirán conflictos de intereses entre los agentes, 

Stakeholders o  grupos de interés,  generando inevitablemente situaciones de conflicto y 

desequilibrio, dado por la carencia de un agente o entidad controladora eficiente que permita un 

equilibrio, por ello el sistema colapsa y se desestabiliza, como se advierte en los casos que 

afectan el interés de toda la sociedad, como lo fue en su momento DMG. Es por ello que  surgen 

las siguientes dudas, si siempre habrá conflicto de intereses entre los interesados de la 

información contable, entonces, ¿Cuál es la parte de todo este esquema empresarial y social  que 

debe ser mejorado?, este trabajo de investigación plantea la ineficiencia del  modelo de control 

existente, se establece que en Colombia se cuenta con una figura única de control que ha sido 

desacertadamente planteada, desprotegida, y desvalorada, por ello se propone como problema de 

investigación determinar las falencias en la figura del Revisor Fiscal en Colombia, que han 

facilitado la presencia y la consolidación de organizaciones como DMG, cuyas operaciones 

ilícitas afectan directamente el interés público.  

 

2.2 Formulación del Problema 

¿Cuáles son las falencias de la institución de la revisoría fiscal en Colombia, partiendo del 

análisis del caso DMG  y  los aspectos legales y normativos aplicables a la revisoría fiscal? 
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2.3 Sistematización del Problema 

Como preguntas auxiliares al planteamiento anterior definimos las siguientes: 

 ¿Cuál ha sido la problemática de la captadora ilegal DMG Holding S.A.  en Colombia y 

el papel de la Revisoría Fiscal en este caso? 

 ¿En qué consiste la figura del revisor fiscal, y cuál es su estructura, organización, 

funciones y las principales debilidades como institución de control? 

 ¿Bajo qué condiciones la Revisoría Fiscal en Colombia puede llegar a convertirse en el 

medio idóneo para garantizar el control, la fiscalización y el bienestar común? 
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3. Objetivos 

 

3.1 Objetivo General 

 

Establecer desde la perspectiva del ejercicio de la contaduría pública, las falencias de la 

revisoría fiscal como institución en Colombia,  a partir de la revisión del caso de fraude de DMG 

y  los aspectos legales y normativos aplicables a la revisoría fiscal. 

 

3.2 Objetivos Específicos 

 

 Exponer la problemática de las captadora ilegal DMG Holding S.A.  en Colombia y el 

papel de la Revisoría Fiscal en este caso. 

 Analizar en qué consiste la figura del revisor fiscal, su estructura, organización, funciones 

y las principales debilidades como institución de control. 

 Explicar bajo qué condiciones la Revisoría Fiscal en Colombia puede llegar a convertirse 

en el medio idóneo para garantizar el control, la fiscalización y el bien común 
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4. Justificación 

 

Para entender el porqué de la necesidad de esta investigación, es importante mencionar 

algunos de los innumerables casos de corrupción y fraudes que como sociedad hemos podido 

advertir, y que de muchas maneras han afectado el interés de los ciudadanos, casos como 

Interbolsa, Foncolpuertos, Saludcoop, DRFE por nombrar unos pocos, y para este caso 

específico DMG, cuyas actividades perjudicaron a muchos ciudadanos Colombianos  que 

depositaron su dinero y confianza en una empresa que fue constituida legalmente y permaneció 

activa por varios años sin la intervención del Estado, factores agravantes que fortalecieron la 

confianza de los ciudadanos en ella, desencadenando a si su crecimiento y consolidación. 

Bajo esta premisas, es pertinente preguntarse: ¿Cuál es el papel del Estado?,  ¿De quién 

es la  responsabilidad esencial de velar por el interés de todos los ciudadanos  y garantizar orden 

de la nación?, para responder estas preguntas es necesario remontarnos al artículo 2 de la carta 

magna, la norma suprema de nuestro Estado, la Constitución Política Colombiana: 

“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 

general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 

económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 

mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 

justo. Las autoridades de la Republica están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y 

para asegurar el cumplimiento de los deberes del Estado y de los particulares”. (Constitución 

Política de Colombia, 1991, art 2) 

Para que el Estado pueda lograr estos propósitos, el gobierno debe velar por el orden, esto 

se logra a través de la vigilancia en las actividades económicas de los ciudadanos, esto es una 

tarea específica, la supervisión, la define Diego Fernando Gutiérrez Velazco (2010, p. 97) así:   

“La supervisión en este campo es la actuación de la administración que tiene por objeto 

asegurarse que los agentes económicos y financieros cumplan las condiciones y requisitos 

determinados por las normas legales para el ejercicio de sus actividades en debida forma, de 

manera que se protejan los derechos e intereses de las personas que se relacionan con los 
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sujetos supervisados. La supervisión comprende el ejercicio de técnicas de control, que suponen 

la aplicación permanente de potestades de autorización, imposición o sanción según el caso.”  

Esto es muy claro, se trata de defender los derechos y los intereses de las personas que se 

relacionan con los supervisados, se necesita información adecuada, que sea imparcial, que no se 

adapte a los intereses individuales, que sea una información veraz, que garantice la verdad, la 

transparencia y el orden, para que esto se logre es necesario el control, cuyo objetivo es 

convertirse en la balanza entre los intereses de las personas que interactúan con las empresas. Es 

por esto que es importante esta investigación, porque bajo las realidades que diariamente ocurren 

en la vida económica de un país, donde los intereses de las personas pueden llegar a ir en 

contravía de la legalidad, se hace necesario la creación de un sistema de control adecuado que 

permita la armonía, contribuya al orden, y que fortalezca la confianza de los ciudadanos en la 

labor del Estado, para ello se pretende demostrar como la institución de Revisoría Fiscal puede 

llegar a convertirse en un medio que fortalezca la estructura de control de la Nación, como esta 

podría llegar a convertirse en un mecanismo adecuado de control, convirtiéndose en el 

coadyuvante del Estado en  su tarea de control y supervisión.  

No se debe olvidar que sin controles efectivos no es posible el orden, y el bienestar 

común, y que habrá quienes deseen infringir las normas y las leyes, pero bajo la premisa de un 

adecuado control,  se reducen las probabilidades de fraude, el control se convierte en el medio 

ideal para garantizar el bienestar social de todos, y debemos recordar tal como lo diría la 

prestigiosa firma KPMG que: “El crimen económico comienza en el momento mismo en que el 

defraudador descubre que la vigilancia sobre él no es efectiva” (2013, p. 16). Es por esto que el 

gobierno debe velar porque la vigilancia sea efectiva para evitar desastres financieros y 

económicos a nivel Nacional, para ello la Revisoría Fiscal cumple un rol importante en este 

aspecto, siendo la figura no solo de fiscalización tributaria, sino el medio de regulación de los 

intereses comunes de toda la sociedad.  
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5. Marcos de referencia 

5.1 Marco contextual 

En nuestro país, es frecuente enterarse a través de los diversos medios de comunicación 

de los casos de fraude y corrupción que se presentan en entidades tanto privadas como públicas, 

y es que de acuerdo a la Encuesta de Fraude en Colombia 2013, realizada por la compañía 

KPMG, nos muestra que el 46% de los crímenes económicos experimentados en el año 2013 

fueron de malversación de activos, pero el 51% del daño económico lo causó el fraude 

financiero.  

La Revisoría Fiscal en Colombia, nació como una respuesta a la necesidad de control en 

las sociedades comerciales, esto debido al creciente desarrollo comercial y financiero de las 

empresas en la segunda mitad del siglo XIX, siendo asignada al profesional de la Contaduría 

Pública, por medio del decreto 2373 de 1956 por poseer los conocimientos técnicos suficientes 

para evaluar la gestión de la administración, los controles de las entidades y para que los 

informes financieros reflejen la realidad de las organizaciones. (C.T.C.P., 1999).   

Sin embargo, la institución de la Revisoría Fiscal en Colombia, ya se encontraba 

legitimada antes de que se introdujera en la legislación colombiana, como por ejemplo, en la ley 

58 de 1931 y posteriormente en la ley 73 de 1935, debido a la necesidad de controlar a través de 

la historia, sin embargo en la época de la colonia no se denominaba de la misma manera que 

ahora, en principio se hablaba de comisario y  pocos años después de inspector. La figura de la 

Revisoría Fiscal ha evolucionado a través del tiempo, pero la necesidad subyacente sigue siendo 

la misma y es el control. (Gómez, 2007, p. 3).  

En la ley 58 de 1931, la cual entró en vigencia en 1937, se establecieron normas sobre el 

Revisor Fiscal de las sociedades anónimas, así, en su artículo 26, estipuló que dicho funcionario 

no podía ser accionista de la respectiva compañía, ni ser pariente del gerente, el cajero o el 

contador de la misma. De otro lado, en el artículo 41, consagró la responsabilidad solidaria de los 

administradores y el revisor fiscal por los daños que causaren a los socios y acreedores de la 

sociedad, al faltar a sus deberes. 

Más tarde, por medio de la ley 73 de 1935, el revisor fiscal se convirtió en obligatorio 

para todas las sociedades anónimas. En el artículo 6°, se definieron las funciones del revisor 

fiscal, entre las cuales se encontraban: el examinar todas las operaciones, inventarios, actas, 

libros, correspondencia y negocios de la compañía, sus comprobantes de cuentas, sus balances y 

“demás cuentas” y autorizar con su firma los balances mensuales y semestrales de la sociedad, 

entre otras disposiciones que incluyen la forma de elegirlo. 
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El Concejo Técnico de la Contaduría Pública
1
, ha definido en un principio la Revisoría 

Fiscal como un “órgano de fiscalización que, en interés de la comunidad, bajo la dirección y 

responsabilidad del Revisor Fiscal y con sujeción a las normas de auditoría generalmente 

aceptadas, le corresponde dictaminar los estados financieros y revisar y evaluar sistemáticamente 

sus componentes y elementos que integran el control interno, en forma oportuna e independiente 

en los términos que le señala la ley, los estatutos y los pronunciamientos profesionales” (CTCP, 

1999). 

Cabe por lo tanto, de acuerdo a la anterior definición, resaltar la distinción entre Revisoría 

Fiscal como el órgano de fiscalización o la institución creada para la fiscalización y el Revisor 

Fiscal como el director y responsable, es decir, quien es cabeza visible y quien da cuentas de la 

labor como contador público en el ejercicio de la Revisoría Fiscal, el cual está sujeto a la ley, los 

estatutos y los pronunciamientos profesionales. Podemos decir entonces, que la Revisoría Fiscal 

se encuentra rodeada por un marco legal y normativo amplio, cuyo incumplimiento por parte del 

Revisor, tiene consecuencias sancionatorias disciplinarias por parte de la Junta Central de 

Contadores, penales acusatorios ante el Estado o destitución del cargo por parte de los socios de 

la compañía que lo ha elegido, asumiendo su responsabilidad dependiendo del acto ilegal 

cometido, de manera onerosa o carcelaria. Esto como consecuencia de la facultad máxima, que 

se le ha otorgado como contador de dar Fe pública acerca de la razonabilidad de las cifras de los 

Estados Financieros, y del cumplimiento legal y tributario de las mismas, correspondientes a las 

sociedades a su cargo, lo cual implica un sello de garantía de veracidad y confiabilidad ante el 

Estado, los societarios y el interés común. 

Pese a la amplia normatividad actual que enmarca la figura de la Revisoría Fiscal, los 

crímenes económicos persisten y cada vez son más novedosas las artimañas que se utilizan para 

el engaño, algunas modalidades conocidas son los sobornos, falsificación y/o alteración de 

documentos, ventas y/o gastos ficticios, manipulación de la información contable en general, de 

indicadores financieros, etc. y se podría concluir fácilmente que los mecanismos de prevención, 

detección y respuesta al fraude son ineficaces, sin embargo el Revisor Fiscal es uno de los 

implicados directa o indirectamente, de acuerdo a sus responsabilidades asignadas como órgano 

de fiscalización, como lo ocurrido en el caso de DMG a cuyo Revisor Fiscal, “el Juzgado Octavo 

Penal Especializado de Bogotá condenó a 54 meses de prisión y multa de 936 millones de pesos 

Ramiro Cruz Cabezas, por los delitos de lavado de activos y concierto para delinquir” (El 

Colombiano, 2013. Noviembre 14), ya que “el funcionario judicial tuvo conocimiento de las 

actividades que realizaba la captadora de dinero” (El Colombiano, 2013. Noviembre 14) 

Si bien es cierto, que la ética del profesional contable, debe acatarse, en procura de 

cumplir a cabalidad con la función otorgada por la Revisoría Fiscal, es una utopía pensar en la 

honestidad del universo del profesional en mención, esto puede obedecer a razones tal vez de 
                                                           
1 CTCP: organismo permanente, encargado de la orientación técnica-científica de la profesión y de la investigación de los 

principios de contabilidad y normas de auditoría de aceptación general en el país, art. 29, ley 43/90) 
2 Lobby o Cabildeo en el congreso es cortejar a los congresistas, es ofrecer prebendas a los congresistas, gestionar apoyo, mover 
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tipo moral, sociológico  o psicológico que para este estudio no atañen. Es por esto, que ha sido 

necesario a través de la historia establecer leyes y normas, acompañadas de la coerción, para 

garantizar el orden civil, y prime la objetividad en las interacciones comerciales y profesionales, 

entre otras, llegando a una regulación formal y uniforme de las relaciones de poder. 

Desde este punto de vista se hace una evaluación de la  Revisoría Fiscal como institución, 

dados los hechos que se han presentado de fraude en las organizaciones, como en el caso de 

DMG Holding, donde el verdadero propósito de la  creación de la Revisoría Fiscal, parece 

haberse quedado rezagado ante la realidad de fraude que se vive.  

 

5.2 Marco Teórico 

5.2.1 Escuela Controlista. 

“Pone especial énfasis en el carácter económico de la disciplina contable, al centrarla en 

el estudio y control de la hacienda, clasificada como gestión, dirección y control, siendo el papel 

de la contabilidad ejercer el control de la riqueza. 

La escuela controlista con Fabio Besta define el patrimonio como un conjunto de bienes o 

fondo de valores, es decir lo analiza desde el punto de vista económico. Las cuentas como 

elementos de representación de los elementos que componen el patrimonio, no van a captar 

derechos ni obligaciones, sino hechos materiales (teoría materialista), y valores (teoría valorista) 

El papel de este es ejercer un control de capital, pone intensidad en la manera que hace 

más efectiva su disciplina encaminando normas jurídicas, la dinámica de la contabilidad busca 

un buen desarrollo de conocimientos administrativos de tal manera que se estructuren  para 

identificar amplios criterios estableciendo diferentes concepciones. 

La contabilidad ha estado muy ligada de las contralorías siendo una herramienta principal 

para el estudio de funciones económicas y administrativas de empresas teniendo en cuenta la 

táctica interna de las empresas. 

Desde el punto de vista teórico estudia leyes de control de haciendas de diferente tipo y 

supone normas oportunas para que dichos controles sean verdaderamente eficientes y 

completos.”  (Escuela Controlista Fabio Besta, 2015) 
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5.2.2 Modelo Contractual de la Empresa. 

De acuerdo con Sunder, (2005), en su obra Teoría de la contabilidad y el control: 

En el modelo contractual se considera a la organización como un conjunto de acuerdos 

contratos  entre diversos agentes, entre los que se encuentran el accionista, el administrador, el 

empleado, el vendedor, el cliente, el prestamista o acreedor, el gobierno y el auditor.  Estos 

agentes, adquieren derechos y obligaciones con la organización, llegando a establecer acuerdos 

mutuos o reglas implícitas para alcanzar sus respectivos objetivos, arreglo que es denominado 

como conveniencia empresa. Es decir que en este modelo los objetivos están vinculados 

directamente con las personas, no con las organizaciones. 

En esta relación contractual, la contabilidad es una de las distintas partes necesarias del 

mecanismo para hacer cumplir dichos contratos y de esta manera asegurar el funcionamiento de 

la empresa por medio de cinco funciones: 1. La medición de las contribuciones (recursos 

aportados por los agentes de acuerdo a sus obligaciones), 2. La medición de los derechos (qué 

obtiene cada agente a cambio de su contribución), 3. La distribución de la información acerca 

del cumplimiento del contrato, (información financiera, facturas, cotizaciones, órdenes de 

trabajo o costos por procesos, leyes acerca de la responsabilidad de los auditores, etc) 4. La 

liquidez de los mercados para las participaciones contractuales (posibilidad de que los 

agentes puedan vender su participación a otros, si su valor capitalizado es negativo, tendrá que 

asumir un precio) y 5. Conocimiento común para la renegociación de los contratos. 

(Información de revelación pública, que permita a los agentes llegar a acuerdos benéficos 

mutuos). 

5.2.3 Teoría Institucional. 

Para comprender el termino institución, se requiere indagar su significado dentro del 

contexto de la teoría institucional, que fue planteada por varios de autores, los que se conocen 

como nuevos institucionalistas: “Oliver E. Williamson y Douglass C. North.” (Macagnan, 2013, 

p. 135), ellos describen las instituciones como “reglas formales o informales que estructuran la 

interacción social, los incentivos y restricciones que dan forma a la interacción humana” (North, 

1990, citado en Oriol 2007, p. 121). 

Son muchos los conceptos desarrollados por la teoría institucionalista, pero como  el 

propósito de esta investigación se orienta a determinar cuáles son las falencias que tiene la 
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Revisoría Fiscal, se puntualizara en los conceptos del contexto que se pretende desarrollar en 

este trabajo de investigación, por lo cual  se hará referencia al siguiente termino que es definido 

por los institucionalistas, las instituciones son: “acción de gobierno en los campos 

organizacionales. Las instituciones son consideradas como recursos de los agentes y actores 

racionales para obtener el logro de sus objetivos…El buen gobierno, esencia de la gobernabilidad 

democrática, se centra en los procesos de formulación y ejecución de políticas públicas creadoras 

y reguladoras de instituciones y mecanismos que permitan a los actores colectivos, acordar, 

negociar y asumir funciones de vigilancia de la esfera pública.” (Vargas, 2008, p. 3) 

La institución de la Revisoría Fiscal, ha sido creada por el Gobierno Nacional para lograr 

sus propios objetivos, una importante función que ejerce es la vigilancia, se requieren 

instituciones que estabilicen la desigualdad de intereses a través del control, las “relaciones 

económicas necesitan de un marco regulatorio que les permita interactuar en el mercado, es ahí 

donde las instituciones entran en acción al establecer ciertos límites ―ya sean formales e 

informales― que regulen las negociaciones económicas, en un mercado imperfecto.” (Aguilar, 

2005, p. 25) 

El propósito de precisar en este concepto, es permitirle al lector comprender que cuando 

se hace referencia en el texto a los términos figura, organismo, agente, actividad, función u 

organización dentro del contexto de control estudiado, se hace referencia a la Institución de la 

Revisoría Fiscal. 

5.2.4 Teoría de la firma 

“Los objetivos de una teoría de la firma  son explicar la naturaleza y límites de las 

actividades de ésta” (Tarjizan, 2003)    

Esta teoría inicialmente planteada por Coase (1937; citado en Tarzijan, 2003, p. 150), 

determina que la firma existe según su habilidad para economizar en ciertos costos del uso del 

mercado, esto hace referencia, a que según su capacidad de coordinación de las actividades 

operativas realizadas dentro de la firma se puedan obtener menores costos que en los que se 

incurriría si se compra el insumo a través del mercado, identificando dichos costos como el costo 

de coordinación y el de transacción respectivamente.  

Desde entonces, con el paso del tiempo, diversos autores han ido tratando esta teoría 

desde varios enfoques. Uno de ellos es el enfoque propuesto por Jensen y Mecling (1976, citado 



 

20 
 

en Tarzijan, 2003), los cuales se basan en el pilar fundamental de Coase sobre la existencia de la 

firma en función del ahorro de costos de coordinación  de producir internamente, para determinar 

que este aspecto se define según la minimización de los problemas de agencia entre los 

participantes de las diferentes relaciones contractuales, pues según concluyen estos autores, “La 

firma es un conjunto de relaciones contractuales entre diversos constituyentes que tienen como 

objetivo coordinar sus actividades y disminuir conflictos de interés entre las partes.” Jensen y 

Meckling (1976, citado en Tarzijan, 2003, p. 166). 

Los problemas de agencia radican en que existe un riesgo, el cual consiste en que de 

acuerdo al nivel jerárquico que se le asigne a la persona o al trabajador según el contrato, tiene 

cierta capacidad de decisión, la cual puede ser utilizada a su favor, en detrimento de la otra parte, 

que es el propietario, desviando o eludiendo el resultado de su esfuerzo. Por lo tanto la 

disminución y control de este riesgo, implica incurrir en costos, que estimulen la eficiencia y 

lealtad de los empleados.  (Jensen y Meckling 1976, citado en Soto, 2008, p. 21). 

5.2.5 Teoría del Estado de Bienestar 

El concepto del Estado de Bienestar nace como una respuesta a diversos eventos 

históricos, especialmente como el de la Gran Depresión (1929), mediante el cual su máximo 

exponente teórico John M. Keynes, hizo frente a la economía clásica, que en ese entonces se 

aplicaba de tal forma que el gobierno no intervenía en el mercado, bajo la premisa de que los 

niveles de fluctuación del empleo y las tasas de interés se corregían solas. A esto Keynes 

respondía que el ahorro individual y la reducción del consumo no eran suficientes para corregir 

recesiones importantes, además que para esto, la inversión privada no era suficiente y era por lo 

tanto estrictamente necesaria la inversión directa del gobierno. (Salvador, 2014) 

“Nada reivindicó tanto la heterodoxia de Keynes como la Segunda Guerra Mundial, 

cuando el gasto gubernamental llevó al pleno empleo y finalizó la Gran Depresión.” (Salvador, 

2014) 

“Surge la noción de un Estado que se encarga de proveer a esos sectores humildes o 

desfavorecidos con ciertos servicios y asistencia para complementar aquello que no pueden 

obtener en un sistema desigual o injusto como el sistema capitalista. Para el Estado de Bienestar 

hay tres elementos que son relevantes: la democracia, es decir, el mantenimiento de formas 
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políticas no autoritarias ni autocráticas; el bienestar social, es decir, la provisión a la sociedad de 

la ayuda económica y social necesaria para progresar; el capitalismo, ya que para el Estado de 

Bienestar el capitalismo no es necesariamente un problema si no que muchas veces supone la 

convivencia con el mismo. 

De acuerdo a los defensores del Estado de Bienestar, una mayor intervención estatal en la 

economía es una de las directrices más importantes ya que si el mercado es quien regula las 

relaciones socio-económicas siempre habrá sectores perjudicados y la creciente riqueza de unos 

pocos puede llevar a un gran desequilibrio resultante en profundas crisis. Así, el Estado de 

Bienestar regula cuestiones como el empleo, la producción, el acceso a la vivienda, la educación 

y salud pública, etc. Debido a los importantes gastos presupuestarios que un Estado de este tipo 

puede significar para una nación, hoy en día esta forma política ha quedado un poco 

desacreditada y se suelen preferir sistemas que combinen acceso a lo público con una importante 

intervención privada.”  (Definición de Estado de Bienestar, 2007-2015). 

 

5.3 Marco Legal 

Para el desarrollo de la investigación es necesario profundizar en las leyes que regulan la 

Revisoría Fiscal en Colombia, igualmente todas las disposiciones que comprenden implicaciones 

penales, sanciones, así mismo el amparo legal que otorga el Estado para quien ejerce la Revisoría 

Fiscal, de esta forma se pretende comprender por qué esta figura dista hoy de ser la institución 

que logre cumplir con las expectativas depositadas en ella, esto es manifiesto cuando se advierte 

que no contribuye al control que ejerce y debe ejercer el Estado. Todo esto ha significado la 

consolidación de organizaciones como DMG, que distan de ser legales, evidenciando fraude y 

malversación de la información. Por consiguiente se requiere también examinar las regulaciones 

que atañen a la captación masiva de recursos, como otras disposiciones que regulan el caso en 

específico de DMG.  

Por consiguiente en el curso de esta  investigación, se  indagará cada una de las siguientes 

reglamentaciones: 
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5.3.1 Código de Comercio.  

Mediante el Decreto 410 de 1971 se expide el código de comercio que reglamenta la 

Revisoría Fiscal en Colombia, que se convirtió en la consolidación de reglamentaciones previas 

que pretendían organizar una entidad de control con finalidad fiscalizadora por parte del Estado, 

14 artículos del texto se convierten en una resumida guía que orienta su labor y obligaciones, así 

como  las entidades obligadas a implementarla como organismo de control. 

5.3.2 Ley 43 del 1990. 

Esta ley reglamenta muchos asuntos pertenecientes  a las actividades de la Contaduría 

Pública, por lo tanto competen ampliamente en la labor desarrollada por el Revisor Fiscal, 

asuntos tales como los principios de contabilidad generalmente aceptados, normas de auditoría 

generalmente aceptadas, cualidades y requisitos de un Contador Público, normas a observar de 

los Contadores Públicos, órganos encargados de su vigilancia y observancia,  sanciones 

impartidas, código de ética profesional , relación del Contador Público con los usuarios de sus 

servicios, son algunos de los las temáticas planteadas en esta ley, que necesariamente deben 

considerarse en el ejercicio de la Revisoría Fiscal. 

Por otra parte, algunos de los artículos se refieren directamente al ejercicio de la 

Revisoría Fiscal, por ejemplo el  Artículo 50 y 51 se refieren a la abstención de la vinculación en 

este cargo en los casos de parentesco, vínculos económicos o de amistad, o relación alguna que 

le resten independencia  u objetividad y por otro lado el articulo 13 en su parágrafo 2 habla de las 

entidades obligadas a tener Revisor Fiscal. 

5.3.3 Ley 222 del 20 de Diciembre de 1995. 

Ley mediante la cual se modifica el Libro II del Código de Comercio, en lo relativo a lo 

que corresponde al Revisor Fiscal, los artículos 24, 42, 43, 45 profiere explícitamente de las 

responsabilidades de los administradores y Revisores Fiscales por el no cumplimiento de sus 

obligaciones, fija la pena de prisión por incumplimiento con sus responsabilidades, asimismo la 

no exoneración de sus culpas. 
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Esta ley es importante en la medida que establece una responsabilidad más notable para 

Revisores Fiscales, y constituye una modificación a tipo de responsabilidad que se le había dado 

en el Decreto 410 de 1971. 

5.3.4 Ley 79 de 1988. 

Esta ley posee abundantes disposiciones referentes al sector Cooperativo en Colombia, en 

su contenido sobresale el interés referido al Revisor Fiscal como parte de una estructura de 

vigilancia. Todas las disposiciones que se refieren al  Revisor Fiscal se simplifican en las 

siguientes; Elección del Revisor Fiscal, facultades como obligatoriedad del cargo, las funciones 

del mismo y las facultades del Administrativo Nacional de Cooperativas para sancionar a 

Revisores Fiscales por el incumplimiento de sus obligaciones. 

5.3.5 Estatuto Tributario. 

El Estatuto Tributario es la norma de normas en materia de impuestos, un asunto de gran 

importancia para el Estado, que requiere de sus ciudadanos la contribución para redistribuir la 

riqueza de una nación, para hacer esto posible se requiere  transparencia y honestidad en sus 

declaraciones en materia impositiva, es por este motivo es necesario la existencia de la  Revisoría 

Fiscal como órgano garante ante el Estado para asegurar la integridad de la información 

suministrada por los ciudadanos y sus diferentes actividades económicas. Es por eso que no es 

singular ver por ejemplo en sus artículos 592 y 602 por ejemplo mencionar de la obligatoriedad 

de la firma del Revisor Fiscal en las declaraciones de Renta y de IVA en algunos casos, esto 

refleja la importancia de este como órgano en materia de control fiscal. Por otro lado  en el 

artículo 659 se exponen las multas, suspensiones o otras acciones disciplinarias a las cuales se 

haría merecedor un Revisor Fiscal en caso de no suministrar a la administración tributaria 

oportunamente, así mismo las informaciones o pruebas solicitadas. Todo lo anterior con el fin de 

acercar al lector con la relación directa de la figura de Revisor Fiscal con las normas en materia 

tributaria.  
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5.3.6 Ley 1474 de 2014. Estatuto Anticorrupción. 

Tal como lo indica su nombre, este estatuto busca erradicar la corrupción, compendiando 

normas y sus respectivas penas,  regulando estos delitos. En cuanto a lo que compete la Revisoría 

Fiscal el Estatuto Anticorrupción significo la ratificación y fortalecimiento de la responsabilidad 

legal del Revisor Fiscal en su labor de denunciar actos de corrupción que conozca o que tuviera 

el deber de conocer, lo cual significa una causal más para la cancelación de su tarjeta profesional 

por parte de la Junta Central de Contadores. 

5.3.7 Código Penal. 

A través de la Ley 599 de 2000 se reglamentó el código penal en Colombia, su objetivo 

es dar a conocer los delitos, dirigiendo de este modo la conducta de los individuos, asegurando la 

convivencia pacífica y protección de los bienes. Para esta investigación es necesario indagar los 

posibles delitos por los cuales puede ser culpado un Revisor Fiscal, uno de estos es el 

reglamentado en el artículo 221 de este código que corresponde a la posibilidad existente de 

falsificación de documento privado.  

5.3.8 Constitución Política de Colombia. 

Esta es la ley suprema,  permite comprender las responsabilidades del Estado y los 

ciudadanos, orienta para comprender la estructura de gobierno, saber lo que significa en realidad 

un estado social de derecho,  indica las razones por las cuales contamos con un Estado de 

naturaleza intervencionista, condición que aproxima al control, a la supervisión por parte del 

gobierno, es allí cuando la Revisoría Fiscal llega para ser la protagonista, su labor de vigilancia 

recobra significancia y valor. 

Adicionalmente a estos aspectos de notable importancia, es necesario también  destacar 

que en casos como el de DMG su actividad no se ejecutaban en armonía con las normas 

constitucionales, como lo advierte el artículo 335 que regula la captación de recursos, 

definiéndolos como parte del interés público, y también distingue que dicha actividad solo puede 

ser ejercida previa autorización del Estado.  
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5.3.9 Ley 1314 del 2009. 

Se denomina ley de convergencia, cuyo objetivo es proporcionar un ambiente donde el 

gobierno sea un regulador de un proceso de obligatoria o forzosa observancia, expidiendo a 

través de esta ley algunos lineamientos de contabilidad de información financiera, enfocándose 

claramente en el direccionamiento y funciones u obligaciones de las diferentes autoridades en 

este proceso, garantizando su propósito básico de unificación en materia de información a nivel 

internacional. Para el tratamiento de la información,  establece responsabilidad de la creación de 

un conjunto de normas de aseguramiento de la información, que incorpora las normas de 

auditoria,  las cuales podrán ser expedidas  por el Gobierno Nacional y establece que los 

servicios de aseguramiento de la información financiera serán prestados bajo la dirección y 

responsabilidad de los contadores públicos, en conclusión esta  ley organiza la estructura 

contable incorporando la regulación de elementos de supervisión, control, y revisión de 

información. 

5.3.10 Decreto 4333 de 2008. 

Decreto mediante el cual se declara el Estado de Emergencia Social, por el crecimiento 

de modalidad de recaudo masivo de dineros del público. 

5.3.11 Decreto 4334 del 17 Noviembre de 2008. 

A través de este Decreto se realiza un procedimiento de intervención en los negocios, 

operaciones y patrimonio de las personas naturales y jurídicas que desarrollen o participen en la 

actividad financiera sin la debida autorización estatal. 

 

5.3.12 Decreto 4335 del 17 Noviembre De 2008. 

Mediante este decreto se asignan funciones a los alcaldes y gobernadores para actuar en 

contra de las oficinas captadoras, tomar medidas cautelares para suspender de manera inmediata 

la actividad de captación o recaudo masivo de dineros del público o la realización de actividades 

no autorizadas.  
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5.3.13 Decreto 4336 del 17 Noviembre De 2008. 

Por medio de este decreto se restablecen las conductas sancionables para el 

endurecimiento y aumento de las penas para quienes realicen o colaboren con la captación 

masiva no autorizada de recursos del público.  

5.3.14 Resolución 1634 de Septiembre de 2007. 

Resolución por la cual se pide el desmonte de DMG, considerando la devolución de los 

dineros recibidos por ventas de tarjeta prepago. 

5.3.15 Decreto 302 de 2015 

Mediante este decreto, se reglamenta la Ley 1314 de 2009, sobre el marco técnico 

normativo para las normas de aseguramiento de la información (NAI), el cual contiene: 

 Las Normas internacionales de Auditoria (NIA), 

 las Normas Internacionales de Control de Calidad (NICC); 

 las Normas Internacionales de Trabajos de Revisión (NITR);  

 las Normas Internacionales de Trabajos para Atestiguar (ISAE por sus siglas en inglés);  

 las Normas Internacionales de Servicios Relacionados (NISR) y  

 el Código de Ética para Profesionales de la Contaduría, conforme se dispone en el anexo 

que hace parte integral del presente Decreto.  

Este decreto será aplicable de manera obligatoria a partir del 1° de enero del año 2016, 

para los Contadores Públicos que presten servicios de revisoría fiscal, auditoria de información 

financiera, revisión de información financiera histórica u otros trabajos de aseguramiento u otros 

servicios profesionales. 

De acuerdo al presente decreto, para los revisores fiscales les será obligatoria su 

aplicación, quienes presten sus servicios a entidades del Grupo 1, y a las entidades del Grupo 2 

que tengan mas de 30.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV) de activos o, 

más de 200 trabajadores, en los términos establecidos para tales efectos en los decretos 2784 de 

2012 y 3022 de 2013 y normas posteriores que los modifiquen, adicionen o sustituyan, así como 

a los revisores fiscales que dictaminen estados financieros consolidados de estas entidades. Para 
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los que presten sus servicios en entidades que aquí no se contemplan, podrán aplicar 

voluntariamente las NIA y las ISAE, y continuarán aplicando los procedimientos de auditoria 

previstos en el marco regulatorio vigente y sus modificaciones o según lo contemple la 

normatividad vigente. 

5.4 Marco Conceptual 

Para tener una visión amplia y clara de la investigación es necesario conocer algunos de 

los términos que se desarrollarán, por esto se procura esclarecer de la manera más detallada 

posible cada uno de los siguientes términos: Control, Revisoría Fiscal, Fraude, Riesgo, Normas 

de Auditoria, Stakeholders, Bienestar Común, Control Interno, Auditoría, Aseguramiento, Fe 

Pública e Interés Público. 

5.4.1 Control. 

Al adentrarse al vasto significado de la palabra control es necesario conocer la naturaleza 

misma del hombre, particularmente a aquello que lo lleva a actuar, las motivaciones, estos 

estímulos internos casi imperceptibles, logran que cada individuo potencialice sus capacidades y 

llegue a su máxima exigencia. Existen muchísimos estudios de las motivaciones, Douglas  

Macgregor por ejemplo planteó dos características de comportamiento laboral, una la Teoría X 

que plantea que a los empleados no les gusta trabajar, y que es necesario obligarlos a trabajar y 

por otro lado y totalmente opuesto la Teoría Y que plantea el ser humano es inventivo, y puede 

auto dirigirse, (Teoría X y Teoría Y, s.f.),  dos teorías opuestas basadas en el comportamiento 

humano observado, pero, ¿Cuál es la realidad? ¿Cuál es la verdadera motivación que conlleva a 

la consecución de objetivos? ¿Cómo unificar criterios motivacionales frente a una gran variedad 

de intereses y objetivos distintos?, frente a este dilema, es imperiosa una fórmula que permita 

alcanzar a las sociedades sus objetivos, es ahí donde la palabra control cobra significado y valor, 

entonces es necesario preguntarse ¿Cuál es el real significado de la palabra control? ¿Es acaso 

una manera de obligar a otros hacer sus deberes? ¿Es el control una herramienta coercitiva para 

llevar a otros a realizar sus actividades? ¿Se convirtió acaso en una importante herramienta para 

lograr objetivos?  ¿Qué es el control entonces?, ¿Es comprobación? ¿Es examen? ¿Es 

intervención? ¿Es fiscalización?  ¿Es vigilancia? ¿Es observación? Sí, son todas ellas, definidas 
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como acciones que permitan comprobar o corroborar  las  acciones, actividades, resultados de 

aquel que es objetivo de la supervisión. 

5.4.2 Revisoría Fiscal. 

De acuerdo con pronunciamiento 7 que el Consejo Técnico de la Contaduría (2008) 

desarrolló de la Revisoría Fiscal lo definió así: 

“La Revisoría Fiscal es un órgano de fiscalización que, en interés de la comunidad, bajo 

la dirección y responsabilidad del Revisor Fiscal” (p. 5). Al analizar bajo qué términos está 

planteada esta definición, puede concluirse que es una institución, que fue creada con el objetivo 

de ejercer control, que su último fin es el bienestar común, el bienestar social, todo ello lleva a 

comprender el gran valor de esta figura para la sociedad, para el Estado. El pronunciamiento 

también lo enmarca como una actividad de “auditoría integral, entendiendo como tal una 

auditoría financiera, una auditoría de cumplimiento, una auditoría de gestión y una auditoría de 

control interno, que proporciona valor agregado a los servicios de Revisoría Fiscal” (p. 2), a 

partir de esta descripción este pronunciamiento pretende distinguir la Auditoría Externa de la 

Revisoría Fiscal, donde la Revisoría Fiscal abarca amplios servicios de control, distinguiéndose 

de este modo de la Auditoria. 

5.4.3 Fraude. 

El concepto de fraude, puede tener muchos matices como las miles de maneras por las 

cuales esta epidemia puede llegar a desarrollarse, en las relaciones interpersonales que se 

relacionan con la moralidad se puede conocer con el nombre de engaño, defraudación, en 

aspectos relacionados con el manejo de recursos económicos puede denominarse estafa, timo, 

desfalco, en los juegos de azar, o los juegos cotidianos podemos llegar a llamarlo trampa, el 

derecho por su parte lo podría definir como falacia, todos estos términos significan una sola cosa, 

carencia de verdad, ausencia de integridad. 

José Manuel Ferro Veiga (2011, p. 23) define el fraude así: “Los actos realizados al 

amparo del texto de una norma que persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico 

o contrario a él, se consideran ejecutados en fraude de ley”. 

Este fraude, carencia de verdad, o falsedad,  la padecen  Revisores Fiscales, 

Administradores, Gerentes, Contadores y todos aquellos quienes en búsqueda de sus propios 
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beneficios, falsifiquen documentos, tal como lo tipifica el Código Penal en su artículo 221:  “El 

que falsifique documento privado que pueda servir de prueba, incurrirá, si lo usa, en prisión de 

uno (1) a seis (6) años”.  

5.4.4 Riesgo. 

Se puede hacer uso de diferentes disciplinas para conceptualizar una idea, por ejemplo la 

teoría de las probabilidades en la estadística pretende medir las probabilidades de ocurrencia de 

un evento, aquello que no podemos medir de manera exacta podría llamarse el riesgo, la 

incertidumbre, la sospecha, Niklas Luhmann (2006) en su libro Sociología del Riesgo, definió el 

riesgo como “Umbral de la catástrofe”. 

El Riesgo implica de alguna manera alguna incertidumbre, estarán siempre presente, 

también en los negocios, esto lo describe Coopers y Lybrand (1997) en su libro los Nuevos 

Conceptos del Control Interno: 

Todas las empresas, independientemente de su tamaño, estructura, naturaleza, o 

sector al que pertenecen, se encuentran con riesgos en todos los niveles de su 

organización. Los riesgos afectan la habilidad de cada entidad para sobrevivir, competir  

con éxito dentro de su sector, mantener una posición financiera fuerte y una imagen 

pública positiva así como la calidad global de sus productos, servicios y empleados. No 

existe ninguna forma práctica de reducir el riesgo a cero. De hecho, el riesgo es inherente 

a los negocios. (p. 43). 

5.4.5 Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas (NAGA). 

El artículo 7 de la Ley 43 del 1990 define las normas de auditoria generalmente aceptadas 

así: Las normas de auditoria generalmente aceptadas se relacionan con las cualidades del 

Contador Público con el empleo de su buen juicio en la ejecución de su examen y en su informe 

referente al mismo. Las normas de auditoría son las siguientes: 

1. “Normas personales…. 

2. Normas relativas a la ejecución del trabajo… 

3. Normas relativas a la rendición de informes...”(Ley 43, 1990, art 7) 
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En resumen, estas normas contienen  las cualidades con que debe contar el que realiza la 

labor de auditoría, por otro lado  las normas de ejecución de trabajo y la manera adecuada de 

rendir informes. 

5.4.6 Principio De Control. 

Controlar el trabajo para cerciorarse de que está ejecutándose de acuerdo con las normas 

establecidas y según el plan previsto. La gerencia debe cooperar con los empleados para que la 

ejecución sea lo mejor posible. 

Es una de las principales actividades administrativa dentro de las organizaciones. Es el 

proceso de verificar el desempeño de distintas áreas o funciones de la organización. 

5.4.7 Stakeholders. 

El concepto de este extranjerismo es significativo para este trabajo de investigación, la 

Revisoría Fiscal es una institución que obedece a propósitos sociales, en garantía del beneficio 

de todos los interesados. Este término recobra importancia por que agrupa a todos los 

“trabajadores, organizaciones sociales, accionistas y proveedores, entre muchos… que se ven 

afectados por las decisiones de una empresa” (Guioteca, 2010) 

Con el propósito no repetir excesivamente este término dentro de la investigación, se hará 

referencia el, por medio de otras expresiones como agentes intervinientes, grupos de interés, 

entre otros sinónimos. 

5.4.8 Bienestar común. 

Es necesario definir este término, con la intención de delimitar su significado dentro de la 

investigación, se entiende bienestar común, el “concepto que en general puede ser entendido 

como aquello de lo que se benefician todos los ciudadanos” (Bien Común, s.f.) , es decir el 

bienestar común procura el respeto de los derechos individuales y colectivos, donde los 

integrantes de una sociedad puedan progresar económicamente en condiciones justas y 

equitativas, con el estricto cumplimiento de la ley nacional. 

5.4.9 Control Interno. 

La Ley 87 de 1993, en su Artículo  1º, establece como definición del Control Interno lo 

siguiente: “Se entiende por control interno el sistema integrado por el esquema de organización y 
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el conjunto de los planes, métodos, principios, normas, procedimientos y mecanismos de 

verificación y evaluación adoptados por una entidad, con el fin de procurar que todas las 

actividades, operaciones y actuaciones, así como la administración de la información y los 

recursos, se realicen de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes dentro de las 

políticas trazadas por la dirección y en atención a las metas u objetivos previstos”. 

5.4.10 Auditoria 

 La auditoría puede definirse como «un proceso sistemático para obtener y evaluar de 

manera objetiva las evidencias relacionadas con informes sobre actividades económicas y otros 

acontecimientos relacionados, cuyo fin consiste en determinar el grado de correspondencia del 

contenido informativo con las evidencias que le dieron origen, así como establecer si dichos 

informes se han elaborado observando los principios establecidos para el caso». Por otra parte la 

auditoría constituye una herramienta de control y supervisión que contribuye a la creación de una 

cultura de la disciplina de la organización y permite descubrir fallas en las estructuras o 

vulnerabilidades existentes en la organización. (Monografias.com, 2015) 

5.4.11 Aseguramiento 

En el glosario de términos del manual de pronunciamientos de IAASB, se define como 

“un contrato en el cual un profesional expresa una conclusión con el ánimo de incrementar el 

grado de confianza de los usuarios potenciales distintos de la parte responsable acerca de los 

resultados de la evaluación o medición de una materia sujeto contra un criterio. 

Los resultados de la evaluación o la medición de una materia sujeto son la información 

que resulta de la aplicación del criterio. De acuerdo con el “Marco Internacional para Contratos 

de Aseguramiento” hay dos tipos de contratos de aseguramiento que un profesional puede 

desarrollar: 

• Contratos de aseguramiento razonable 

• Contratos de aseguramiento limitado” (citado en Sarmiento, s.f. p. 3) 

5.4.12 Fe pública 

“La atestación o firma de un Contador Público en los actos propios de la profesión hará 

presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, lo 
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mismo que a los estatutarios en el caso de personas jurídicas. Tratándose de balances se 

presumirá además, que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que estos se ajustan a las 

normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la correspondiente 

situación financiera en la fecha del balance.” (Junta Central de Contadores, 2015) 

5.4.12 Interés Público 

“Interés público, interés general o interés nacional es denominación de un concepto 

esencial de las ciencias políticas, con muy distintas expresiones (res publica, commonwealth, 

"procomún", etc.), pero siempre identificable con el bien común de la sociedad entera, entendida 

como un cuerpo social, y no tanto con el interés del Estado en sí mismo (razón de Estado). 

No es un concepto unívocamente definido. La expresión se usa para reflejar el postulado 

de que la finalidad de las acciones del Estado, o de las instituciones de una comunidad 

políticamente organizada, ha de ser el bien (felicidad, interés, utilidad o beneficio) del conjunto 

del pueblo (la totalidad de los que componen una nación). La defensa de los intereses nacionales 

es el propósito declarado de la acción exterior de los Estados.” (Wikipedia, 2015). 
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6. Metodología 

6.1 Tipo de Investigación 

Luego de analizar los diferentes tipos de investigación, se determinó que el tipo de 

trabajo de investigación que se desarrollará, es la investigación documental, ya que según Bernal 

(2010, p.111), afirma que “la investigación documental consiste en un análisis de la información 

escrita sobre un determinado tema, con el propósito de establecer relaciones, diferencias, etapas, 

posturas o estado actual del conocimiento respecto al objeto de estudio”. Además cita que “de 

acuerdo con Casares Hernández, et al. (1995), la investigación documental depende 

fundamentalmente de la información que se obtiene o se consulta en documentos, entendiendo 

por éstos todo material al que se puede acudir como fuente de referencia, sin que se altere su 

naturaleza o sentido, los cuales aportan información o dan testimonio de una realidad o un 

conocimiento”.  

Lo anterior concuerda con el propósito de la investigación, se parte de documentos 

legales y otros referentes de la figura de la Revisoría Fiscal, para hacer un análisis de las 

falencias que afectan el accionar del Revisor Fiscal y consecuentemente la protección del 

intereses público que conduce al bienestar común. 

 

6.2 Método de Investigación 

El método que se usará en esta investigación es deductivo, descrito por Bernal (2010, p. 

59) de la siguiente manera: “este método de razonamiento consiste en tomar conclusiones 

generales para obtener explicaciones particulares. El método se inicia con el análisis de los 

postulados, teoremas, leyes, principios, etcétera, de aplicación universal y de comprobada 

validez para aplicarlos a soluciones o hechos particulares”. El concepto se relaciona con la 

manera en que abordará el problema de investigación, ya que se tomaran documentos de manera 

general, que serán analizados, esto permitirá hallar inconsistencias en la figura de la Revisoría 

Fiscal, que expliquen un caso de fraude como el de  DMG. 
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6.3 Fuentes de Información 

Según Bernal (2010), afirma que: “de acuerdo con Cerda (1998), usualmente se habla de 

dos tipos de dos tipos de fuentes de recolección de información: las primarias y las 

secundarias”: 

 Fuentes primarias. Son todas aquellas de las cuales se obtiene información directa, es 

decir, de donde se origina la información. Es también conocida como información de primera 

mano o desde el lugar de los hechos. Estas fuentes son las personas, las organizaciones, los 

acontecimientos, el ambiente natural, etc. (Bernal, 2010, p. 192) 

 Fuentes secundarias. Son todas aquellas que ofrecen información sobre el tema que se 

va a investigar, pero que no son la fuente original de los hechos o las situaciones, sino que sólo 

los referencian. Las principales fuentes secundarias para la obtención de la información son los 

libros, revistas, los documentos escritos (en general, todo medio impreso), los documentales, los 

noticieros y los medios de información. (Bernal, 2010, p.192). 

Para el desarrollo de este trabajo, se hará uso de las fuentes secundarias como se 

describe a continuación. 

6.3.1 Fuentes Secundarias 

Como fuentes secundarias se empleará: documentos legales, revistas académicas, 

periódicos, textos, etcétera, relacionados con el objetivo general de la presente investigación. 

 

6.4 Técnicas de Investigación 

Para las fuentes secundarias se utilizarán las siguientes técnicas: 

 “Análisis de documentos: técnica basada en fichas bibliográficas que tienen 

como propósito analizar el material impreso. Se usa en la elaboración del marco teórico del 

estudio.” (Bernal, 2010, p. 194). 

 “Internet (Recolección de documentos): no existe duda sobre las posibilidades 

que hoy ofrece Internet como una técnica de recolección de información; es más se ha convertido 

en uno de los principales medios para recabar información.” (Bernal, 2010, p. 194). 
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6.5 Fases de Investigación 

6.5.1 Primera Fase 

Para conocer en qué consistió el caso de fraude de la captadora ilegal de recursos DMG y 

el papel que jugó el revisor fiscal en este, se recurrirá a las fuentes secundarias para documentar 

el suceso y desarrollar un recuento de los hechos. 

6.5.2 Segunda Fase 

Para determinar en qué consiste la figura de la Revisoría Fiscal, su estructura, 

organización, funciones y las principales debilidades como institución de control necesario 

consultar las fuentes secundarias relacionadas con el marco legal y normativo para citar los 

puntos de interés para el desarrollo del análisis posterior. 

6.5.3 Tercera Fase. 

En esta fase a manera de conclusión se pretende exponer a partir del análisis realizado 

previamente en la segunda fase, bajo qué condiciones la Revisoría Fiscal en Colombia puede 

llegar a convertirse en el medio idóneo para garantizar el control, la fiscalización y el bienestar 

común que puedan mejorar la efectividad de la Revisoría Fiscal como órgano de control del 

Estado. 
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Capítulo I 

7. Problemática de la captadora ilegal DMG HOLDING S.A en Colombia 

7.1 El Mejor Negocio 

La existencia y permanencia de DMG en Colombia, refleja falencias administrativas y de 

control por parte del Estado Colombiano;  pues ante la opinión pública estuvo presente por 

varios años un fenómeno de captación ilegal de dineros, donde era evidente el altísimo riesgo de 

fraude o estafa con consecuencias para los individuos y la sociedad; este fenómeno fue posible  

gracias a la perspicacia de DAVID MURCIA GUZMAN quien ideo un sistema de negocio, en 

donde pareciese que el dinero se multiplicara.  Su sistema promocionaba altas rentabilidades por 

los ahorros depositados  de sus clientes. 

¿Cuáles eran las expectativas de miles de Colombianos que expusieron sus ahorros en 

DMG?,  ¿Existía conciencia de un negocio extraño? Responder a estas preguntas es un asunto 

complejo, es difícil analizar el conjunto de factores que pudieron motivar a miles de personas a 

invertir su dinero, muchos de sus clientes tal vez carecían de conocimiento en temas financieros, 

mientras que otros aun conociendo los riesgos, decidieron aventurarse, considerando que muy 

posiblemente serían los más afortunados, por su parte el Estado tomo una postura indiferente, 

promovió de manera indirecta la viabilidad del negocio, debido a que en apariencia contaba con 

todos los elementos de un empresa legal, aparentemente sin problemas jurídicos o económicos 

relevantes que advirtieran a los clientes de la inviabilidad sus operaciones.  Gracias a este 

conjunto de factores,  fue un negocio viable y posible en su momento, es por ello que surge la 

pregunta, ¿Qué papel tomo el Estado Colombiano ante estas realidades? 

 Se requiere comprender el riesgo que significaba la existencia de una organización como 

DMG,  por ello el objetivo de este Capítulo es exponer algunos aspectos que debieron 

considerarse de su principal protagonista David Murcia Guzmán, junto con los aspectos más 

relevantes de su organización, todos elementos importantes que debían haber sido analizados por 

el Estado Colombiano, para llevar a cabo una tarea efectiva de control. 
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7.2 El Creador de DMG 

7.2.1 ¿Quién era David Murcia Guzmán? 

David Murcia era un habitante más que pasaba desapercibido de la sociedad, “era un 

muchacho flaco, alto, de cabello largo” (Cadena S., 2011. Septiembre 14) de raíces humildes, 

cuya personalidad se destacaba por ser “andariego y emprendedor”, (Semana, 2008. Septiembre 

27) su primer empleo fue de “empacador de ponqués”
 
(Semana, 2008. Septiembre 27), un año 

después su empleo fue en una empresa de Casting. Posteriormente en Santa Marta “montó DMG 

Producciones Televisión, su primera empresa, dedicada a realizar videos turísticos” (Semana, 

2008. Septiembre 27), dos años después en Pitalito Huila “constituyó su segunda empresa: Red 

Solidaria DMG,  se dedicaba a vender boletas para rifas de carros y a hacer gestiones para que 

atendieran a los más pobres en los hospitales y las entidades públicas que daban subsidios” 

(Semana, 2008. Septiembre 27). Para comprender mejor a este personaje, se evocará lo ocurrido 

en el año 2003, donde llega sin dinero a La Hormiga Putumayo, “se  involucró en las actividades 

de la parroquia del Perpetuo Socorro. El padre Carlos Zárate recuerda el nivel de compromiso y 

entrega de Murcia en las labores sociales. Como una forma de compensar su dedicación, la 

parroquia le dio un programa en su emisora, espacio desde el cual promovía obras sociales, 

boletas de rifas y hacía publicidad que en muchas ocasiones canjeaba para subsistir, como 

sucedía con el hotel donde vivía. En un viaje a Bogotá logró un crédito de un millón de pesos en 

productos naturales, con lo que sobrevivió una temporada. Al poco tiempo apareció por el pueblo 

con cantidad de electrodomésticos” (Semana, 2008. Septiembre 27) Ese era David Murcia 

Guzmán un hombre emprendedor, que se rebuscaba la vida, con la capacidad de convencimiento 

suficiente para promover su nueva empresa de captación de dineros. Es así que en el 2003 

empezó a crear lo que llegaría a ser su imperio económico que tenía sedes en “Mocoa, Puerto 

Asís, Orito, Villa Garzón y La Hormiga” (El Tiempo, 2008. Noviembre 17)  

David Murcia era un hombre visionario, vivaz,  se caracterizaba por su responsabilidad 

con las obligaciones contraídas, quien por medio de la confianza que generaba en sus clientes, 

logra la estabilidad y crecimiento de su negocio.  

Sin embargo, también necesitaba otro aspecto importante existente en Colombia, un 

mecanismo de control por parte del Estado que fuese poco eficaz, la combinación de estos 

elementos permitirían el surgimiento de la estafa, el engaño y sobretodo el riesgo económico 

para todos los ciudadanos. 
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David Murcia Guzmán  contaba con los elementos necesarios para extender su  negocio 

por todo el país, llegó a tener sedes en “Armenia, Bogotá, Buenaventura, La Calera, Chía, 

Chocontá, Duitama, Funza, Fusagasugá, Granada, La Hormiga, La Vega, Llorente, Manizales, 

Machetá, Medellín, Mocoa, Montelíbano, Montería, Orito, Pasto, Pereira, Pitalito, Popayán, 

Puerto Asís, Puerto Boyacá, Santa Marta, Sibundoy, Sopó, Suesca, Tocaima, Tumaco, Tunja, 

Villagarzón, Villavicencio, Yopal y Barranquilla donde sus oficinas no alcanzaron a ser 

inauguradas debido a su caída”, (Taringa, 2009. Enero 21) creció traspasando  fronteras, tenía 

sedes fuera del país en “Panamá: Ciudad de Panamá, Chiriquí, Chitré y Colón. En Ecuador: 

Quito, Guayaquil, Cuenca y Lago Agrio y en Venezuela en Caracas.” (Taringa, 2009. Enero 21), 

pero sus proyectos empresariales no terminaban ahí, su idea era la “expansión 

a Brasil, Perú y México” (Fraudes Contables, 2011. Mayo 16), y “abrir sedes de DMG en 100 

países” (Semana, 2008. Noviembre 22). DMG de manera rápida se convirtió en un negocio 

redondo, debido a su crecimiento tuvo algunos cambios,  en “un principio era conocida como 

DMG S.A. pero cambiaron su nombre a DMG Grupo Holding.S.A. En enero del 2008 a su vez la 

empresa cambió de nombre a Grupo T, la cual abarcaba a una gran cantidad de empresas que 

prestaban productos y servicios entre estos a la misma DMG” (Fraudes Contables, 2011)  así 

paso de ser una empresa recaudadora de dinero a ser una empresa que asociaba diversos 

servicios a su actividad principal, fusionando diversas actividades económicas en un solo 

negocio con la intensión de encubrir su actividad económica principal, la de recaudar dinero del 

público. 

Toda esta combinación de elementos, llevo a que DMG se convirtiera en “una de las 

5,000 empresas más grandes del país según la última publicación de la revista Dinero en junio 

del 2008 (Córdoba, 2008), su poderío económico llego a ser sorprendente, el mismo David 

Murcia declaró que llego a tener “más 5.000 empleados directos” (Dinero, 2009. Mayo 12), y tan 

escandalosa la cantidad de dinero que llegó a recibir de sus clientes que la “Fiscalía reveló que 

en los últimos dos años la controvertida DMG recibió de sus clientes 4,796 billones de pesos” 

(Terra, 2009. Enero 16), era evidente, tenía una cantidad enorme de clientes y se cree que “serían 

cerca de cuatro millones de personas… Si es cierto, superaría el número de usuarios de cualquier 

banco colombiano” (Noticias UNO, 2008. Noviembre 23) algunos de estos clientes, “es decir 

más de 52.000 personas invirtieron desde US$20.000 hasta US$200.000 dólares cada una en 

DMG” (El Espectador, 2008. Diciembre, 13). El mismo David Murcia declaró que sus ventas 
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diarias estaban entre “$2.000.000.000 a $3.000.000.000 millones al día en cargas de tarjetas y en  

ventas $1.000.000.000 a $1.500.000.000” (Dinero, 2009.Mayo 12). 

El negocio era prospero, pero peligroso, David Murcia Guzmán se estaba convirtiendo en 

un magnate, las cifras lo revelaban: 

  “El Grupo DMG figura en el puesto 655, entre las 900 empresas más 

grandes del país. Según sus balances, en el 2007, obtuvo ingresos operacionales por 

72.023 millones de pesos, activos por 32.720 millones; y una utilidad neta de 38 mil 

millones de pesos. Esas cifras la ubican en el puesto 18 de las comercializadoras más 

grandes, al lado de empresas de renombre como Jhon Restrepo, Discristal y Alimentos 

Polar” (El Tiempo, 2008. Junio 1). 

 

Se estaba expandiendo a través de las empresas conexas a su negocio principal, algunas 

de ellas eran:  

 “DMG Constructores, DMG Comercializadora Virtual, Factory Models; 

DMG Fashion, Hosset Stylelife, Productos naturales. Empresas asociadas a DMG: El 

Gran  Trigal, Inmuno Vida, Bussines System, Studio Pilates, Body Channel, Humor 

Channel, Pabón Castro Abogados, L&A, Cenco, Provitec, Searching People, Personal 

Collection, Funerales DMG, DMG TV, Pollo.com, Droguería DMG, Supermercados 

DMG, Centros  de estética, Ferretería DMG, DMG Comunicaciones, Abarrotes DMG, 

Cultivos de savia.” (Caycedo y Jaccard, 2008. Agosto 4). 

 

Su poder económico era cierto, solo bastaba con mirar “el Mega Outlet, gran instalación 

sobre la autopista en la salida Bogotá hacia el norte se convirtió en la Imagen visible de DMG” 

(Romero, 2009. Diciembre 8), posteriormente esta edificación fue embargada por extinción de 

dominio; en ese momento estaba “avaluada en 2000 millones de pesos” (Terra, 2011. Febrero 

25). 

Lo que se pretende mostrar, es lo indiscutible, un  extraordinario crecimiento, como el 

que tuvo el Señor David Murcia Guzmán quien pasó de ser un hombre humilde que “apenas 

podía sobrevivir con su trabajo. Compartía con un amigo una habitación de un modesto hotel en 

La Hormiga, Putumayo. Pagaba los 15.000 pesos que le costaba cada noche con publicidad para 

el hotel a través de una emisora de la parroquia, y en varias oportunidades pasó el día con una 
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bolsa de leche que compraba con las utilidades de la venta de productos naturales” (Semana, 

2008. Septiembre 27) a ser en tan solo 5 años una persona que podía darse grandes lujos y gozar 

de grandes excentricidades,  y poseer bienes como los que se mencionan a continuación: 

-“12 vehículos de lujo entre Maserattis Ferraris y Lamborginis, además  tres yates y dos 

aviones” (Radio Santa Fe, 2008. Noviembre 2),  

-Para hospedarse, “alquilaba pisos completos en costosos hoteles de Panamá de lujo 

como el Marriott y el Hilton en Panamá” (Radio Santa Fe, 2008. Noviembre 2), 

-“La última cuenta que pagó en uno de esos hoteles es de 57 mil dólares. Para él sólo, 

porque no se contentaba con hospedarse en una suite o en la mejor habitación, sino que 

alquilaba el piso completo para él” (Radio Santa Fe, 2008. Noviembre 2),  

-“En un solo día movimientos de dinero en cuentas de Panamá, hasta de 7 millones de 

dólares” (Soitu, 2008. Noviembre, 20), 

-“Motos Harley Davidson” (Soitu, 2008. Noviembre, 20), 

-“En las detenciones se encontró una caja con el equivalente a 250.000 dólares, que 

según el abogado de Murcia Guzmán, Abelardo de la Espriella, eran para costear la fiesta de fin 

de año” (El Espectador, 2008. Noviembre 20). 

-“Titular de varios bienes muebles e inmuebles, así como más de 300 empresas y 

sociedades en Colombia y Panamá, algunas de ellas ya intervenidas a partir de las medidas 

adoptadas por el Gobierno al amparo de la emergencia social decretada recientemente” (La 

Prensa, 2013. Marzo 29). 

-“Prendas de oro, diamantes, cuadros de pintores famosos, mobiliario de oficina, ropa y 

1.3 millón de dólares depositados en cuentas bancarias” (Caycedo y Jaccard, 2008. Agosto 4). 

 

7.3 ¿En qué consistía el negocio tan exitoso? 

DMG vendía servicios, marca un ideal de negocio, se debía creer que era rentable, que 

era legal. Para ello se empezaba siempre con una charla, “DMG NO es una pirámide, ni un 

multinivel, ni una empresa de inversiones. Es una entidad comercial que vende productos, bienes 

y servicios para suplir todas las necesidades de la familia colombiana. Nos parecemos al Éxito, 

por ejemplo, porque somos una empresa comercializadora, pero no nos parecemos, porque 

nuestro portafolio es mucho más amplio” (Caycedo y Jaccard, 2008. Agosto 4). 
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Su método comercial era ingenioso, necesitaban ocultar su actividad piramidal, es así 

como los clientes recibían “dos tarjetas: una, la tarjeta prepago, que corresponde al capital de su 

inversión y que tiene la opción de ser utilizada para compras. Estas compras se pueden realizar 

en cualquier momento o pueden redimirse por dinero en un plazo acordado en el momento de 

hacer la operación. La otra tarjeta es para el pago de “intereses” (que solo se pueden cobrar en 

ese plazo acordado). Sin embargo, DMG no considera que esta última tarjeta constituye pago de 

intereses sino que alega que se trata de un pago por publicidad personalizada” (La nota.com, 

2008. Noviembre 12). DMG se valió de varias estrategias para lograr sus objetivos, mezcló 

diversas operaciones comerciales para ocultar sus actividades como pirámide y logró que las 

personas sintieran seguridad al hacer sus inversiones. Creó el convencimiento de  “que por lo 

menos puede recuperar el capital con las compras que le garantizan las prepago” (La nota.com, 

2008. Noviembre 12), por otro lado la gente se  “siente atraída por los altos "intereses" (o altos 

pagos por la supuesta publicidad personalizada)” (Caycedo y Jaccard, 2008. Agosto 4). 

Por su parte el Gobierno Nacional a través de sus entes de control no actuaron de manera 

adecuada ante la posibilidad de   “la multiplicación de los panes y los peces de DMG” 

(Contaduría General de la Nación CGN, s.f) pues era evidente que existía un riesgo para la 

sociedad y que el gobierno debió atender oportunamente en procura de “la satisfacción de los 

intereses individuales y colectivos del pueblo” (Sunder, 2005). 

 

7.4  El riesgo que implicaban las operaciones de DMG 

Muchos aspectos dan cuenta de los riesgos que implicaban las operaciones de DMG en la 

sociedad, sus prácticas administrativas y contables testificaban en contra de la legalidad  y 

transparencia  de sus operaciones; la falta de claridad en sus procesos, eran el signo de alerta que 

el Gobierno Nacional pudo haber identificado a través de un ente de control como la Revisoría 

Fiscal, el profesional en su ejercicio debe identificar manipulación contable y encubrimiento de 

información, estos son los principales indicios de la existencia de un riesgo en las operaciones de 

las organizaciones que pueden afectar la sociedad. 
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7.4.1 Doble contabilidad. 

 La doble contabilidad es una práctica ilegal, que consiste en ocultar información sobre 

las actividades económicas de la entidad, convenientemente, bajo esta perspectiva siempre 

existirá riesgo de fraude; esto implica que un beneficiario de la información sea perjudicado, 

mientras que el otro obtiene un beneficio, es ahí cuando existe un conflicto de intereses que 

exige ser regulado por medio del Control.   

La doble contabilidad es una práctica difícil de detectar y de probar porque no existen 

medios físicos probatorios, finalmente es información oculta. En el caso de DMG Holding S.A., 

se demostró que hizo uso  de esta práctica a partir de interceptaciones a comunicaciones, “En 

esta comunicación, que tuvo ocasión el pasado 13 de agosto del 2008, queda en evidencia una 

contabilidad A y una B. Murcia le insiste a 'Lina', según la Fiscal, que 'Fino' debe ver la 

contabilidad B y no la A” (El Tiempo, 2008. Noviembre 20). Lina, era contadora de DMG, su 

nombre completo es “Lina María Rodríguez… Los investigadores consideraban que ella daba 

instrucciones para fortalecer la doble contabilidad que funcionaba en DMG” (El Tiempo, 2013. 

Marzo 18). 

Guillermo Fino fue “ex director del Seguro Social, quien de acuerdo a lo que se ha 

revelado del caso, fue una de las personas buscadas por la abogada Margarita Pabón, capturada 

el pasado miércoles, para que la asesorará en la presentación de documentos tributarios” (El 

Tiempo, 2008. Noviembre 20) 

7.4.2  Procesos contables y administrativos inadecuados. 

Para que la información contable sea confiable, se requieren prácticas contables seguras, 

en el caso DMG Holding S.A, cuando se realizaron los retardados procesos de investigación, se 

encontraron muchas falencias contables-administrativas que evidenciaban un grave riesgo para 

todos los agentes. 

Por su parte la asesora contable de la Superintendencia de Sociedades afirmó, “que el 

manejo contable no fue claro y presentó inconsistencias” (Vanguardia, s.f.), a continuación se 

compendian algunas de las inconsistencias encontradas en las investigaciones: 

 

 Asesora Contable de la Superintendencia de Sociedades Evangelina Botero 

(Dinero, 2008. Julio 18) 
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A continuación se relacionan algunos de los apartes de las declaraciones que 

realizó ante el juez tercero especializado de Bogotá, en el juicio a David Murcia Guzmán. 

-Los recaudos no correspondían con las salidas del dinero, y tampoco con la 

numeración que automáticamente debería hacer un computador al introducir o retirar 

algún documento contable. 

-Los comprobantes de egreso no se llevaron en orden y no se aplicaron conforme 

a los soportes contables. 

-Los  recibos, pues tienen número y letras muchas de las cuales se repiten...“¿No 

entiendo por qué el sistema permite que eso se apruebe (numeración alfanumérica 

repetida), pareciera como si el computador estuviera alterado y manipulado”, señaló 

Botero, al tiempo que dijo que es como si eso representara un comprobante que no se 

hizo, para que coincidiera al menos con la fecha y arreglar las cuentas. 

 

 Irregularidades halladas por la Supersociedades (El Espectador, 2008. Noviembre 

24): 

-Los libros de diario y mayor de balances no son llevados en debida forma.  -

Incumplimiento de los estatutos sociales al no convocar al máximo órgano social a 

reunión ordinaria de accionistas en los tres primeros meses del año.  

-No se encontraron actas del máximo órgano social ni de la Junta Directiva en las 

que se hubiera fijado remuneración al Revisor Fiscal ni a la Representante  Legal. 

Tampoco se encontró que se les haya pagado remuneración alguna.  

-No se han designado miembros suplentes de la Junta Directiva.  

-No hay evidencias de recibos de caja sobre pago del capital inicial por parte de 

los accionistas ($100´000.000), pese a que en la escritura de constitución se afirma que 

fue totalmente pagado. 

-Tampoco respecto de un aumento de capital a $250´000.000. 

-Las 15.000 acciones de ese aumento fueron colocadas sin reglamento de 

suscripción.  

- Pese a que desde el 1 de abril de 2008 la sociedad está incursa en causal de 

vigilancia ante Supersociedades, no ha informado de tal situación.  
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- La sociedad no suministró a los funcionarios de Supersociedades el informe de 

gestión ni el dictamen de revisor fiscal, estados financieros o proyecto de distribución de 

utilidades de 2007.  

 - Pese a que la sociedad no generó ingreso alguno desde su constitución en Abril 

 de 2007 hasta el cierre del ejercicio de 2006 (31 de diciembre), los accionistas 

 aprobaron no distribuir utilidades y trasladarlas a una reserva ocasional. 

 - No fue posible establecer si la actividad principal que está desarrollando DMG 

 Grupo Holding S.A. (recepción de dineros del público por venta de Tarjetas Prepago 

 DMG), guarda relación con el objeto social ("Explotar, producir, comercializar, comprar  

y vender, intermediar en la adquisición, en Colombia o en el exterior, de toda clase de  

electrodomésticos, vehículos, muebles y equipos para hogar y oficina, medicinas  

naturistas y productos naturistas").  

 - Debido al atraso contable, no fue posible establecer si efectivamente la sociedad  

está intermediando en la adquisición de bienes y servicios a través del sistema de tarjeta  

prepago DMG.  

 - No fue posible conocer cuáles fueron los productos que adquirieron los clientes a  

través de la tarjeta prepago en DMG Comercializadora Virtual y Droguería Farmacentry 

 Calle 130, entre otros, impidiendo además conocer si fue recaudado el IVA.  

- Tampoco fueron suministrados los soportes, impidiendo conocer si 

efectivamente los clientes adquirieron productos y/o servicios de los proveedores y si fue 

recaudado el IVA (más de $5.840 millones). 

- De la revisión selectiva efectuada a varios documentos y comprobantes de las  

"tarjetas prepago", todos suscritos por el cliente, que soportan el recaudo del 

dinero y la adquisición de productos, las firmas autógrafas son diferentes, no obstante 

corresponder a la misma persona.  

 - De una prueba selectiva y muestra de 126 clientes, la compañía DMG 

 Grupo Holding S.A., entre 14 de septiembre y 31 de diciembre de 2007, recaudó 

 en efectivo la suma de $1.527´571.000 y solo 22 de esos clientes efectuaron  

consumo de la tarjeta por tan solo la suma de $17´912.720, "lo cual permite inferir  

que no todos los recursos recaudados en efectivo de los clientes, son consumidos  

mediante la utilización de la tarjetas prepago DMG".  
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 - Según balance general a 31 de diciembre de 2007, certificado y 

 dictaminado, la contabilidad de la compañía no refleja su realidad económica.  

 - Según planilla del 2 de abril de 2008 de la transportadora de valores  

"TransVal Ltda", figura que dicha transportadora entregó a la firma L&A  

Asociados Ltda. (contador) la suma de $148´020.000 en efectivo, sobre lo cual no 

 fue suministrada ninguna respuesta a Supersociedades. 

 - El Contrato de Cuentas en Participación que suscribió la compañía en 

 calidad de asociada oculta el 20 de noviembre de 2007 con la sociedad  

Inversiones Sánchez Rivera y Cía. S.A. (asociada gestora), por la suma de  

$22.000´000.000, el cual fue adicionado, según otrosí del 21 de diciembre de  

2007 en la suma de $47.000´000.000, no está registrado en la contabilidad.  

Tampoco se encontró evidencia del pago del impuesto de timbre del referido  

contrato.  

 - La cuenta del activo denominada Intangibles refleja un saldo de  

$1.000´000.000, el cual corresponde al anticipo que realizó la sociedad DMG  

Grupo Holding S.A. a Grupo DMG S.A. para el uso de la marca. Sin embargo no fue 

 presentado a Supersociedades el respectivo soporte (contrato) que permita establecer la  

razonabilidad de dicho saldo.  

 - La sociedad está incurriendo en gastos que no guardan relación de causalidad 

 con su objeto.  

 - Según balance general a 31 de diciembre de 2007, el total del activo asciende a  

la suma de $44.984´839.597, de los cuales $34.488´930.673 corresponde a anticipos. Así  

mismo, el total del pasivo asciende a la suma de $44.736´251.635, de los cuales  

$42.723´013.690 corresponden al pasivo con sus clientes por concepto de recaudos de  

dinero en efectivo. 

 -La sociedad, para el conocimiento del cliente, no tiene establecida una medida de  

control interno o política que le permita verificar la actividad económica del mismo y la  

procedencia de los recursos que éste entrega en efectivo a la compañía.  
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Todas estas inconsistencias dan cuenta del gran riesgo que representaba DMG Holding 

S.A. para la sociedad, es por ello que necesariamente se requiere analizar el rol del Revisor 

Fiscal que no detectó o denunció esta gama de irregularidades.  

7.4.3  El mayor riesgo, DMG era una pirámide. 

Otro riesgo que requería ser detectado a tiempo, era que DMG holding S.A. era una 

pirámide; esto hubiera evitado consecuencias muy graves para la sociedad; su población no 

debió haberlas asumido, sin embargo lo contrario pasó en la realidad, cuando tarde el Estado 

Colombiano advirtió que DMG se dedicaba a la captación ilegal de dinero, por lo tanto se vio 

compelido a declarar  estado Social de Emergencia, solo hasta ese momento advirtió el peligro 

que implicaba sus operaciones, estas atentaban contra el orden social y económico. 

¿Era acaso la contabilidad una herramienta efectiva de la cual disponía la Nación para 

hacer su labor supervisora?, Eduardo Sarmiento, decano de la Facultad de Economía de la 

Escuela Colombiana de Ingeniería, afirmó que “efectivamente el Gobierno “se enredó” en una 

discusión semántica de si eran o no pirámides, “cuando lo que debieron hacer fue evaluar sus 

balances y declaraciones de renta y allí se hubieran dado cuenta de que los pasivos superaban el 

activo y había un riesgo”. (Ley 599, 2000. Art. 323), esa era la labor del Gobierno, detectar los 

riesgos, detectar a hasta qué punto DMG Holding S.A., tenía los recursos para poder responder 

ante las grandes obligaciones contraídas. 

 

7.4.4  El otro riesgo, el lavado de dinero. 

La Revisoría Fiscal, se creó para coadyuvar al Estado para la detección de riesgos, 

salvaguardar al mismo Estado del fraude y de los posibles delitos que podrían producirse en las 

organizaciones. 

Uno de estos delitos es el lavado de dinero, este es un delito tipificado de acuerdo al 

Código Penal Colombiano, en su Capítulo Quinto, Artículo 323 lo define así: 

 “El que adquiera, resguarde, invierta, transporte , almacene, conserve, custodie o 

administre bienes que tengan su origen mediato o inmediato en actividades de tráfico de 

migrantes, trata de personas, extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, 
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rebelión, tráfico de arma, tráfico de menores de edad, financiación del terrorismo y 

administración de recurso relacionados con actividades terroristas, tráfico de drogas tóxicas,  

estupefacientes o sustancias sicotrópicas, delitos contra el sistema financiero, delitos contra 

la administración pública o vinculados con el producto de delitos ejecutados bajo concierto 

para delinquir, o les dé a los bienes provenientes de dichas actividades apariencia de 

legalidad o los legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, origen, ubicación, 

destino, movimiento o derecho sobre tales bienes o realice cualquier otro acto para ocultar 

o encubrir su origen ilícito, incurrirá por esa sola conducta, en prisión de diez (10) a 

treinta (30) años y multa de seiscientos cincuenta (650) a cincuenta mil (50.000) salarios 

mínimos legales vigentes.”(Código Penal Colombiano, 2000, art 323)
  

 

Pero, ¿De quién es la responsabilidad de detectar este delito?, inicialmente se pensaría 

que la responsabilidad recae sobre la Fiscalía General de la Nación, debido a que es el órgano 

encargado de “investigar los delitos, calificar los procesos y acusar ante los jueces y tribunales 

competentes a los presuntos infractores de la ley penal ya sea de oficio o por denuncia” (Gerlein, 

Arias, Gaona, Ramos, y Polo, 2007, p 61) pero los procesos de investigación se quedan cortos, 

debido a que “la falta de capacitación en materia financiera, contable e informática de algunos 

jueces, fiscales e investigadores también está dificultando los rastreos e identificación de los 

responsables” (Gerlein, et al. 2007, p 69). 

La labor de la Fiscalía General de la Nación es investigar los delitos, pero su personal no 

es calificado para detectar riesgos financieros. Bajo este panorama es muy improbable que estos 

riesgos de lavado de activos se puedan detectar por medio de las investigaciones, se requiere de 

personal idóneo y capacitado con la experiencia y la pericia necesaria para detectar este tipo de 

riesgos. Se debe considerar que en Colombia proliferan problemáticas como el  Narcotráfico, 

Farc y diversos organismos al margen de la ley, que promueven actividades ilícitas; es por ello 

que se hace necesario crear mecanismos adecuados de control, que supervisen las actividades 

económicas de los individuos y de las empresas. 

No se puede ocultar la realidad, tal como lo expresó la docente Sandra Milena Barreño 

Dueñas (2009) Colombia ha sido uno de los países más afectados por esta actividad, ya que la 

normatividad y las medidas de control que se tienen, algunas veces son demasiado lentas y 

atrasadas comparadas con la velocidad y los mecanismos sofisticados que utilizan los lavadores 
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de dinero. Es la realidad estructural que tiene el país; la astucia de los estafadores en muchas 

ocasiones sobrepasa la labor de los investigadores y bajo esta perspectiva difícilmente el 

gobierno podrá controlar adecuadamente el desarrollo de estas actividades en la Nación. 

De este modo, se puede concluir que es necesario un organismo de control bien 

estructurado como la Revisoría Fiscal, ya que este a través de su conocimiento contable y su 

experiencia financiera cuenta con mayores herramientas para detectar el lavado de activos dentro 

de las organizaciones. Es así como la contabilidad es un medio de la Revisoría Fiscal, que puede 

servir como fundamento para generar un obstáculo que impida o paralice la corrupción y las 

actividades ilícitas 

En el caso DMG Holding S.A., que recaudaba dinero de manera ilegal y que además 

combinaba otras actividades ilícitas como el lavado de dinero, requería ser detectada e 

intervenida, pero la tarea investigativa del Estado a través de sus órganos de control fue tardía, 

como se logró establecer: 

El capital inicial de la firma DMG provino de frentes de la guerrilla de las Farc 

que delinquen en el Putumayo y del extraditado narcotraficante Juan Carlos Ramírez 

Abadía, más conocido como Chupeta. El dinero ilegal –producto de secuestros y del 

narcotráfico- ingresó o fue lavado inicialmente por la compañía Cambios y Capitales, que 

se creó DMG Holding. (Semana, 2007. Agosto 7).  

No fue la Revisoría Fiscal en este caso, quien como institución de control logro detectar 

estas irregularidades; estos hallazgos fueron posibles gracias a eventos subsecuentes que 

ayudaron a ratificar la verdad de las imputaciones, lo que fortaleció las investigaciones, ya que 

las  acusaciones cobraron fuerza  cuando  “la policía encuentra unos documentos producto del  

ataque al campamento de „Édgar Tovar‟, jefe del frente 48 de las Farc, el pasado 20 de enero 

2010 en la frontera con Ecuador y donde fue hallado su computador. En un correo, fechado el 30 

de noviembre del 2008, el secretariado le reclama por haber invertido plata de las Farc: “Metió 

15.000 dólares en DMG sin consultarle al Estado Mayor del Frente y menos aún al Comando 

del Bloque”. Y le piden explicación por las „inversiones‟ de 2006 y 2008.” (El Espectador, 2010. 

Febrero 24) 

Otro evento que confirmó este delito fue la incautación del “diario de Chupeta  incautado 

por las autoridades en el 2006, contiene listas escandalosas de supuestos pagos millonarios  a 
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políticos y miembros de la fuerza pública, así como de la mafia, pero misteriosamente hasta hoy, 

apenas empiezan las investigaciones sobre su comprometedor contenido, que incluye una carta 

que el narco vallecaucano consideraba su seguro de vida  y donde compromete  a decenas de 

personas con su negocio de narcotráfico.” (La F.M., 2012. Agosto 1). Entre estas estaba el 

reconocido David Murcia Guzman “quien aparece en un documento elaborado por „chupeta‟, al 

parecer autorizando pagos por 7 mil millones de pesos a varias personas: Luis Alzate Jiménez, 

Arcesio barrero Aguirre, Droguería Farmacentry calle 130, Leonardo Gómez Vergara, Juan 

Fernando Cediel,  Zulema Jattin, Amparo Guzmán, Santiago Herrera Fajardo, Álvaro Fino, 

Carlos Alfredo Suárez.” (La F.M., 2012. Agosto 1)  

Todos estos hechos ratifican la necesidad de un mecanismo eficiente de control, que 

durante los procesos que llevan a cabo las organizaciones detecten, vigilen y  denuncien las 

irregularidades, que hagan uso de la pericia profesional que poseen  los profesionales de 

Contaduría Pública que se dedican al ejercicio de la Revisoría Fiscal. 

7.4.5 DMG, un riesgo inminente. 

Niklas Luhmann (2006) definió el riesgo como el “Umbral de la catástrofe”, esta palabra 

catástrofe, es asertiva, ya que nos permite hacer una analogía con lo que ocurre con los desastres 

naturales. El hombre ha creado mecanismos que le permiten medir de alguna manera el nivel de 

riesgo de una catástrofe natural, usando las señales de alerta que proporciona la naturaleza; en las 

playas por ejemplo, se anclan banderas de distintos colores en la arena, para que la gente pueda 

identificar el riesgo existente en el mar, esto permite que los bañistas eviten el peligro. Es así, 

que a través de estos mecanismos que se pueden evitar las catástrofes. 

De manera similar ocurre con los riesgos detectados por Auditores y Revisores Fiscales 

en las empresas u organizaciones, si se identifican correctamente, estos serán el punto de partida 

que permitirá dar señales de alerta, de esta manera los agentes podrán evitar una catástrofe pero 

esta vez, económica. 

En el transcurso de este capítulo se han identificado los riesgos que existieron en DMG 

Holding S.A., todos ellos detectables, estos pudieron ser las señales de alerta. Existió un extenso 

listado de prácticas contables incorrectas o  procesos administrativos inadecuados que no daban 

cuenta del  origen de los dineros de los inversores. Con la seriedad que implicaba el hecho de 

que grandes cantidades de dinero eran invertidas por una misma persona, o por otro lado, que las 
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cifras de sus estados financieros revelaran que en un eventual retiro de las inversiones, no 

contaban con los recursos suficientes para soportar sus obligaciones. Todas estas situaciones 

daban voces de alerta de las catástrofes que se avecinaban para cada uno de los agentes que 

tuvieran relación con DMG Holding S.A. 

 

7.5 ¿Qué hizo que DMG decayera? 

Muchas fueron los sucesos que contribuyeron a que DMG Holding S.A., llegará a su fin; 

acontecimientos aislados condujeron a que esta organización se debilitara. No fue a través de la 

labor del Contador público que tenía el deber de dar Fe pública de la realidad económica de la 

empresa, ni el Revisor Fiscal que tenía el deber de informar al Estado de las irregularidades, 

fueron los eventos aislados que permitieron debilitar esta organización delictiva. 

La misma gente se dio cuenta del engaño que representaba DMG Holding S.A., al 

percatarse de “los altos intereses que le ofrecía el Grupo DMG a sus accionistas (hasta el 50 por 

ciento en algunas partes del país) esto, atrajo la atención de varias personas que le escribieron 

cartas a los investigadores de la Superintendencia Financiera. La Superintendencia financiera 

intentó revisar la contabilidad de DMG, pero los abogados del Grupo se negaron a mostrarla 

diciendo que ellos no estaban sujetos a su vigilancia.”
 
(Medina, 2011. Marzo 15), fue en Mayo 

de 2006, que la Superintendencia financiera realizó la primera visita a DMG Holding S.A., y 

“hasta ese momento no se pudieron establecer los supuestos de la captación masiva de dineros, 

debido a que ni en los registros contables disponibles, ni en la documentación suministrada se 

evidenciaba pasivo para con el público y tampoco se pudo conocer cuál era la verdadera 

actividad a la que se dedicaba la compañía.” (Presidencia de la República, 2006. Mayo) sin 

embargo, a pesar de esto para muchos ciudadanos era más que evidente el riesgo que 

representaba DMG para la sociedad. En noviembre de 2006 por ejemplo el  “Representante a la 

Cámara por Putumayo, Guillermo Rivera, le pidió por escrito al entonces Fiscal Mario Iguarán 

que investigara las finanzas de DMG, pero no obtuvo respuesta y terminó por ganarse de 

enemigos a todos los accionistas del Grupo que no querían que les desmontaran el negocio.”
 

(Medina, 2011. Marzo 15), solo hasta finales del año 2006 la “Unidad de Inteligencia y Análisis 

Financiero del Ministerio de Hacienda, UIAF, investigó una cuenta abierta por el Body Channel 

en septiembre del mismo año y descubrió que superaba el límite de operaciones de las empresas 

http://www.cambio.com.co/paiscambio/710/3424193-pag-2_3.html
http://www.lasillavacia.com/perfilquien/19373/guillermo-rivera
http://www.semana.com/noticias-nacion/dijo/117997.aspx
http://www.cambio.com.co/paiscambio/710/3424193-pag-2_3.htm
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recién creadas. Gracias a este reporte de la UIAF, la Fiscalía comenzó a investigar las finanzas 

del Grupo DMG.”
 
(Medina, 2011. Marzo 15).  

La tarea investigativa de la fiscalía fue tardía, por su parte la Superintendencia Financiera 

en Noviembre de 2006 realiza la segunda visita a DMG, donde: 

“se estableció  que la sociedad Grupo DMG realizaba, entre otras actividades, la 

compra y venta de mercancías a través de las denominadas “Tarjetas Prepago DMG”. Así 

mismo, dejó constancia la comisión de la visita que la sociedad no le suministró toda la 

información financiera y contable requerida, pues se limitó a entregar los mismos estados 

financieros a 31 de diciembre de 2005, los cuales ya habían sido observados en la visita 

anterior, argumentando que su contabilidad no estaba al día. De igual manera,  la 

Superintendencia Financiera remitió a la Fiscalía General de la Nación información 

recaudada que podría sugerir que DMG estaba ejerciendo la actividad de captación de 

dineros del público sin la debida autorización.”
 
(Presidencia de la República, 2006. 

Noviembre). 

 

Hasta ese momento ningún organismo de control o ente investigador del Estado había 

informado a los agentes de los riesgos que implicaban las operaciones de DMG, solo se 

“publicó en diciembre de 2006 avisos en periódicos de circulación nacional advirtiendo sobre 

DMG y las sanciones a la captación no autorizada de dinero.” (Presidencia de la República, 

2006. Diciembre), solo hasta ese momento  la Superintendencia Financiera considero necesario 

proteger a los ahorradores. 

Por su parte la, revista Cambio “publicó, el 2 de febrero de 2007, un artículo llamado 

“Negocio bajo sospecha”, en el que resumía las irregularidades en las operaciones de DMG y las 

indagaciones que ya estaban adelantando la UIAF y la Superfinanciera.”
 
(Medina, 2011. Marzo 

15) 

De esta manera la Superintendecia Financiera prosiguió con la tercera visita que, incluyó 

la oficina principal y otras sedes. Se estableció el detalle de los pasivos por ingresos recibidos 

por anticipado, correspondientes a la venta de tarjetas prepago, y que su consumo de bienes y 

servicios era mínimo. Sin embargo, no se pudo determinar con claridad que el remanente se 

estuviera devolviendo en dinero en efectivo. Por tal razón, en esta ocasión tampoco se logró 

http://www.cambio.com.co/paiscambio/710/3424193-pag-3_3.html
http://www.cambio.com.co/archivo/documento/CMS-3424193
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probar todos los supuestos normativos de la captación masiva de dineros. (Presidencia de la 

República, 2007. Mayo - Junio). 

 

Mientras que los órganos de control e investigación proseguían con sus operaciones 

investigativas el “19 de agosto de 2007 fueron hallados 6.509 millones de pesos (aprox. USD 

3.250.000), empacados y escondidos en cajas con sellos falsos del Plan Colombia, en La 

Hormiga, Putumayo. Se creía que estos dineros eran de las FARC”
 
(Fraudes Contables, 2011. 

Mayo 16) mientras estos acontecimientos pasaban, el negocio piramidal seguía creciendo, 

además hasta ese momento DRFE (“Dinero Rápido, Fácil y Efectivo”, otra captadora ilegal de 

dinero) no estaba en la mira de los investigadores a pesar que “pasó de dos oficinas creadas en 

noviembre de 2007 a 74 en casi todo el país. Proyecciones DRFE llegó a contar con 399.202 

depositantes con captaciones estimadas hasta en unos 4 billones de pesos.” (El Tiempo, 2009. 

Mayo 20) pero todo esto implicaba consecuencias graves para los agentes involucrados con estas 

estructuras económicas ilegales. Muchas personas fueron perjudicadas , y  de acuerdo a los datos 

revelados: 

 “La captación ilegal semanal de DMG era de 10.000 millones; 100 

semanas contadas desde la primera visita de la Superintendencia financiera hasta el 

momento de la intervención del gobierno, arrojaría que 1,5 billones de pesos se hubieran 

podido salvar si se hubiese actuado, o un billón de pesos en DRFE que tenía 200.000 

personas con un aporte promedio de 5 millones. Con el cálculo de las demás pirámides se 

puede estar hablando entre 2,5 y 3,5 billones de pesos, perdidos.  Pero seguramente el 

roto es aún mayor, y en la escala regional - Nariño, Putumayo, Cauca- la profundidad de 

la bancarrota es insondable”
 
(López, 2008. Noviembre 28),  

y a pesar de todo ello hasta  el  día 22 de Septiembre de 2007 en que el Gobierno 

Nacional expidió “la resolución No 1634, mediante la cual ordena al Grupo DMG Holding S.A., 

la suspensión inmediata de sus operaciones y la devolución de la totalidad de los dineros 

recibidos”
 
(Presidencia de la República, 2007. Septiembre 12)  

Sin embargo, aun así DMG seguía operando, recaudando dinero, estafando. Las 

investigaciones que fueron llevadas a cabo por el Gobierno hasta ese momento, lo único que 

hicieron fue el trabajo más complejo para DMG, ya que les fue más difícil sostener la fachada de 
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legalidad. Fue por eso que DMG y sus funcionarios hicieron uso de diferentes medios, para 

sostener su negocio delictivo. 
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7.6 La nueva tarea, sostener el negocio  

Era más que evidente, se requería de apoyo ¿cómo sostener un negocio que está basado 

en la ilegalidad? ya estaba empezando a conocerse por el público en general que captaba 

ilegalmente dineros sin tener el permiso de la Superintendencia Financiera, se estaban dando 

voces de alerta. 

Es por esto que se requería que se volviera un negocio legal, pero ¿Cómo hacerlo?, se 

necesitaba de ayuda externa, una de ellas fue gestionar un  pago por $760.000.000 millones de 

pesos para tramitar un Lobby
2
 en el Congreso de la Republica. A través de su abogado Abelardo 

de la Espriella, de acuerdo a las interceptaciones telefónicas, este pago se autorizó (El Tiempo, 

2008) también se necesitaba de otra ayuda externa para ayudar en los procesos que estaban 

entorpeciendo la buena marcha de los negocios de DMG, todo ello se logró evidenciar a través 

de interceptaciones telefónicas que dieron cuenta de las conversaciones entre Daniel Angel 

directivo DMG con el General Miguel Maza Marquez, Exdirector del DAS, donde se negociaron 

para él   $300.000.000 millones de pesos como honorarios, mas $210.000.000 para dos abogados 

por el periodo de tres meses, también por concepto de honorarios (El Tiempo, 2008). Estos eran 

dos abogados prestantes de la fiscalía que tenían acceso a los fiscales que manejaban casos de 

DMG (Canal UNO, 2009). 

Pero su nómina no termino allí, también incluyeron la asesoría de dos ex directores de la 

DIAN, entre ellos Carlos Espinoza y Guillermo Fino; de este último se recibieron asesorías en 

aspectos contables como manejo de la facturación en DMG Holding S.A., y hasta tomar 

decisiones de pagar servidores para evitar la intervención de la DIAN en varios puntos DMG,  tal 

como se revela en una interceptación (El Tiempo, 2008). 

 

7.7 El verdadero Colapso, el derrumbe del gran negocio 

El soporte de este tipo de negocio es la confianza, si no existe, no hay negocio. Al 

reducirse la confianza pública no hay nueva inversión, y si el poco dinero que existe es retirado o 

gastado, el negocio se acaba. Allí llega el colapso real de la pirámide, no hay forma de 

responderles a los clientes, esto fue lo que le paso a DMG (El Tiempo, 2008). Sin embargo, su 

verdadera caída ocurre cuando el Gobierno Nacional expide  3 decretos para su cierre. 

                                                           
2 Lobby o Cabildeo en el congreso es cortejar a los congresistas, es ofrecer prebendas a los congresistas, gestionar apoyo, mover 
influencias, o defender un interés determinado en el congreso. 
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7.7.1  Decretos que pusieron fin a más riesgos innecesarios 

7.7.1.1 Decreto 4333 de noviembre de 2008 

El Estado de Emergencia social se convirtió en un instrumento en las manos del Gobierno 

Nacional de turno como medida última y de manera tardía a los problemas económicos y 

sociales,  cuando sus consecuencias ya eran notorias e inevitables y  cuando ya se permitió que 

existieran situaciones que “perturben o amenacen perturbar de forma grave e inminente el orden 

económico y ecológico del país que constituyan grave calamidad pública”
 
(Decreto 4333, estado 

de emergencia social, 2008). 

El mismo Gobierno Nacional en cabeza del Presidente Alvaro Uribe Velez, reconoció 

que las actividades llevadas a cabo por DMG constituían un alto riesgo para la sociedad, tal 

como se expresó en el decreto: 

 “Que tales actividades llevan implícito un grave riesgo y amenaza para los recursos 

entregados por el público, toda vez que no están sujetas a ningún régimen prudencial y carecen 

de las garantías y seguridades que ofrece el sector financiero autorizado por el Estado; Que con 

dichas modalidades de operación, se generan falsas expectativas en el público en general, toda 

vez que no existen negocios lícitos cuya viabilidad financiera pueda soportar de manera real y 

permanentes estos beneficios o rendimientos, y en tal sentido los niveles de riesgo asumido están 

por fuera de toda razonabilidad financiera”
 
(Decreto 4333, estado de emergencia social, 2008).  

 

7.7.1.2 Decreto 4334 de noviembre de 2008 

Este decreto forma parte de la secuencia de decretos que el Gobierno Nacional expidió 

para el cierre definitivo de DMG Holding S.A., este decreto expresa  las medidas concretas de  

intervención plasmadas en papel, a través de ellas se pretendía dar fin al fenómeno piramidal que 

en su momento se estaba presentando en Colombia, a continuación se mostrará algunas de las 

medidas adoptadas: 

 “La toma de posesión para devolver de manera ordenada, las sumas de dinero 

aprehendidas o recuperadas. 

 Devolución de bienes a terceros, no vinculados a la actividad no autorizada. 
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 La suspensión inmediata de las actividades en cuestión, bajo apremio de multas 

sucesivas. Medida que se publicará en diario de amplia circulación indicando que se trata 

de una actividad no autorizada. 

 Disolución y liquidación judicial de la persona jurídica 

 Liquidación de la actividad no autorizada  

 Se autoriza a los comandantes de policía en los lugares donde se realicen las 

actividades no autorizadas, la colocación de sellos, los cambios de guarda y demás 

medidas precautelarías para proteger los derechos a terceros y para preservar la confianza 

del público en general. 

 Toma de posesión de los bienes, haberes y negocios de la persona natural y 

jurídica. 

 Se nombra un agente interventor quien tendrá a su cargo la representación legal, la 

administración de bienes de la persona intervenida y la realización de actos derivados de 

la intervención. 

 Remoción de administradores y revisor fiscal. 

 Inmediata guarda de los bienes, libros y papeles de la persona natural o jurídica 

intervenida. 

 Congelación de activos y cualquier tipo de título en instituciones financieras. 

 Aviso que informe de la medida de intervención y el agente interventor y el lugar 

donde los reclamantes deberán presentar sus solicitudes, y los plazos para ello. 

 Exigibilidad inmediata de todos los créditos a favor de la persona intervenida. 

 La prohibición de iniciar o continuar procesos o actuación alguna contra la 

intervenida sin que se notifique personalmente al agente interventor. 

 Poner fin a cualquier clase de contratos existentes en el momento de la toma de 

posesión. 

 Devolución de dineros”
 
(Decreto 4334, 2008) 

 

7.7.1.3 Decreto 4335 de noviembre de 2008 

A través de este decreto se asignan funciones a los Alcaldes y  Gobernadores para hacer 

efectivo el Decreto 4333 de Noviembre de 2008. También se le dota de facultades y obligaciones 

a las autoridades de policía para tener la actividad de recaudo no autorizado de dinero del 
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público, así mismo el Alcalde Distrital o Municipal deberá ordenar el cierre del establecimiento 

de comercio o local donde se desarrollen estas actividades e informar en cuanto al recaudo de 

dineros que se vienen presentando en sus municipios o localidades. 

Las medidas tomadas por el Gobierno fueron insuficientes, debido a que el Estado 

Colombiano actuó de manera tardía, su falta de atención, de seguimiento, en conclusión, de 

control en las operaciones financieras y comerciales hubiera evitado un caos como lo ocurrido en 

su momento con DMG., parte de esa labor de supervisora estaba en cabeza del Revisor Fiscal 

quien debía detectar los riesgos y  advertir de peligros económicos y financieros. 

  

7.8 DMG y el papel del revisor fiscal 

 

7.8.1 El papel de la revisoría fiscal en el caso DMG. 

El Revisor Fiscal, ente encargado ante el Estado de fiscalizar, controlar e informar todas 

las actividades irregulares en las empresas, tenía el deber de revelar ante el Gobierno y haber 

contribuido a la prevención de la catástrofe, pero en el caso DMG Holding S.A., no fue posible, 

fue por ello que en… 

“ …el Juzgado Octavo Penal Especializado de Bogotá se condenó a 54 meses de 

prisión y a pagar una multa de $936 millones, al Revisor Fiscal de la desaparecida 

pirámide DMG, Ramiro Cruz Cabezas, por los delitos de lavado de activos y concierto  

para delinquir… El funcionario judicial explicó que esta persona tuvo conocimiento de 

las actividades que realizaba la captadora de dinero. Las investigaciones establecieron 

que Cruz Cabezas contribuyó a maquillar los estados financieros de las firmas, de las que 

hacían falsos informes dando visos de legalidad de las acciones del holding, para ocultar 

y entorpecer la acción de los organismos de control. Igualmente, el Juzgado explicó que 

con su actividad delictiva se ocasionó detrimento patrimonial al Estado y a un número 

considerable de ciudadanos que fueron engañados con estrategias y artimañas. En la 

providencia se le negó la solicitud de sustitución de la pena en establecimiento carcelario 

por la domiciliaria, ya que según argumentó no se cumplieron con los requisitos mínimos 

legales.  Según el ente acusador, desde el 2005, cuando comenzaron las funciones de la 

firma DMG, Cruz Cabezas participó de manera activa en el montaje y el funcionamiento 
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de más de 10 empresas ficticias por medio de las se produjo la captación masiva de 

dineros en Colombia, Panamá y otros países” 
 
(La República, 2013. Noviembre15). 

 

Los resultados hablan de la gestión de los funcionarios, y las actividades ilícitas e 

inadecuadas encubiertas por el revisor fiscal en el caso DMG eran muchas:  doble contabilidad, 

procesos contables inadecuados, falta de seguimiento al dinero invertido por los clientes, 

contabilidad atrasada, por solo nombrar algunos, todos estos aspectos hubieran sido suficientes 

para que un revisor fiscal, no solo advirtiera a la entidad de dichas falencias, sino que además 

advirtiera a la entidades de control estatales, del riesgo que implicaba DMG para la sociedad. 

 

Para poder evaluar la labor de un Revisor Fiscal se deben considerar las siguientes 

variables como causa de su ineficacia: 

 Falta de experiencia y capacitación que le impiden cumplir cabalmente con sus 

responsabilidades. 

 Negligencia en su accionar, por voluntad propia decide no hacer su trabajo.  

 Omite involuntariamente aspectos importantes a considerar en su labor   

 Viola las normatividades, con o sin conocimiento de las mismas. 

 Se vence ante las tentaciones de la corrupción. 

Si esta última fuera la causa de la ineficiencia en su labor, necesariamente se tendría que 

descartar todas las demás, porque cuando existe corrupción hay una voluntad implícita en el 

funcionario de no realizar adecuadamente sus responsabilidades, es decir el Revisor fiscal, no 

será imparcial ni objetivo. 

La corrupción que tiene alguna relación con información contable, necesariamente 

involucrará la participación de diferentes funcionarios, no solo es el revisor fiscal, se requiere la 

complicidad del contador, de auxiliares contables, administradores, secretarias y otros empleados 

que tengan conocimiento de estas prácticas, si no denuncian sería posible que fueran  cómplices. 

El caso de DMG fue particular, su contador Edilberto Casas Cortes,  “en menos de un 

año, había pasado de ser el modesto profesor de sistemas del Gimnasio Marroquín Campestre de 

Bogotá -con un salario de 550 mil pesos- a un alto ejecutivo vinculado a DMG con un sueldo de 

8 millones, dos choferes (Alonso y Elkin), escolta armado y tres carros, entre ellos una Gran 
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Cherokee. El repentino cambio de vida de Santana, de apenas 36 años y ocho semestres de 

contaduría, se debió a que DMG lo convirtió en su revisor fiscal y contador en la sombra.”(El 

Tiempo, 2008. Diciembre 13). 

Pero este contador, no actuaba solo: 

“El contacto del hábil Santana con David Murcia era Ramiro Cruz Cabezas, 

Revisor Fiscal de DMG, quien le entregó toda la información de 160 empresas de la 

organización. 

Santana y Alberto Buelvas empezaron a manejar la contabilidad de esas firmas -

incluida la de Body Channel, el Gran Trigal, Productos Naturales DMG, 

Comercializadora Virtual, Factory Models, DMG Fashion y DMG grupo holding- desde 

el primer bimestre de este año. 

A través de tres empresas (Soluciones Técnicas, RMA Solutions y Grafi 11 

Editores) Santana contrató a 700 digitadores y auxiliares contables para que levantaran la 

información de los 'inversionistas' con tarjetas prepago de todo el país e incluso de los 

proveedores. 

"A las tres empresas de Santana llegaba toda la información de La Hormiga, 

Pasto, Cúcuta, Mocoa, Puerto Asís, Villavicencio, Popayán, Tunja... Nosotros la 

levantábamos en computadores y luego destruíamos los papeles en trituradoras", recuerda 

un ex trabajador de RMA. 

Para apoyar la monumental labor contable, Santana y Buelvas contrataron once 

empresas outsourcing. En una oficina en el norte de Bogotá recibían información sobre 

impuestos, auditoría contable y facturación del holding que Santana y su equipo 

revisaban antes de entregarla a la Dian. Lograron cuadrar las cosas para que el grupo 

apareciera con ingresos operacionales por 72 mil millones de pesos, activos por 32 mil 

millones y utilidades por 38 mil millones de pesos. Pero los ingresos eran por más del 

triple", dice una persona cercana a Santana. Eso les valió un viaje de felicitaciones a 

Panamá en donde fueron recibidos por Efraín Duque, quien semanas atrás le había 

heredado a Santana su cargo de jefe internacional de tarjetas, en una reunión en el Hotel 

Dann de la 114 con 15, norte de Bogotá.” (El Tiempo, 2008. Diciembre 13). 
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Todos estos hechos daban cuenta de la verdadera razón que se escondía detrás de la 

ineficiencia de no solo el Revisor Fiscal, daba cuenta de la motivación que tenían varios de los 

funcionarios involucrados para colaborar estos hechos delictivos. 

Uno de los funcionarios que conocía de estos hechos expresó: 

“Nos citaron en locales de Unicentro y de Plaza de las Américas para hacernos 

firmar un papel despidiéndonos. A algunos nos quedaron debiendo hasta tres quincenas y 

solo nos dieron una constancia laboral, dice uno de ellos. Y añade que si las autoridades 

dan con las bodegas en donde Santana esconde la información procesada, podrán ubicar 

la verdadera contabilidad del conglomerado empresarial de David Murcia.” (El Tiempo, 

2008. Diciembre 13) 

Pero el contador no fue judicializado por estos hechos, al parecer porque “no aparece en 

el mapa del entramado financiero de DMG, que tienen las autoridades, debido a su habilidad 

para borrar rastros documentales sobre sus actividades.”
 
(El Tiempo, 2008. Diciembre 14) 

La revisoría fiscal es definida como un órgano de control, sin embargo en algunas 

situaciones podría definirse  como lo afirmaría Laura Janneth Bejarano Díaz un “Cómplice 

Empresarial”
 
(Bejarano, 2013, p 6) que sirve a los intereses de las sociedades económicas, 

afectando su imparcialidad.  

Es importante destacar que muchos profesionales en el ejercicio de la contaduría fueron 

implicados en las investigaciones, debido a las numerosas empresas que llego a operar este 

emporio económico “según la Fiscalía, varios de los capturados son contadores y revisores 

fiscales que dieron visos de legalidad a la salida de millonarios recursos de DMG a empresas y 

cuentas de sus socios en México, Venezuela, Ecuador, Canadá, Panamá y Bélgica…crearon 

empresas fachada y falsificaron las cuentas.” (El Tiempo, 2012. Diciembre 9) 
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7.8.2 ¿En que fallaron los contadores públicos en el ejercicio de la Revisoría Fiscal 

en el caso DMG? 

Para dar respuesta a esta pregunta, se requiere saber cuál es el deber del Revisor Fiscal, 

dentro del contexto moral, el diccionario de la Real Academia Española define deber así:   

“1. tr. Estar obligado a algo por la ley divina, natural o positiva. U. t. c. prnl. Deberse a la 

patria.  

2. tr. Tener obligación de corresponder a alguien en lo moral. 

3. tr. Cumplir obligaciones nacidas de respeto, gratitud u otros motivos.”(RAE, 2015) 

El revisor fiscal en el ejercicio de sus labores tiene muchos encargos, pero existe uno que 

regula, de manera invisible la correcta ejecución de todas sus actividades, este es el deber moral,  

el Revisor Fiscal siempre tendrá deber moral de conciliar los intereses de los distintos agentes, 

para ello debe cumplir su labor de manera eficaz y transparente. 

La siguiente gráfica ilustra los agentes que se benefician de las  actuaciones del Revisor 

Fiscal: 

 

 

Figura 1 La función armonizadora de la revisoría fiscal 

Fuente. Plata  (2008, p. 11) 
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La realidad de los hechos observados en el caso DMG, testifican  que al Revisor Fiscal 

posee limitantes en atender su deber social con todos los agentes interesados en su labor, pues en 

muchas ocasiones sus decisiones pueden ser tomadas por intereses personales. Estas decisiones 

pueden ser contrarias a la honestidad, la transparencia en su ejercicio, esto estará en contravía de 

la ética profesional, trayendo consecuencias desastrosas para toda la sociedad, lo cual ha sido 

ilustrado con el caso de DMG,  que ha podido generar un grado de desconfianza o incredulidad 

hacia la ética del revisor fiscal y por ende de la profesión contable, como fundamento de su deber 

social, sin embargo, es difícil medir el grado de moralidad de cada uno, sus propios preconceptos 

de la vida, sus propios estándares morales, cada cual tomará la decisión de seguir o no las 

normas. Ningún agente de control estatal tendría el alcance suficiente para controlar totalmente 

estas variables de manera efectiva, más aún cuando en muchos casos los mismos Revisores 

Fiscales se encuentran en el dilema ético de que intereses beneficiar. Los contadores públicos en 

el ejercicio de la revisoría fiscal en el caso DMG, fallaron en su falta de ética profesional, no 

actuaron con deber moral firme, que los motivará a actuar conforme a la ley, de esta manera 

fácilmente beneficiaron los intereses de los socios, en detrimento de todos los involucrados. 

Con el siguiente cuadro, se sintetiza lo expuesto en este capítulo, relacionando los 

aspectos más relevantes de lo acontecido con la captadora ilegal DMG y los organismos 

responsables de su vigilancia. 
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Figura 2 La función armonizadora de la revisoría fiscal 

Fuente. Elaboración propia 
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Capítulo II 

8. Análisis de la institución de La Revisoría Fiscal 

El análisis de la problemática DMG, reclaman una investigación de lo que ha sido, es y 

representa la institución de la Revisoría Fiscal.  Para el desarrollo de este capítulo se hará una 

reseña histórica de su significado como institución de control, y un análisis de su actual 

estructura legal como elemento indispensable para comprender por qué como institución no logra 

alcanzar el objetivo de salvaguardar los intereses de los diferentes agentes por medio del control, 

además se indagara el papel de otras entidades Estatales que tienen el deber de respaldar su 

labor. En el caso DMG se observó que las actuaciones del Revisor Fiscal distaron de acercarse a 

los propósitos de esta institución, amparado de un control ineficiente por parte de las entidades 

Estatales, cuyo deber es el de salvaguardar el interés común. Estos sucesos conllevan plantear el 

interrogante, ¿En qué falla la institución de la Revisoría Fiscal que la aleja de cumplir sus 

objetivos?  

8.1 Evolución y definición de la Revisoría Fiscal en Colombia 

 

8.1.1 Breve reseña de la revisoría fiscal. 

La revisoría fiscal en Colombia, mucho antes de legislarse por medio de la Ley 58 de 

1931 y posteriormente la Ley 73 de 1935, ya se encontraba legitimada como una de las prácticas 

de fiscalización y control en nuestra cultura, esto debido a la necesidad de controlar la cual se 

evidencia desde la época de la colonia, en donde las compañías empieza a aparecer la 

“Autovigilancia” por parte de aquellas personas interesadas en el buen funcionamiento de los 

entes contables. (Gómez, 2007, p 3). 

La revisoría fiscal a raíz de sus funciones encaminadas al control de los bienes del 

poseedor, ha tenido otras denominaciones tales como comisario fiscal, interventor, inspector, 

comisario, revisor, hasta establecer su nombre actual; primero en la Empresa Colombiana de 

Seguros “Colseguros” denominación generalizada posteriormente, siendo reconocida en el texto 

legal por la ley 58 de 1931. (C.T.C.P., 2008, p 6). 

La figura de la Revisoría Fiscal ha evolucionado con el tiempo, conforme a las 

actividades encomendadas y dictaminadas por las necesidades en ámbitos empresariales, 
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sociales, estatales y del interés general; de tal manera que aun cuando no se había dado una 

definición mediante las leyes anteriormente mencionadas, ya que éstas solo se centraron en la 

vigilancia que debía ejercer el revisor fiscal en las sociedades anónimas; ya se tenía una noción 

previa e implícita de la revisoría fiscal en ese entonces. Sin embargo las nuevas necesidades de 

los agentes y los  nuevos intereses de otros agentes, hacen que se pase de una definición a otra, 

es decir, que se conciba la Revisoría Fiscal desde un punto de vista distinto, dándole títulos 

como: órgano, institución, agente, entre otros, teniendo en cuenta que ha asumido un proceso de 

evolución continuo hasta llegar al punto donde la encontramos hoy (Gómez, 2007). 

En sus orígenes, esta práctica de fiscalización se orientó a la protección de los intereses 

de los propietarios frente a la administración de manera permanente, diferenciándose así de la 

auditoría. Más adelante, en el año de 1920 a 1930, se incrementaba la inversión extranjera directa 

e indirecta producida por la misión Kemmerer y con ella la necesidad del Estado de controlar sus 

obligaciones fiscales y las actividades comerciales, en búsqueda de la protección del país y de los 

intereses estatales, de esta forma se crea la Revisoría Fiscal por medio de Ley 58 de 1931 sin que 

hasta ese momento se haya construido una definición conceptual oficial en Colombia. (Gómez, 

2007) 

Es así, como el deber de controlar la riqueza de la Nación y de una persona mediante la 

vigilancia, fiscalización e inspección de los procesos de producción y conservación de dicha 

riqueza, impera el surgimiento de la Revisoría Fiscal como respuesta a esta necesidad social de 

salvaguardar lo público, es por esto que mediante la legislación colombiana se le otorgó a la 

Contaduría Pública esta función esencial de controlar, para ser ejercida a través de la Revisoría 

Fiscal como una de las formas o herramientas más especializadas de los campos de invención 

que se adjudicaron a la contaduría (Marulanda, 2006). 

De allí que la Revisoría Fiscal es  una institución que ejerce el control y que da fe 

pública; esto quiere decir, que su atestación y firma hará presumir legalmente, salvo prueba en 

contrario, que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, lo mismo que los estatutarios; 

esto es para el país una figura de vital importancia en la prevención del fraude y la corrupción 

dentro de las organizaciones, siendo esta ejercida de manera eficaz y honesta, da garantía de la 

protección y preservación del interés común, lo cual conlleva a la confianza de los inversionistas 

o propietarios con respecto a la situación económica y legal de sus empresas, al igual que los 
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demás stakeholder o usuarios de la información contable y por ende al debido desarrollo y 

crecimiento empresarial y como fruto de ello, un equilibrio en la economía general del país. 

8.1.2  Concepto de Revisoría Fiscal 

Para lograr entender qué es la Revisoría Fiscal y destacar su importancia, es necesario 

abordar este tema desde el ámbito conceptual, y hacerlo desde este punto de vista implica 

reconocer que a través de los hechos históricos ha ido evolucionando así como también se han 

creado confusiones y críticas con respecto a lo que se cree que es, esto, debido a la falta de 

claridad tanto en el aspecto legal y en el práctico, el cual que ha motivado que tanto el 

empresario, el gobierno, las personas en general y hasta el mismo contador público, le resten el 

debido valor o utilidad de lo que es una herramienta de control, que ejercida plenamente y en las 

mejores condiciones garantizaría una mayor confianza pública.  

A la Revisoría Fiscal, se le han dado títulos que no la definen de un modo concreto, sino 

que van acorde con la percepción que se ha logrado tener a través de su ejercicio en las 

empresas, es como vemos que antiguamente se encontraba legitimada la figura como tal de la 

revisoría fiscal, bajo otros nombres como inspector, interventor, comisario, etc., esto hace notar 

que dichos nombres son dados especialmente a la persona que ejerce una labor de control, la cual 

se hacía en favor de los dueños de las empresas sobre los administradores de la misma. 

Luego de encontrarse legitimada la Revisoría Fiscal, ya desde 1800 esta se consideraba 

como una institución, según el artículo 562 del Código de Comercio Terrestre del Estado de 

Panamá. Del mismo modo, mediante la ley 73 de 1935 se incorpora en nuestra legislación la 

institución de Revisoría Fiscal; su trascendencia e importancia se reconoce muchos años después 

mediante el decreto 2373 de 1956, la ley 145 de 1960 y el decreto legislativo 410 de 1971, 

convirtiéndolo en órgano de fiscalización con vida propia, autonomía e independencia; es decir, 

con poder de fiscalización. (Gómez, 2007). 

Para entender la Revisoría Fiscal como una institución, es necesario aclarar que las 

instituciones son resultado de relaciones y construcciones sociales, por tanto no deben ser 

cosificadas, más bien deben entenderse como soluciones intangibles para los problemas surgidos 

de las interacciones y dinámicas sociales. Por lo tanto, primero con las necesidades de control, 

surgen unas iniciativas de vigilancia y fiscalización informales que se generalizaron. Luego 

desde el legislador como expresión del interés común surgen una serie de normas, la Ley 58 de 
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1937, la ley 73 de 1935 y posteriores que buscan instaurar la costumbre del control por 

fiscalización, materializada finalmente en la figura de la Revisoría Fiscal y encomendada al 

profesional contable. De ahí que la génesis de la Revisoría Fiscal se mire más allá de la simple 

disposición legal, y se asuma como un proceso en el que intervinieron elementos históricos, 

culturales y políticos. (Montoya y Rojas, 2011, p 4) 

De este modo, y en una época más reciente, la revisoría fiscal ha sido orientada no solo a 

través de las disposiciones legales, acerca de sus responsabilidades, funciones, etc., sino que 

también el Concejo Técnico de la Contaduría Pública, se ha encargado de publicar documentos 

en aras de dar claridad y forma a lo que corresponde la revisoría fiscal como una figura de 

fiscalización. Es así como en 1999 presenta la siguiente definición: 

La revisoría fiscal es un órgano de fiscalización que, en interés de la comunidad, 

bajo la dirección y responsabilidad del revisor fiscal y con sujeción a las normas de 

auditoría generalmente aceptadas, le corresponde dictaminar los estados financieros y 

revisar y evaluar sistemáticamente los componentes y elementos que integran el control 

interno, en forma oportuna e independiente en los términos que le señala la ley, los 

estatutos y los pronunciamientos profesionales. (CTCP, 1999). 

 

La anterior definición, fue sostenida hasta el 21 de junio del año 2008, cuando el mismo 

organismo realizó una precisión en el marco conceptual de la revisoría fiscal por medio de  su 

orientación profesional, ya que según lo justifica el CTCP, en dicho documento, fue necesario, 

debido a la falta de claridad con respecto a la figura de la revisoría fiscal, presentándose así 

diversidad de criterios y llegando a confundirla con una auditoría financiera, el control interno o 

la auditoría integral, según los casos. Debido a esto, el CTCP (2008), redefinió la figura de la 

revisoría fiscal de la siguiente forma: 

La Revisoría Fiscal es una institución de origen legal, de carácter profesional a la 

cual le corresponde por ministerio de la ley, bajo la responsabilidad de un profesional 

contable, con sujeción a las normas que le son propias, vigilar integralmente los entes 

económicos;  dando fe pública de sus actuaciones. 

 

Con el propósito de contribuir a la confianza pública, la Revisoría Fiscal se fundamenta 

en el interés público y en la necesidad que sus acciones brinden seguridad a quienes interactúan 
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con los entes económicos, en especial en lo concerniente con el cumplimiento de las 

disposiciones vigentes, la integridad, confiabilidad y pertinencia de la información suministrada, 

la diligencia de los administradores y, la eficiencia y eficacia de las operaciones realizadas. 

Por tanto, tiene la obligación de rendir cuentas ante las autoridades pertinentes y ante la 

asamblea, junta general de socios o máxima autoridad del ente económico, nunca ante el gerente 

o los administradores, pues estos, lejos de ser sus superiores, por el contrario, son sujetos pasivos 

de su vigilancia. 

Así las cosas, se puede definir también la Revisoría Fiscal, como una Interventoría 

Integral de carácter general, que con sujeción a la ley, examina el ente económico con sus 

operaciones, decisiones y contratos, para emitir un informe contentivo de su juicio profesional 

con base en la evidencia y los hallazgos encontrados.  En este orden de ideas, se puede afirmar 

que el Revisor Fiscal, dadas las connotaciones expuestas puede entenderse como un Fiscal 

Empresarial o un Interventor Integral con poder de sindicar conductas y comportamientos. 

En la nueva definición del CTCP, es abolido el término “órgano de fiscalización” con 

relación a la revisoría fiscal, para definirla formalmente como una “institución de origen legal” y 

en cuanto a su propósito la define como una “interventoría integral de carácter general” y que 

puede entenderse como un “Fiscal Empresarial o un Interventor Integral”. Esta precisión de 

términos se debe a que de acuerdo a la teoría organicista de Henry Fayol en 1916, el cual da una 

explicación biológica a las organizaciones, el término órgano no procede para el caso de la 

revisoría fiscal, puesto que la revisoría mantuvo desde sus orígenes, independencia con la 

administración de las entidades, incluso mucho antes de que naciera esta teoría, más exactamente 

en el siglo XIX, además de que tampoco forma parte de la estructura orgánica del ente, como lo 

es hoy en día el control interno, expresado por dicho autor, como órgano de seguridad y control. 

(CTCP, 2008, p 5). De esta manera se da a entender el carácter externo del control que ejerce el 

revisor fiscal, el cual es independiente del ente económico, es decir que no está configurado 

como una parte del organismo empresarial o dicho de otra manera no hace parte de los procesos 

ordinarios de la empresa, los cuales se encuentran bajo supervisión del gerente. 

Además en esta definición se da a conocer la integralidad en sus funciones, es decir que 

su alcance abarca todos los aspectos legales y óptimos en el desarrollo de las operaciones o 

hechos económicos, que el  ente que se encuentra bajo fiscalización debe acatar, para esto el 

revisor debe emitir un dictamen con base a las evidencias y los hallazgos, frutos de su labor y su 
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juicio profesional, los cuales deben ser denunciados ante las autoridades competentes, 

dependiendo del asunto o gravedad en que se incurra; aspecto que acarrea una gran 

responsabilidad en aras del bien común. 

8.1.3 El control de fiscalización y su relación con otros modelos de control 

Actualmente, son conocidos como modelos de control el modelo latino y el anglosajón, 

donde el primero se enfoca en la protección del bien común y el segundo en la protección del 

bien privado, a partir de este contraste, se define el alcance y las técnicas usadas para su 

ejecución como se mostrará más adelante. 

El control de fiscalización se encuentra definido actualmente por el CTCP, en la 

orientación profesional sobre la revisoría fiscal del 2008, de la siguiente forma: “un sistema 

compuesto por un conjunto de procesos, estructurados de manera lógica y organizada, por medio 

del cual se supervisa, inspecciona, vigila y constata la ejecución idónea y secuencial de los 

hechos económicos en todos sus ámbitos en un determinado ente, conforme a parámetros 

preestablecidos.” 

De esta manera, a partir de las prácticas y de las disposiciones legales sujetas a la 

Revisoría Fiscal, nace esta nueva estructura de control como el fin  que enmarca dicha 

institución, el cual tiene su origen en el modelo de control latino, que posee las siguientes 

características: 

Cobertura general del ente, “in situ”, en tiempo real y simultáneas con el 

desarrollo de las operaciones, es decir, mide las desviaciones y las analiza en el momento 

en que se llevan a cabo, examina los antecedentes y condiciones previas al nacimiento de 

los hechos económicos y en general, supervisa su desarrollo, al igual que sus resultados y 

consecuencias, pues tiene como fin superior, el evitar el daño por pequeño que este sea y 

en especial, proteger el interés general. (CTCP, 2008, p 7).  

 

Por lo tanto es a través de la necesidad del Estado de intervenir y regular el sector privado 

en particular de las organizaciones societarias con aportes de capital, esto, con el propósito de 

garantizar el buen manejo de los recursos económicos y la preservación del capital público y 

privado, y así como también, del bien común; esto como consecuencia de la legalidad de las 

operaciones de las entidades, es que él mismo, le da facultad al contador público de dar fe 
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pública sobre dichos asuntos, especialmente a través de la institución de la Revisoría Fiscal, 

llevando su ejercicio profesional de inspección a todas las áreas de los entes económicos.  

El control de fiscalización como modelo de control integral, inherente a la Revisoría 

Fiscal, exige al revisor en teoría, un alcance, intensidad y rigurosidad de trabajo mucho mayor al 

de una auditoría financiera, pues este deberá evaluar los hechos de la entidad en cuanto a su 

transparencia e idoneidad y la sujeción a las normas legales y contractuales, de manera tal, que se 

pueda prevenir de manera efectiva y casi que instantánea, diversos fenómenos como el fraude, la 

corrupción, estafa, entre otros; así como su oportuna divulgación o denuncia, haciendo no solo 

un examen a los estados financieros, sino que también trasciende a las actuaciones 

administrativas en cuanto a la eficiencia y eficacia en el manejo y cuidado de los recursos; 

entendiéndose estos como los bienes y valores encomendados a los administradores, es decir que 

se examina al ente como un todo, incluido su entorno o contexto. 

Como se expresó anteriormente el revisor fiscal, puede entenderse como un interventor 

integral, y esto es porque en el curso de su revisión, deberá utilizar la técnica de interventoría de 

cuentas, lo cual no se limita sólo a hacer un análisis de tipo financiero, sino que corresponde 

seguir la huella que representa una cuenta ya sea contable o documental y de todo el discurrir de 

una actividad económica a través de todo su ciclo operativo, esto, con el fin de comprobar la 

veracidad, la idoneidad, la legalidad, la eficiencia y la eficacia económica, su procedencia; en 

conclusión, la pulcritud en el manejo de las operaciones por parte de los administradores o el 

ente económico en general y lo adecuado de las mismas, generando un valor agregado sobre otro 

tipo de control, pues al ser preventivo, puede evitar pérdidas y neutralizar amenazas. 

A diferencia del modelo de control latino, que es asignado a la Revisoría Fiscal, el 

modelo de control anglosajón, tiene como características propias,  

“…el ejercer una acción posterior y selectiva sobre una base, muestra el tipo 

técnico, que se sustenta en la existencia de un sistema de verificación interna al ente, esto 

es, de control interno, mediante pruebas de cumplimiento que permiten disminuir los 

procedimientos sustantivos de revisión, pues el control anglosajón privilegia y 

fundamenta su existencia en la relación costo beneficio, es decir, se basa únicamente en la 

obtención de hallazgos de importancia material conforme a las políticas trazadas y al 

nivel del riesgo económico involucrado. Por ello generalmente no consulta la protección 
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de otros intereses diferentes, como por ejemplo los de la comunidad o el interés público.” 

(CTCP, 2008, p 8) 

 

El enfoque de control anglosajón se basa principalmente en la adopción de las Normas de 

Auditoría Generalmente Aceptadas (NAGA) y en el llamado “informe COSO”, a partir de los 

cuales se establecen ciertos parámetros metodológicos para operar el control en forma de 

revisión y evaluativa.  

Este enfoque de control, claramente se encuentra relacionado íntimamente con la 

auditoría financiera, es decir que contrasta perfectamente con el modelo de control adjudicado a 

la revisoría fiscal, pues sus propósitos distan en todo sentido, siendo uno de los aspectos más 

relevantes en el control anglosajón, la evaluación de la razonabilidad de las cifras contenidas en 

los estados financieros, lo cual indica una evaluación posterior a los hechos ocurridos; 

evaluación que es realizada por medio de la aplicación de técnicas de auditoría, de tal manera 

que finalmente el administrador es quien debe demostrar a los propietarios la razonabilidad de 

las cifras, entendiendo este término como algo aproximado a la realidad. Por lo tanto este modelo 

de control no es efectivo para la prevención de riesgos y detección oportuna de irregularidades 

como las de tipo fraudulentas. 

De esta manera se corrobora la efectividad del tipo de control que realiza el Revisor 

fiscal, y la necesidad de determinar porqué a pesar de contar con una estructura de control 

efectiva, no logra alcanzar los objetivos propuestos. Para lograrlo se hará un análisis de la 

condición actual de esta institución en materia normativa y las condiciones que requiere para ser 

efectiva en la práctica. 
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8.2 Condición actual de la Revisoría Fiscal en Colombia  

 

 

Figura 3 Normatividad de la Revisoría Fiscal en Colombia. 

Fuente. Elaboración propia 
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8.2.1 Estructura normativa de la Revisoría Fiscal en la actualidad. 

 Para describir en qué condición normativa actual se encuentra la Revisoría Fiscal en 

Colombia, basta compararla con un árbol, cuya raíz son  las  leyes o decretos que constituyen el 

fundamento de todas las demás normatividades; se consideran raíces para esta investigación, 

debido a que contienen  conceptos básicos funciones, obligaciones, responsabilidades, normas, 

además de algunos conceptos básicos de la figura, como su elección, nombramiento y remoción, 

entre otros. 

Las leyes, fuente o raíz son el apoyo normativo; son el soporte de otras leyes existentes 

que surgieron con el ánimo de proveer de la concreta aplicación de los diferentes conceptos 

referentes a la Revisoría Fiscal, son también las que hacen posible la  expansión de las normas; 

dichas normas emiten  nuevos conceptos y reglamentaciones aplicadas a  cada uno de los 

diferentes ámbitos, todas ellas convergiendo en un solo elemento; el concepto que hoy 

normativamente se conoce como “Revisoría Fiscal”. 

Para ilustrar más profundamente la condición que se encuentra de la Revisoría Fiscal en 

la actualidad, se expondrán comparativamente algunas de sus leyes, junto con un análisis crítico 

de los criterios esenciales de sus  planteamientos, que son manifiestos en su texto, todo ello 

contrastado con la realidad de la Revisoría Fiscal en la actualidad. 

La siguiente grafica ilustra los aspectos principales que se evaluaran en las normas, 

corresponden a la identificación de las principales falencias normativas, estas impiden que la 

Revisoría Fiscal sea  el mejor  y más completo modelo de control que beneficie el interés de toda 

la sociedad. 

Para una adecuada comprensión de los análisis planteados, se requiere que el lector, 

realice una revisión detallada de las normas expuestas en este capítulo. 
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Figura 4 Análisis normativo de la institución de la Revisoría Fiscal 

Fuente. Elaboración propia  
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8.2.2 Aspectos más importantes que consideran las normas 

8.2.2.1 Sociedades obligadas a tener revisor fiscal 

Tabla 1 Sociedades obligadas a tener revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración Propia 

Estos artículos declaran qué sociedades deben tener Revisor Fiscal, pero al observar 

detenidamente su contenido, se puede apreciar lo que podría parecer algo desapercibido o muy 

evidente, y es el hecho de que la norma de algún modo le está dando prioridad al control Fiscal 

que ejerce la Revisoría solo a entidades cuyo poder administrativo por lo general está en manos 

de personas distintas a los dueños o accionistas. Este distintivo en la aplicación del control fiscal,  

podría interpretarse como que existen ciertas limitantes para no ser aplicado este tipo de control 

en todas las entidades comerciales del país, a raíz de esto, surgen las siguientes hipótesis: 

 Las sociedades distintas a las descritas, carecen de recursos para pagar los honorarios de 

un Revisor Fiscal. 

 Tal vez por su tamaño no requieren de la atención minuciosa por parte del Estado, ya que 

sus impuestos no son un aporte significativo a los ingresos de la Nación y que por lo tanto no 

requieren un desgaste en su seguimiento. 

 Los riesgos detectados en este tipo de empresas no causan daños significativos a la 

sociedad. 
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Ante todas estas hipótesis, lo que si es cierto es que hoy existe un panorama de aplicación 

de la Revisoría Fiscal que es limitado, comparado con las modalidades de estafa que pueden 

llegar florecer; al no ser detectadas a tiempo podrían causar daños económicos desastrosos para 

un país, como lo fue el caso de DMG desde sus orígenes, por lo tanto es necesario un modelo de 

control que sea incluyente, no solo para que no se permita el desarrollo de actividades 

fraudulentas desde sus inicios, sino también para que el Estado pueda acceder a más recursos a 

través del correcto seguimiento de las actividades económicas, permitiendo el acertado cálculo 

de impuestos ya existentes y que así pueda desistir  de crear más tributos, y solución a los 

problemas de recaudo. Por otra parte, la tarea del Estado es garantizar el bienestar común de 

todos sus habitantes, incluyendo la protección de sus recursos económicos, esto solo se puede 

lograr a través de un mecanismo de control que logre equilibrar los intereses de todos hacia el 

cumplimiento de la ley.  

Frente a la multiplicidad de beneficios que representa la Revisoría Fiscal para el Estado 

Colombiano, comparado con el marco restringido de su aplicación, podría estimarse que la 

Revisoría Fiscal tiene como fin principal velar por el interés de los socios de la entidad en la que 

se desempeña, más allá de la función fiscalizadora otorgada por el Estado, con el fin de preservar 

el interés público.  
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8.2.2.2 Elección, designación y revocación de revisores fiscales 

Tabla 2 Elección, designación o revocación de revisores fiscales 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 2. Continuación 

 

Fuente. Elaboración Propia 

 

En cuanto a este asunto, existen varios aspectos a considerar, uno de ellos es el que 

revelan varios artículos; algunos de ellos de manera manifiesta como lo son los artículos 199, 

204, 420 del Código de Comercio, estos dejan en cabeza de la Junta de Socios o Asamblea la 

responsabilidad de elegir el Revisor Fiscal, a criterio propio, cuando esta entidad fiscalizadora es 

de vital importancia para toda la ciudadanía en general y son muchos los terceros que se 

benefician de su correcta labor. 

Si la Junta o Asamblea de socios puede decidir quién será su Revisor Fiscal, de manera 

casi desapercibida podría beneficiarse de los intereses de los mismos accionistas, quienes no solo 

eligen quién administre, si no también quién los controle. Bajo estas circunstancias, son ellos 

quienes podrían finalmente utilizar esta institución de control para la satisfacción de sus propios 

intereses, como ha ocurrido con muchas empresas como DMG que utilizaron la figura de la 

Revisoría Fiscal para legitimar sus actividades ilícitas. Esta situación, genera cierta 

incertidumbre, acerca de la labor fiscalizadora del revisor, sobre las actuaciones de los 
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accionistas o socios, de los cuales muchos buscan alcanzar sus intereses a costa de la ilegalidad y 

en donde debe primar el interés común, antes que el particular, de tal forma que pueda garantizar 

el bienestar de una sociedad.  Por su parte, el artículo 163 establece que la designación o 

revocación de Revisores fiscales no se considera una reforma sino parte del  desarrollo o 

ejecución de un contrato, lo que podría interpretarse como un vínculo laboral pues 

necesariamente implicará una dependencia económica con los socios; quienes también son 

supervisados con su labor.   

Además, el artículo 232 del Código de Comercio deja los Revisores Fiscales 

desprotegidos laboralmente, pues expresamente declara que en el evento de despido o remoción 

no podrán acceder al reintegro. Por lo tanto, si la misma Junta de Socios o Asamblea de 

Accionistas, sea quien retire o desista de los servicios del Revisor fiscal, por motivo de no 

condescender con determinados intereses corruptos de los mismos, los cuales persigan intereses 

personales en desmerito del interés común , el revisor fiscal quedaría en desventaja ante una 

situación como esta, máxime cuando el contenido del artículo 198 que establece que los 

Revisores Fiscales, podrán ser revocados en cualquier tiempo sin perjuicio de lo establecido en 

los estatutos, vulnerando de algún modo, la estabilidad o continuidad de la labor del revisor 

fiscal que esté efectuando honestamente su labor, entonces, se podría decir que el bienestar 

económico de los revisores fiscales, como contraprestación de un trabajo honesto apegado a las 

normas, no es garantizado de alguna manera. El Revisor Fiscal en esta situación siempre se verá 

en la disyuntiva; poner en riesgo los intereses económicos propios frente a denunciar ante el 

Estado situaciones de irregularidad. Ante esta disyuntiva, la elección estará en las manos de un 

individuo que evaluará según su criterio, la mejor de las opciones, ante esta situación, 

desprotegiendo el interés común, si decide lo incorrecto.  
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8.2.2.3  Inhabilidades del revisor fiscal.  

Tabla 3 Inhabilidades del revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 3. Continuación 

 

Tabla 4 Imparcialidad, independencia y autonomía 

 

Fuente. Elaboración propia 

Para comprender este tema, es necesario tener claro el concepto de inhabilidad. El 

diccionario de La Real Academia Española lo define así: 

“1. f. Falta de habilidad, talento o instrucción. 

  2. f. Defecto o impedimento para obtener o ejercer un empleo u oficio.”(RAE, 2015) 

El primer concepto, lo describe perfectamente el artículo 215 del Código de Comercio, 

que establece que el Revisor Fiscal debe ser un Contador Público. Se considera que los 

Contadores Públicos tienen la formación académica mínima requerida para el ejercicio de estas 

actividades; este conocimiento le permite al Revisor Fiscal evaluar, comprender e interpretar los 

datos que consolida la contabilidad, permitiéndole indagar, evaluar la gestión administrativa, 
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contable y financiera; reiterándose el hecho de que la Contabilidad es el instrumento por 

excelencia que le permite hacer un verdadero control efectivo. 

Para entender el segundo concepto, se tomará en cuenta lo expresado por la  Corte 

Suprema de Justicia que señaló: “la inhabilidad es aquella circunstancia negativa del individuo, 

el defecto o impedimento para ejercer u obtener un empleo o que le resta mérito para ejercer 

ciertas funciones en un cargo determinado y se traduce en la prohibición legal para desempeñarlo 

independientemente de otras. La constitución y la ley son los encargados de señalar esta 

circunstancia” (C.T.C.P, 2013. Agosto 28), este concepto dado por la Corte Suprema de Justicia 

permite conocer la procedencia de las inhabilidades. Es el Estado Colombiano que a través de 

sus legisladores determinan las limitaciones de un  profesional en el ejercicio de la Revisoría 

Fiscal, y de esta manera define sus inhabilidades, con el fin de impermeabilizar al  Revisor Fiscal  

de la influencia de los  intereses de quienes fiscaliza,  revisa o supervisa debido a que 

precisamente los administradores o altos directivos, algunos empleados y socios o accionistas, 

son los que pueden llegar a representar un peligro para la imparcialidad del Revisor Fiscal es por 

ello que no debe existir ninguna relación de confianza originada de aspectos laborales o 

familiares que puedan empañar el buen juicio en su labor. 

La normatividad en este asunto, destaca reiteradamente la importancia de la aplicación de 

la imparcialidad en la labor del Revisor Fiscal, el artículo 37.7  de la Ley 43 de 1990 por su 

parte, expresa que la independencia mental está asociada a la aplicación de dos principios 

fundamentales la integridad y objetividad, esto es totalmente consecuente, cuando no existe 

vínculo alguno con los agentes que se supervisan se simplifica la aplicación de la objetividad, 

pues no existe ninguna relación de confianza y consecuentemente la aplicación del principio de 

integridad se realizará de la manera más sencilla. El Revisor Fiscal no se verá en la disyuntiva 

que puede generar en un momento dado la falta de independencia mental al tratar de decidir qué 

intereses satisfacer, garantizando una labor transparente en su ejercicio profesional. 

Pero en la legislación existen varios asuntos importantes que son necesarios analizar, uno 

de ellos es referente a los responsables de remunerar al Revisor Fiscal, pues nuevamente se 

percibe la influencia que podrían ejercer los socios o accionistas sobre el revisor fiscal, no solo 

debido a la facultad que tienen para su elección para el cargo, sino también en su remuneración. 

De esta manera el pago  de los honorarios suele ser un asunto que puede llegar a influenciar el 

accionar de un individuo cuya tarea es fiscalizar, si se combina el desempleo con la  falta de 
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moral y ética profesional por parte de algunos profesionales. Esto puede ser un indicio, con el 

cual se podría afirmar, que el marco de inhabilidades planteadas por el Estado colombiano para 

el revisor fiscal, tendrían que ser ampliadas con mira hacia los contratantes, con el fin de lograr 

una efectiva imparcialidad.   

Casos como el de DMG son el reflejo de esta falta de imparcialidad por parte del Revisor 

Fiscal, pues evidentemente en este caso primaron los intereses de los socios y consecuentemente 

del Revisor Fiscal, en desmérito de los intereses generales, es por esto que las inhabilidades hoy 

existentes, pueden llegar a ser insuficientes y como consecuencia pueden generar una 

inestabilidad en la ejecución imparcial de la fiscalización,  alejando a la Revisoría Fiscal del fin 

que persigue, pues afectaría de esta manera, el interés público. 

8.2.2.4 Periodo y remoción.  

Tabla 5Periodo y remoción del cargo de revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 5. Continuación. 

 

Tabla 5. Continuación. 

 

Para este apartado se considerará quién tiene la autoridad dada por la ley para remover al 

Revisor Fiscal. Por un lado están las entidades como la Superintendencia de Sociedades quienes 
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trabajan conjuntamente con el Estado en la supervisión de las actividades económicas de las 

sociedades. Se requiere analizar qué relación tiene el Revisor Fiscal con la Superintendencia de 

Sociedades u otras entidades que apoyan al Estado en el control,  considerando los siguientes 

aspectos: 

 El Revisor Fiscal no supervisa ninguna labor que realizan estos organismos, porque 

simplemente esta no es su competencia. 

 La Superintendencia de Sociedades u otras entidades de control, no mostrarán interés 

distinto con respecto al Revisor Fiscal que no sea el de la supervisión y exigencia de la ejecución 

de sus funciones.  

 Lo único que puede exigirle las Superintendencias al Revisor fiscal es el cumplimiento de 

la ley. 

Este análisis permite una conclusión, las Superintendencias son organismos 

independientes que tienen la potestad de remover del cargo al revisor. Esta facultad, los 

posiciona como árbitros objetivos al momento de remover un revisor fiscal. Es difícilmente 

probable, que utilicen esta autoridad de decisión como un mecanismo de presión para hacer que 

los revisores fiscales actúen de acuerdo a un beneficio particular.  

Respecto a la Junta o Asamblea General de Socios no ocurre lo mismo,  

 Las acciones, operaciones de la Junta o Asamblea General de Socios es supervisada por 

la labor del Revisor Fiscal, de manera directa o indirecta. 

 Los intereses de la asamblea en algunos casos pueden estar en contra de la ley. 

 La Asamblea puede llegar a tener interés en que el Revisor Fiscal actué en contra de la 

ley. 

Es por esto, que la Junta puede llegar a remover a un Revisor Fiscal por un motivo que 

nada tiene que ver con la objetividad, ni el interés público que conlleve al bienestar común. Por 

tal motivo se considera que esto puede ser un mecanismo de presión en manos de la Asamblea 

General, para lograr que los revisores fiscales actúen de acuerdo a sus objetivos; tal vez en 

contravía del bienestar general.  

En la elección, periodo y remoción, hay un mismo patrón, una dependencia directa de la 

junta de socios o asamblea de accionistas; a pesar de que la Revisoría Fiscal debería ser una 
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entidad de control enteramente independiente de las organizaciones que supervisa. Bajo esta 

estructura normativa de control existente, puede resultar complejo, en algunas ocasiones, 

garantizar una  independencia mental absoluta como órgano de control. 

Para comprender mejor esta situación, también se requiere hacer una distinción entre los 

objetivos de la administración y del control, este último debe operar de manera independiente, 

como es el caso de la Revisoría Fiscal; en el tema de administración es irrelevante si la Asamblea 

nombra o remueve a la Junta Directiva, pero la condición cambia, cuando se habla de quien los 

controla y se establece que la asamblea o la junta de socios, es quien debe nombrar o remover el 

Revisor Fiscal. De esta manera podríamos sintetizar que:  

 La legislación faculta a que un agente sujeto a la supervisión del Revisor Fiscal tenga la 

potestad de  elegirlo o removerlo 

 Bajo esta estructura funcional y normativa,  la independencia mental no podría ser 

absoluta 

 Debe existir un criterio totalmente imparcial para evaluar y controlar las sociedades a 

través de la Revisoría Fiscal 

 Resulta difícil garantizar un control fiscal transparente, eficaz e independientemente 

cuando sean los agentes supervisados quienes elijan o remuevan al Revisor Fiscal de acuerdo a 

sus propios intereses 

Es evidente que existe una dependencia entre los socios y el revisor fiscal en la 

perspectiva que establecen las normas. Sin embargo, hay otro aspecto que se debe considerar  

además de la elección, periodo y remoción, pues también es de importancia para la situación de 

independencia mental del revisor fiscal, el cual se planteará a continuación: La vinculación 

laboral y la remuneración.  

8.2.2.5 Vinculación laboral y remuneración  

La vinculación laboral y la remuneración implican necesariamente una subordinación, el 

Diccionario de la Lengua Española en su primer item define la subordinación así, “1. f. Sujeción 

a la orden, mando o dominio de alguien.” (RAE, 2015), pero, ¿Qué relación laboral tiene el 

Revisor Fiscal con los agentes supervisados que implique una subordinación?, ¿Existe una 

subordinación que pueda representar un deterioro a la imparcialidad? Para entenderlo se recurrirá 

a lo expresado por el Consejo Técnico de la Contaduría Publica el 21 de Junio de 2008. 
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Tabla 6 Vinculación, desvinculación y reelección del revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 6. Continuación 

 

Tabla 7 Imparcialidad, independencia, autonomía del revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboracion propia 
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De acuerdo a lo expresado por el Consejo Técnico de la Contaduria Pública, existen dos 

tipos de vinculación que puede llegar a tener un Revisor Fiscal. Una de ellas es el contrato de 

trabajo y la otra es el contrato civil de prestación de servicios profesionales, sin embargo es 

importante determinar si existe subordinación en este tipo de contratos y si esta implica una 

dependencia que a su vez, debilite el accionar del Revisor Fiscal. 

Para esto es necesario comprender qué es subordinación y la implicación que tienen en 

cada uno de estos contratos. 

Contrato de trabajo 

Para entender el papel que desempeña la subordinación en el Contrato de trabajo es 

necesario referirnos al artículo 23 del Codigo Sustantivo de trabajo (1950) que dice: 

 “1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos 

esenciales: 

a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo; 

b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que 

faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al 

modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo 

el tiempo de duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los 

derechos mínimos del trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales 

que sobre derechos humanos relativos a la materia obliguen al país; y 

c. Un salario como retribución del servicio. 

2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se entiende que existe 

contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o 

modalidades que se le agreguen.”  

Por su parte la Corte Constitucional, en la sentencia C-386 (2000), destacó diversos 

elementos importantes de la subordinación que están presentes en el Contrato Laboral, 

exponiendo que “La subordinación del trabajador al empleador como elemento distintivo y 

definidor del contrato de trabajo ha sido entendida, según la concepción más aceptable por la 

doctrina y la jurisprudencia, como un poder jurídico permanente de que es titular el empleador 

para dirigir la actividad laboral del trabajador; a través de la expedición de órdenes e 

instrucciones y la imposición de reglamentos, en lo relativo a la manera como éste debe realizar 
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las funciones y cumplir con las obligaciones que le son propias con miras al cumplimiento de los 

objetivos de la empresa, los cuales son  generalmente económicos.” 

Este tipo de subordinación emanada de este tipo de contrato, es explicada por  Ingnacio 

Cadavid Gomez y Eraclio Arenas Gallego (2007, p 28) de la siguiente manera, “un contador por 

ejemplo, será trabajador de la empresa si recibe órdenes del empleador, las cumple, se le somete 

a reglamentos y a horarios, se le llama la atención y hasta se les suspende.”. 

Es por ello que el Contador Público que esté vinculado a una empresa por contrato 

laboral, podrá estar supeditado a las órdenes de su jefe inmediato; este último buscará en el 

mayor de los casos, lograr sus objetivos económicos. Por su parte el Contador Público deberá 

poseer la autonomía suficiente para defender los principios profesionales de ética, ser objetivo e 

imparcial, y promover constantemente el adecuado uso de la contabilidad como medio íntegro 

para informar la verdad a todos sus usuarios, considerando siempre que su firma esta revestida de 

confianza pública, de Fe pública, todo ello tal vez en contravía de los intereses de su empleador, 

lo que se convierte en una responsabilidad moral para los contadores públicos, pues ellos  tal vez 

actuaran en contravía de sus intereses económicos, su propio empleo, haciendo uso de su derecho 

legal de renuncia unilateral; tal como lo expresa el artículo 62 del Código Sustantivo de trabajo 

(1950), que establece como causales de renuncia por parte del trabajador las siguientes: 

1. El haber sufrido engaño por parte del empleador, respecto de las condiciones de 

trabajo. 

2. Todo acto de violencia, malos tratamientos o amenazas graves inferidas por el 

{empleador} contra el trabajador o los miembros de su familia, dentro o fuera del 

servicio, o inferidas dentro del servicio por los parientes, representantes o dependientes 

del empleador con el consentimiento o la tolerancia de éste. 

3. Cualquier acto del empleador o de sus representantes que induzca al trabajador 

a cometer un acto ilícito o contrario a sus convicciones políticas o religiosas. 

4. Todas las circunstancias que el trabajador no pueda prever al celebrar el 

contrato y que pongan en peligro su seguridad o su salud, y que el empleador no se allane 

a modificar. 

5. Todo perjuicio causado maliciosamente por el empleador al trabajador en la 

prestación del servicio. 
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6. El incumplimiento sistemático sin razones válidas por parte del empleador, de 

sus obligaciones convencionales o legales. 

7. La exigencia del empleador, sin razones válidas, de la prestación de un 

servicio distinto, o en lugares diversos de aquél para el cual se le contrató, y 

8. Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones que incumben al 

empleador, de acuerdo con los artículos 57 y 59 del Código Sustantivo del Trabajo, o 

cualquier falta grave calificada como tal en pactos o convenciones colectivas, fallos 

arbitrales, contratos individuales o reglamentos. 

PARÁGRAFO. La parte que termina unilateralmente el contrato de trabajo, debe 

manifestar a la otra en el momento de la extinción, la causal o motivo de esa 

determinación. Posteriormente no pueden alegarse válidamente causales o motivos 

distintos. 

Pero, en lo que concerniente al tema tratado en esta monografía, el revisor fiscal posee un 

mayor rango y peso según sus responsabilidades en comparación con otros empleados, en lo que 

concierne a sus obligaciones, funciones y sobre todo por la Fé pública que le fueron designadas 

por ley como un organismo de control que es, sin embargo, Frente a todos estos deberes, sería 

válido analizar, si el revisor fiscal recibe la debida protección por parte del Estado a través de la 

legislación y la que recibe como contraprestación de sus servicios. 

Por su parte el Consejo Técnico de la Contaduría Pública (2008. Junio 21, p 29) establece 

que “se debe explicar que la forma de vinculación en ningún momento inhabilita o limita el 

alcance del trabajo del Revisor Fiscal, toda vez que únicamente la idoneidad profesional y el 

conocimiento, constituyen la garantía esencial para el desarrollo objetivo e independiente de 

quien ejerce la fiscalización, pues como resulta obvio, las modalidades de vinculación, 

cualquiera sea su tipo, no alteran la independencia ni generan subordinación del Revisor Fiscal 

con la administración, muy a pesar que el contrato se suscriba por el Representante Legal; 

tampoco lo genera con el máximo órgano societario, aun cuando éste mantenga la potestad de 

reemplazarlo en cualquier momento.” 

Según lo que expresa el anterior concepto, podría decirse que la imparcialidad, la 

subordinación y la moralidad dependen de la correcta actuación del Revisor Fiscal, además que 

El conocimiento y el profesionalismo de los individuos garantizan la moralidad en su labor, sin 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr001.html#57
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr001.html#59
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embargo no siempre se cumplen estas premisas, según la realidad que se ha presentado en casos 

como los del Carrusel de la Contratación, Interbolsa, o DMG. 

El Contador público puede estar ampliamente permeado de influencias por motivo de su 

subordinación, pero la Revisoría Fiscal debe ser el medio mediante el cual se garantice la 

transparencia de la contabilidad y la información que se emite. Esto solo se puede lograr si el 

Revisor Fiscal está revestido de independencia e imparcialidad total. 

Le corresponde entonces a la  Revisoría Fiscal ser un filtro, pues por medio de esta 

institución se deberían “colar” las conductas inadecuadas de empleados, contadores, 

administradores, socios; que pudiesen no solo afectar el buen funcionamiento de las empresas, 

sino también aquellas situaciones que puedan poner en riesgo los intereses de la Nación, de lo 

contrario existe un alto grado de vulnerabilidad  a que se materialice el riesgo de fraude y 

corrupción, que puede ser favorecido de acuerdo a lo planteado según la norma actual y a los 

hechos a los que se enfrente el profesional.  

Por su parte el Consejo Técnico (2008., p 55) se pronunció de la siguiente manera en 

cuanto al asunto de la independencia, “El Revisor Fiscal debe gozar, ante todo, de plena 

independencia y autonomía, sin ataduras con la administración, a fin de garantizar perfecta 

imparcialidad y objetividad en sus juicios. Es por lo anterior, que el legislador ha presumido que 

el dictamen de los revisores fiscales es auténtico, conforme a lo establecido con el artículo 39 de 

la Ley 222 de 1995.”, ante esta declaración, puede decirse que, Se da preferencia a la supervisión 

realizada a las actividades de los administradores para beneficiar principalmente los intereses de 

los accionistas. Se puede pensar que cuando se supervisa a los administradores, automáticamente 

se está supervisando a los socios, pero la situación es compleja  cuando existen intereses 

corruptos de parte de los accionistas que comprometen continuamente el accionar de los 

administradores y consecuentemente pueden influenciar en el accionar del Revisor Fiscal, por lo 

tanto, esta entidad fiscalizadora queda absorta frente a la magnitud de responsabilidad 

encomendadas por el Estado y frente a las mínimas alternativas de protección a la imparcialidad 

proporcionadas.   

Contrato civil de prestación de servicios 

Para entender la relación de la subordinación con este tipo de contratos, es importante 

comprender qué dependencias pueden llegar a surgir mediante la subordinación, para ello se 
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citará lo expuesto por Ruth Adriana Ruiz Alarcón de su escrito Teorías que explican la 

subordinación (2009, p 4), ella expone lo siguiente:  

Las teorías que explican la subordinación, parten de la dependencia técnica, la 

dependencia económica y la dependencia jurídica. 

La dependencia técnica, predica la subordinación, como la obligación del 

trabajador de someterse a instrucciones sobre la forma de realizar el trabajo. 

La dependencia económica, se halla presente en la relación de trabajo 

subordinado, en la medida en que el servicio prestado por el trabajador tiene como fin el 

obtener una remuneración por parte del empleador, sin que ello comporte una 

subordinación jurídica específica, como concepto jurídico. 

La dependencia jurídica consiste en la potestad jurídica que tiene el empleador, 

para dar órdenes e instrucciones en cualquier momento, y en la obligación correlativa del 

trabajador para acatar su cumplimiento. 

Pero en un contrato civil de prestación de servicios ¿Qué tipo de dependencia 

surge? para aclararlo, se hará uso de la comparación entre contratos a la cual se refiere la 

Corte Constitucional en la Sentencia C-665 (1998) donde manifiesta lo siguiente:  

“la subordinación hace parte del contrato de trabajo, por existir obligaciones de las 

partes que integran el vínculo laboral, en los demás contratos de naturaleza civil y 

comercial, no es ésta dependencia la que caracteriza y tipifica el trabajo por cuenta ajena. 

Solo la subordinación del trabajador dentro de la relación laboral sustenta el trabajo como 

objeto del derecho laboral; en cambio, la actividad autónoma e independiente constituye 

una reglamentación de "la rama civil o comercial"…. 

Igualmente, estima que el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al que se 

deriva del ejercicio de una profesión liberal o de un contrato civil o comercial. En efecto, 

para que se configure el contrato de trabajo, se requiere la existencia de la prestación del 

servicio, la continuada subordinación y la remuneración. En cambio, en el otro contrato 

no existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad 

de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada. 

Finalmente, considera la interviniente que el elemento de la subordinación o 

dependencia es el que determina la diferencia entre el contrato laboral y la labor que 

desarrollan las personas que habitualmente prestan sus servicios personales remunerados 
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en ejercicio de una profesión liberal o en desarrollo de un contrato civil o comercial, ya 

que en el plano legal debe entenderse que quien en estas condiciones pretenda alegar el 

carácter laboral de su relación deberá probar la subordinación. Agrega que del análisis 

comparativo de las dos modalidades contractuales se concluye que sus elementos son 

diferentes, de manera que cada uno reviste singularidades propias y disimiles que se 

hacen inconfundibles tanto para los fines perseguidos como por la naturaleza y objeto de 

los mismos. (Ruíz, 2009). 

 

La subordinación presente en este tipo de contrato es explicada por Cadavid y Arenas  

(2007, p 28) en el ejemplo de un Contador, de la siguiente manera: 

 

 Se podrá entender que ese contador está vinculado por contrato civil de servicios 

profesionales cuando desempeña su labor de manera diferente por ejemplo: recoge los 

documentos de la información, trabaja en su propia oficina, no recibe órdenes del 

empleador, labora en horarios que él mismo diseña y simplemente reporta su trabajo y lo 

entrega según lo convenido. Obsérvese en  el ejemplo su autonomía e independencia en la 

prestación del servicio. 

 

Este tipo de contrato es el que más se apega a la realidad de los Revisores Fiscales en la 

actualidad, carente de dependencia juridica, técnica, siendo autonómo en el ejercicio de sus 

actividades; pero hay  una dependencia siempre existente: la dependencia economica, que 

precisamente es el elemento que puede empañar la imparcialidad, el buen juicio y la objetividad; 

considerando que esta remuneración proviene de las manos de los agentes objeto de su 

supervisión.   

Si se analiza desde la simple perspectiva de prestación de servicios, siempre existirá el 

surgimiento de los derechos y obligaciones para quien los recibe y los presta. Bajo esta óptica, 

sería importante precisar el tipo de vinculación conveniente que debería tener un revisor fiscal el 

cual garantice la imparcialidad, objetividad y autonomía 
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8.2.2.6 Funciones del Revisor Fiscal.  

Tabla 8 Funciones del revisor fiscal 

 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Se puede resumir básicamente las funciones del Revisor Fiscal tomando como 

fundamento los objetivos que propone su labor, dividiéndolos en dos enfoques básicos: 

1) El Revisor Fiscal buscará que se garanticen los intereses de los accionistas, para 

llevar a cabo este propósito, su guía será las normas internas de la entidad, los estatutos y  

decisiones de la Asamblea General o Junta de socios, deberá informarles oportunamente de las 

irregularidades, por medio de informes. Siempre buscará este propósito, procurando la 

compatibilidad con las leyes nacionales. 

2) El otro enfoque, es la colaboración con las entidades gubernamentales, tomando 

como guía las leyes del país, su deber también es informar al Estado de posibles irregularidades. 

En cuanto a estos dos fines planteados en la labor del Revisor Fiscal, solo habrá dos 

situaciones posibles: 

1. Armonía total entre las normas, ante lo cual el Revisor Fiscal bajo la normatividad 

analizada podría llevar a cabo una labor fiscalizadora eficaz, sin conflictos de intereses que 

intervengan en su labor de control.  

2. La  existencia de una disparidad de intereses en estos dos enfoques, que ocurre cuando 

las normas internas de la entidad no están en concordancia con los objetivos que persigue la ley. 

En el medio de estas dos realidades posibles,  se encuentra el Revisor Fiscal, él en el 

ejercicio de su labor, es posible que no satisfaga la demanda de dos normas discordantes. Por un 

lado la ley nacional que le reclaman  actuar con ética, e informar las irregularidades; y por otro 

lado los socios que le demandan que cumpla con sus intereses.   

Ante este desbalance de posibilidades, el Revisor Fiscal siempre se verá ante la 

disyuntiva de evaluar su posición ante diversas situaciones, por lo que se hace necesario analizar:  

Primero: los socios se encuentran en una posición privilegiada, a causa de la influencia 

que pueden ejercer en él, no solo por motivo de su remuneración, sino también por ejercer la 

máxima autoridad en la compañía,  al tener el poder de  nombrarlos o removerlos según 

dispongan, y en muchas ocasiones movidos por sus propios intereses. Por otro lado y en el peor 

de los escenarios, podrían decidir  atentar contra su integridad, sin la protección efectiva del 

Estado que bajo la normatividad existente parece ser ignorado el  elevado riesgo que implica su 

labor de control. 
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El segundo aspecto a considerar es: El Estado ejerce una influencia coercitiva en su labor, 

a través de la existencia de  sanciones, multas, o prisión; todo ello en contraste con la limitada 

importancia dada por el Estado la cual se refleja en las normas, a la imparcialidad del revisor 

como herramienta básica para garantizar una labor de control efectiva. 

El tercer aspecto es la realidad de un sistema de supervisión Estatal que 

excepcionalmente supervisa la labor de una institución de control como la Revisoría Fiscal; así 

como se evidencia en muchos casos, incluyendo DMG. 

Estos tres aspectos analizados permiten vislumbrar las situaciones en las que podría ser 

vulnerable el ejercicio del revisor fiscal en la actualidad, las cuales podrían conllevar a una 

práctica fiscalizadora poco profesional, que se aleje de su propósito de velar por el interés 

público.  

Ante estos aspectos, se podría decir que debe primar la ética, el buen juicio y la 

imparcialidad, del revisor fiscal, sin embargo, el Estado, debe garantizar las herramientas 

suficientes para que el Revisor Fiscal pueda efectuar un control eficaz de las organizaciones, esto 

implicaría una estructura normativa  que cuente con los elementos necesarios para efectuar un 

control y que no dé pie a subjetivismos, influencias e intereses, además que se pueda garantizar 

la integridad personal y la estabilidad laboral, que corresponden a una labor que busca proteger 

el bienestar general. 
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8.2.2.7 Informes del Revisor Fiscal. Balances Generales – Estados Financieros 

Dictaminados 

Tabla 9 Informes del revisor fiscal. Balance general 

 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 9 Continuación 

 

Fuente. Elaboración propia 

 

Es importante analizar a quienes satisface el debido ejercicio de la labor Fiscalizadora del 

Revisor Fiscal y qué tipo de información deberá proveer, en materia contable y administrativa. 

En materia contable, el artículo 4 del Decreto 2649 de 1993, establece qué tipo de 

información se debe proporcionar: 

 “Para poder satisfacer adecuadamente sus objetivos, la información contable debe 

ser comprensible y útil. En ciertos casos se requiere, además, que la información sea 

comparable. 

La información es comprensible cuando es clara y fácil de entender. 

La información es útil cuando es pertinente y confiable. 

La información es pertinente cuando posee valor de realimentación, valor de 

predicción y es oportuna. 

La información es confiable cuando es neutral, verificable y en la medida en la 

cual represente fielmente los hechos económicos. 

La información es comparable cuando ha sido preparada sobre bases uniformes.” 

 

Considerando este precedente básico, el Revisor Fiscal debe garantizar que la 

información en materia contable cumpla con requisitos mínimos preestablecidos, uno de ellos, tal 

vez el de mayor relevancia en la realidad social actual es la comparabilidad. Para ello deberá ser 
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el centinela del aseguramiento de la información, el artículo 5 de la Ley 1314 del 2009 define las 

normas de aseguramiento de la información así; 

Para los propósitos de esta Ley, se entiende por normas de aseguramiento de 

información el sistema compuesto por principios, conceptos, técnicas, interpretaciones y 

guías, que regulan las calidades personales, el comportamiento, la ejecución del trabajo y 

los informes de un trabajo de aseguramiento de información. Tales normas se componen 

de normas éticas, normas de control de calidad de los trabajos, normas de auditoria de 

información financiera histórica, normas de revisión de información financiera histórica y 

normas de aseguramiento de información distinta de la anterior. 

 

El Revisor Fiscal debe ser el garante que lidere la actualización que permita el adecuado 

estas  prácticas contables.  Hoy en día con el  decreto 302 del 20 de Febrero de 2015, los 

revisores fiscales estarán obligados a la aplicación de las NAI, a partir del 1° de enero del año 

2016 para quienes presten sus servicios a entidades del Grupo 1, y a las entidades del Grupo 2 

que tengan más de 30.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV) de activos o, 

más de 200 trabajadores.  

Estas medidas implican un reto importante para los revisores fiscales en materia de 

actualización, porque conllevan al aprendizaje de nuevos conceptos y en consecuencia nuevas 

técnicas con respecto al registro y revelación de la información financiera,  esta es la base 

fundamental para la aplicación de las NAI.  

La aplicación de estos estándares internacionales en Colombia, puede llevar a resultados 

positivos en materia de evaluación y detección preventiva de los factores de riesgo,  estas son 

mejores condiciones que enriquecen la Revisoría Fiscal, tanto en el campo teórico como 

práctico, como lo explica afirma Jorge Luis Díaz (2011), “las NAGA
3
 en Colombia no 

contemplan la administración del riesgo como algo relevante, por lo que su enfoque está 

encaminado más hacia la detección y no a la prevención como se está haciendo hoy en día en la 

auditoría” (p. 37). 

                                                           
3
 NAGA: (Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas) 
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Estos asuntos son importantes para estar a la vanguardia de los requerimientos 

internacionales. Si no se cuenta con la diligencia para obtener la actualización mínima requerida, 

no se estará en la capacidad de ejercer la labor de Revisoría Fiscal de una manera eficaz apegada 

a los requerimientos actuales y tampoco podrá certificar de manera fidedigna los estados 

financieros con su firma, pues no estarán acordes a las exigencias de los estándares 

internacionales que plantean nuevas bases uniformes para comparar información contable y 

aplicable ya en Colombia  a través de la Ley 1314 de 2009. 

Si no se acogen los Revisores Fiscales a este requerimiento nacional e internacional, sus 

informes acerca de los balances no solo estarán en riesgo de tener inconsistencias por motivo de 

la relación de dependencia con los agentes supervisados, sin desmeritar de antemano, el gran 

valor que poseen muchos profesionales que actúan con ética, pese a sus difíciles circunstancias.  

Sino que además estarán en peligro de amenazar el buen ejercicio que le corresponde a la 

contabilidad, de exponer información comparable de acuerdo a los requerimientos de un 

mercado global.  

Si los Revisores Fiscales certifican informes concordantes con las necesidades globales, 

consecuentemente los administradores tendrán fundamentos prácticos y efectivos que les 

permitan no solo analizar la información consolidada que proporciona la contabilidad, sino que 

además contarán con las bases adecuadas para tomar decisiones en materia administrativa y 

financiera. 
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8.2.2.8 Informe del Revisor Fiscal presentado a la Asamblea o Junta de Socios. 

Tabla 10 Informe de revisor fiscal. Presentado a la Asamblea o Junta 

  

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 11 Contenido de los informes del revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración propia 

Al hacer una ligera indagación en lo que compete a este asunto, se puede determinar que 

principalmente lo que se procura es beneficiar los intereses de los socios, que dejan en las manos 

del Revisor Fiscal la supervisión de los administradores y demás empleados.  
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8.2.2.9  Auxiliares del Revisor Fiscal.  

Tabla 12 Auxiliares del revisor fiscal 

 

 

Fuente. Elaboración propia 

 

Esta investigación se apropia del siguiente hecho: Para que exista un mecanismo de 

control  efectivo, deben evitarse las relaciones que provoquen dependencias o subjetividades, 

especialmente cuando el control que se ejerce es un control externo a las empresas que rinden 

cuentas al Estado. El Revisor Fiscal debe verificar que las operaciones se lleven a cabo con  

transparencia,  pues a través de su firma está dando Fe Pública, no solo ante la sociedad, sino 

también ante el Estado.  

A lo que se refiere específicamente este apartado, en cuanto a los auxiliares y su 

remuneración, es indiferente saber quién los remunera, cuando en contraste el Revisor Fiscal  

está dependiendo de alguna manera de la Asamblea o Junta de socios; finalmente es el  Revisor 

Fiscal  el que firma y tiene la mayor responsabilidad. Pero, en el caso hipotético, de que no 

existiera esta dependencia directa  de la Asamblea con el Revisor Fiscal, sería óptimo que los 
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auxiliares de esta labor de control, fueran también totalmente independientes de la influencia 

económica o subjetiva de cualquier agente sujeto a supervisión.  

8.2.2.10 Responsabilidades del Revisor Fiscal.  

Debido a la diversidad de responsabilidades encomendadas al Revisor Fiscal,  se pretende 

agrupar cada una de ellas de acuerdo a un ámbito común, compilando de esta manera sus 

obligaciones. 

8.2.2.10.1 Responsabilidades correlativas a la ética profesional. 

 

8.2.2.10.1.1 Ética profesional. 

Cuando se habla de ética profesional, es imprescindible comprender los objetivos que 

persigue su adecuada aplicación por parte de los profesionales, la IFAC
4
 en su  Código de ética 

para profesionales de la contaduría pública (2009, p 7), ha procurado evidenciar el objetivo real 

que persigue la aplicación de estos lineamientos. Se expone lo siguiente: “Una característica que 

identifica a la profesión contable es que asume la responsabilidad de actuar en interés público. 

En consecuencia, la responsabilidad de un profesional de contabilidad no consiste 

exclusivamente en satisfacer las necesidades de un determinado cliente o de la entidad para la 

que trabaja.” 

Comprendiendo esto, se evidencia que, con la aplicación de lineamientos éticos, se logra 

obtener el anhelado bien común. En Colombia la ética profesional que aplica para Revisores 

Fiscales está contenida en la Ley 43 de 1990. Varios de sus apartados se exponen a continuación: 

                                                           
4 IFAC: Federación Internacional de Contadores.  
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Tabla 13 Responsabilidades morales del revisor. Conductas éticas 

 

Fuente. Elaboración propia 

Algunos aspectos contenidos en la ley 43 de 1990, son normas de moral básica y 

constituyen la mejor herramienta en las manos de un Contador Público, su correcta aplicación 

puede llegar a garantizar la efectiva labor de un Revisor Fiscal, todo ello en beneficio de los 

interesados en las actuaciones de las empresas o entidades comerciales. Es tan importante este 

aspecto en un profesional de Contaduría Pública, que el mismo Estado dejó en las manos de 

estos profesionales, la responsabilidad de testificar y dar confianza pública. Pero, pese a la 

existencia de normas básicas, encargos éticos, sanciones, multas y prisión,  no es motivo 

suficiente para que algunos profesionales en ejercicio de la Revisoría Fiscal superen todas las 

circunstancias adversas como la remoción por parte de la junta directiva por motivos injustos, 
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amenazas contra la integridad, entre otros y decidan actuar de forma autónoma, defendiendo 

valores éticos mínimos en garantía del bienestar general.  

8.2.2.10.1.2 Trato entre colegas. 

Tabla 14 Responsabilidades morales. Trato entre colegas 

 

Fuente. Elaboración propia 
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La falta de ética profesional aplicada al trato entre colegas,  en un escenario competitivo, 

donde en muchas ocasiones predomina la contratación de servicios fundamentada en la mejor 

oferta económica, en detrimento de las calidades profesionales; donde algunos de los Contadores 

optan por vender sus servicios a bajos precios, en  desmérito de su integridad e imparcialidad, 

desmejorando las condiciones de la profesión para el resto de sus colegas. La Revisoría Fiscal, 

por tanto, no se queda atrás, la ley de la oferta y la demanda juega un papel destacado en esta 

profesión. En una realidad social donde son frecuentes los intereses corruptos por parte de 

algunas entidades demandantes de los servicios, la gran cantidad de oferentes de estos servicios, 

hacen posible que se pueda elegir a aquel, que esté dispuesto a trabajar bajo sus intereses. Frente 

a estas circunstancias,  podría suscitarse incertidumbre el hecho de dejar en manos de la 

aplicación de la ética profesional, las grandes responsabilidades que implica el ejercicio de la 

Revisoría Fiscal. 
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8.2.2.10.1.3  Reserva Profesional 

Tabla 15 Responsabilidades éticas. Reservas, secreto profesional 

 

Fuente. Elaboración propia 

La  palabra reserva tiene varios significados, en el Diccionario de la Real Academia 

Española, encontramos varios de ellos:  

“1.  Guardar algo para lo futuro. 

2.  Dilatar para otro tiempo lo que se podía o se debía ejecutar o comunicar al 

presente.  

3.  Destinar un lugar o una cosa, de un modo exclusivo, para uso o persona 

determinados. 

4.  Exceptuar, dispensar de una ley común. 

5.  Dicho de una persona: Separar o apartar algo de lo que se distribuye, 

reteniéndolo para sí o para entregarlo a otro.  
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6.  Retener o no comunicar algo o el ejercicio o conocimiento de ello. 

7.  Encubrir, ocultar, callar algo.”(RAE, 2015) 

Lo expresó el escritor Francisco Javier de la Torre Díaz, en su libro Ética Y Deontología 

Jurídica (2000, p 299) “El Secreto está unido al principio de reserva. Se trata de mantener en 

secreto todo lo llegado a nuestro conocimiento por el encargo profesional que el cliente nos 

confió”. Esta confianza requerida, se traduce en el deber profesional de la lealtad, la Constitución 

Política en su artículo 74, protege de tal manera este mandato, que lo reviste como principio 

inquebrantable; “Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo 

los casos que establezca la ley. El secreto profesional es inviolable.” 

El Código de Procedimiento Penal Colombiano (2004) en su artículo 68, también 

resguarda el secreto profesional: “Nadie está obligado a formular denuncia contra sí mismo, 

contra su cónyuge, compañero o compañera permanente o contra sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, ni a denunciar cuando medie el secreto 

profesional.” 

Esta protección es ratificada por el mismo Código en el artículo 385; 

 Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, 

compañera o compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. El juez informará sobre estas excepciones 

a cualquier persona que vaya a rendir testimonio, quien podrá renunciar a ese derecho. 

Son casos de excepción al deber de declarar, las relaciones de:  

a) Abogado con su cliente;  

b) Médico con paciente;  

c) Psiquiatra, psicólogo o terapista con el paciente;  

d) Trabajador social con el entrevistado;  

e) Clérigo con el feligrés;  

f) Contador público con el cliente;  

g) Periodista con su fuente;  

h) Investigador con el informante. 

 

Esto ratifica la protección que le da el Estado Colombiano al secreto profesional, pero 

¿Qué ocurre con el Revisor Fiscal que es Contador Público y a su vez supervisa, verifica y 
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controla que se actué en las organizaciones conforme a la ley? Por motivo de las funciones 

especiales del Revisor Fiscal, la  ley 1474 de Julio 12 de 2011 consideró como  medida 

administrativa para la lucha contra la corrupción adicionar el ítem 5 al artículo 26 de la ley 43 de 

1990, que contempla la siguiente causal como motivo para la cancelación de la inscripción de un 

Contador Público: 

Cuando se actúe en calidad de revisor fiscal, no denunciar o poner en 

conocimiento de la autoridad disciplinaria o fiscal correspondiente, los actos de 

corrupción que haya encontrado en el ejercicio de su cargo, dentro de los seis (6) meses 

siguientes a que haya conocido el hecho o tuviera la obligación legal de conocerlo, actos 

de corrupción. En relación con actos de corrupción no procederá el secreto profesional. 

 

Como se ha mencionado, el secreto profesional está protegido constitucionalmente, pero 

la Ley 43 de 1990 expresa una salvedad. Por motivo de las funciones que ejerce el Revisor 

Fiscal, él debe denunciar casos de corrupción y bajo esa condición no podrá hacer uso de su 

reserva profesional. 

Pero, ¿Qué es la corrupción? y ¿Quién puede llegar a ejecutar tales actos? Para responder 

nuevamente se citará la definición dada por el Diccionario de la Lengua Española,  

“1. f. Acción y efecto de corromper… 

4. f. Der. En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica consistente en la 

utilización de las funciones y medios de aquellas en provecho, económico o de otra índole, de 

sus gestores.”(RAE, 2015) 

Para comprender mejor la corrupción, es necesario identificar las características 

particulares de  una situación donde puede existir la corrupción, la primera de ellas, es que exista 

un elemento que se pueda corromper, aquello que se  encuentre en óptimas condiciones, que este 

adherido a la normatividad o a la ley. 

El segundo aspecto a considerar, es la existencia de conflictos de intereses entre los 

agentes, que frente a su incapacidad de conciliarlos, recurren a la corrupción como mecanismo 

para reparar temporalmente sus diferencias. 

El tercer aspecto a examinar son los agentes, que actúan corruptamente. Para ilustrar su 

roles en dicho acto, se hace referencia a lo expresado por Miguel Carbonell y Rodolfo Vásquez 

(2003, p 22) en su libro Poder, derecho y corrupción, en cuanto a quién es la autoridad, “alguien 
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es una autoridad cuando, entre otras cosas, tiene competencia para tomar decisiones; es, por ello, 

un decisor. Pero el carácter de decisor no tiene por qué estar limitado a una autoridad. Alguien 

puede ser decisor en virtud del papel social que desempeña o de la posición que ocupa dentro del 

sistema normativo relevante, sin que ello implique necesariamente la potestad para dictar 

disposiciones jurídicamente obligatorias. En los actos o actividades de corrupción interviene 

siempre, por lo menos, un decisor.” Este sujeto decide; por lo tanto tiene un papel activo en el 

acto de corrupción, él es quien decide actuar de manera impropia con relación a sus deberes 

normativos o morales. 

Por otro lado está el agente, quien tiene la intención de persuadir a otro, específicamente 

al que tiene la posibilidad de ejercer un acto de corrupción por su papel decisorio. El empeño de 

este sujeto es alcanzar sus propios intereses en detrimento de los intereses ajenos.  

Estos son elementos esenciales para la existencia de un acto de corrupción, sujetos que 

estén dispuestos a persuadir en la decisión de otro, quien tenga la potestad de determinar un 

hecho. Carbonell y Vázquez (2003, p 24) lo reafirman, al definir el concepto de corrupción; “Es 

un delito o infracción participativo en el que una de las partes intenta influir en el 

comportamiento de otra a través de promesas, amenazas o prestaciones prohibidas por el sistema 

normativo relevante.”  

Es necesario analizar el concepto de corrupción, desde la óptica del desempeño del 

Revisor Fiscal, considerando varios aspectos. El Revisor Fiscal está en la obligación legal de 

divulgar actos de corrupción, no está amparado bajo normatividad constitucional que le permita 

abstenerse de divulgar el secreto  profesional, en casos donde exista corrupción; posee la calidad 

de ente fiscalizador, controla las actividades de administradores, contadores, empleados, socios, 

les  realiza seguimiento para que actúen de acuerdo a la ley. En este panorama son susceptibles 

de actos como soborno y amenazas por parte de quienes estén bajo su supervisión. Con estas 

particularidades, producto de la ejecución de sus funciones, se reitera el argumento, de que las 

entidades que ejercen  un control externo no deben ser en ninguna circunstancia subordinadas de 

los terceros supervisados o no deben tener ningún  vínculo económico con los agentes que los 

supervisan, por la propensión al soborno, por la condición de su cargo, lo que se requiere es 

blindar su ejercicio profesional con total independencia; libre de cualquier sometimiento 

económico, moral, técnico o mental. 
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Ante estas situaciones podría decirse que el Revisor Fiscal en Colombia se encuentra en 

una situación en que es vulnerable  a la corrupción por la cual no existe una ley o protección por 

parte del Estado, que le garantice la permanencia en su cargo pese a la divulgación de situaciones 

irregulares que vayan en contra de la ley y de esta manera se incentive a la denuncia de estos 

hechos por otro lado; podrían no ser eficaces las garantías de protección, cuando la  ley misma, 

le da facultades a los socios para nombrar o remover a Revisores Fiscales y asignarles su 

remuneración, pues como se mencionó anteriormente, es posible que por causa de esta 

dependencia económica el Revisor fiscal se vea en la disyuntiva de decidir qué intereses 

privilegiar, si hay un interés privado que garantice la lealtad o complicidad con el empleador,  o 

los intereses colectivos por motivo de su deber social. 

 

8.2.2.10.1.4  Responsabilidad de la actualización de conocimientos. 

Tabla 16 Responsabilidades morales. Actualización de conocimientos 

 

Fuente. Elaboración propia 

Varios escritos se han referido al detrimento que ha sufrido la profesión contable en 

Colombia; situaciones como bajos honorarios, sobreoferta de egresados, han contribuido a esta 

situación. Pero ¿Qué ocurre cuando son los mismos contadores a través de su carente 

capacitación, experiencia y pericia los que contribuyen con su mala imagen, a la desestimación 

de la profesión y con consecuencia en detrimento de los honorarios?  
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El compromiso de los Revisores Fiscales en el tema de la actualización profesional es 

mucho mayor, debido a que tienen mayores responsabilidades; están obligados a tener mayor 

capacitación y experiencia para poder cumplir cabalmente con sus obligaciones. El artículo 53 de 

la Ley 43 de 1990, es un llamado, no solo a tener las capacidades requeridas para realizar los 

trabajos encomendados, sino además contribuir a la buena imagen de la profesión en Colombia, 

esto como respuesta a profesionales competentes, capacitados, que valoran su trabajo, con los 

motivos suficientes para reclamar honorarios justos, acordes a los esfuerzos realizados. 

 

8.2.2.10.1.5  Responsabilidad Disciplinaria. 

Tabla 17 Responsabilidad disciplinaria. Sanciones 

 

Fuente. Elaboración propia 
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El Estado Colombiano en contraposición de las responsabilidades encomendadas a 

Contadores Públicos y Revisores Fiscales, ha diseñado mecanismos de represión  para aquellos 

profesionales que actúen en contravía de las leyes estipuladas. 

Las Responsabilidades Disciplinarias, son aquellas que buscan el cumplimiento de la 

ética profesional, para asegurar su cumplimiento se han establecido sanciones en procura de que 

los profesionales se abstengan de realizar actos inadecuados.  

 

8.2.2.10.2 Responsabilidades correlativas al incumplimiento de tareas y funciones. 

8.2.2.10.2.1  Responsabilidad de cumplir con la ley 

Tabla 18 Responsabilidad de cumplir con la ley 

  

Fuente. Elaboración propia 

El Revisor Fiscal por razón de su cargo, tiene los mismos compromisos que un  Contador 

Público, debe hacer seguimiento a leyes pertinentes a su profesión, como el Decreto 2649 de 

1993, Decreto 2650 de 1993, la ley 43 de 1990, la ley 1314 del 2009, el decreto 410 de 1971, ley 

222 de 1995 y todas las demás leyes que comprendan el adecuado ejercicio de la Contaduría 

Pública y las obligaciones contables que tienen todas las entidades con el Estado. 

El Revisor Fiscal no solo debe cumplir leyes concernientes al Contador Público, sino 

también pronunciamientos, conceptos, circulares que expidan entidades tales como las 

Superintendencias (Sociedades, Financiera, Nacional de Salud, Economía Solidaria) además del 

Consejo Técnico de la Contaduría Pública y otras entidades cuyas declaraciones pudiesen 

constituir una obligación para el Revisor Fiscal.  El gran enramado de leyes que debe cumplir, 
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constituye las herramientas básicas para el ejercicio de su labor,  cada exigencia de la ley que 

describa las obligaciones de las entidades a las cuales supervisa, deben ser consideradas 

responsablemente por el Revisor Fiscal.  

 

8.2.2.10.2.2  Límite de su responsabilidad 

Tabla 19 Límite de la responsabilidad del revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración propia 

 

¿Cómo entender el límite de la responsabilidad de un Revisor Fiscal cuando con su 

conocimiento puede ocultar  información? Cuando tolera o admite acciones en contra de la ley, 

¿Será conjuntamente responsables por estas actuaciones? las respuestas a estas preguntas las 

contesta el artículo 41 de la ley 43 de 1990, cuando establece que Revisores Fiscales no serán 

responsables por actos administrativos de las empresas o personas a las cuales presta sus 

servicios; estas decisiones o actos administrativos son tomadas generalmente por los 

administradores en beneficio de los socios, como lo establece la Sentencia 1436 del 2000 que 

define el acto administrativo así:  “la manifestación de la voluntad de la administración, 

tendiente a producir efectos jurídicos ya sea creando, modificando o extinguiendo derechos para 

los administrados o en contra de éstos, tiene como presupuestos esenciales su sujeción al orden 
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jurídico y el respeto por las garantías y derechos de los administrados.”
 
Esta sujeción al orden 

jurídico, no siempre se lleva a efecto, lo que puede implicar una complicidad malintencionada 

por parte de los administradores y los administrados ¿Qué papel cumple entonces el Revisor 

Fiscal en estos casos?  

Por su parte,  la ley no exime de responsabilidad a los Revisores Fiscales, por un lado está 

en su deber el denunciar actos irregulares; para ellos no aplica el recurso del Secreto Profesional. 

Por otra parte esta lo expuesto por el artículo 41 de la Ley 222 de 1995 que aclara que la 

aprobación de cuentas no exonerará de responsabilidad a Revisores Fiscales, esto puede 

entenderse que pese a lo que aprueben contadores, administradores y/o socios, él igualmente 

responderá por lo errado de esta información. 

Lo que si es cierto, es que la ley les pedirá cuenta de distinta forma a cada uno de ellos en 

lo que compete al Revisor Fiscal por el no cumplimiento de sus funciones o tareas; siendo así, le 

corresponde la responsabilidad administrativa o contravencional. 

 

8.2.2.10.2.3  Responsabilidad Administrativa o Contravencional. 

Tabla 20 Responsabilidad administrativa o contravencional 
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Fuente. Elaboración propia 

La Responsabilidad administrativa y contravencional del Revisor Fiscal, se refiere 

exclusivamente al no cumplimiento de sus funciones; esto abarca aspectos como la violación a la 

ley, violación a las normas institucionales, elaboración de estados financieros que no reflejen la 

realidad económica, violación a la reserva, inexactitud de datos en declaraciones. Todas estas 

actuaciones son condenadas por la superintendencia de sociedades y la superintendencia bancaria 

en actividades que sean de su competencia a través de multas, sanciones, interdicciones al 

ejercicio.  
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8.2.2.10.2.4 Responsabilidades Sociales  

Tabla 21 Responsabilidad con la sociedad 

 

Fuente. Elaboración propia 

 

El artículo 35 de la ley 43 de 1990,  recuerda los cometidos sociales de los contadores 

públicos, la naturaleza social de su labor, la fe pública, que representa su responsabilidad social 

por excelencia. El Revisor fiscal está revestido de deberes importantes, es el ente que delegó el 

Estado para observar y comprobar que efectivamente las actividades de comercio, se hacen 

conforme a lo establecido por la ley, para el beneficio de la sociedad,  de ello da cuenta el 

abogado Hernando Bermúdez Gómez (2009), en su texto Apuntes sobre la Revisoría Fiscal, el 

Revisor Fiscal y sus suplentes, cuando define el concepto de Revisor Fiscal: “es un órgano social 

y no meramente un empleo  o cargo. Por más que el legislador use repetidamente la expresión el 

revisor, lo cierto es que existe la revisoría, la cual tiene al revisor a la cabeza.” No es un cargo 

con más responsabilidades que impliquen sanciones, multas o interdicciones, se trata de un 

órgano social al servicio de la comunidad; es un órgano equilibrador de intereses de todos los 

terceros que tengan cualquier tipo de relación con las sociedades comerciales. 
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Es por todo ello que cuando los intereses de los terceros, o de toda una comunidad se 

vean en peligro, se hace efectivo el derecho de exigir una indemnización por los daños causados. 

 

8.2.2.10.2.4.1  Responsabilidad Civil. 

Tabla 22 Responsabilidad con la sociedad del revisor fiscal 

 

Fuente. Elaboración propia 
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El Revisor Fiscal estará en la obligación de pagar indemnizaciones por actos que 

perjudiquen a los terceros involucrados en las actividades de las empresas o entidades bajo su 

supervisión. El uso irresponsable de la confianza pública, implica estas consecuencias 

económicas, sin embargo cabe la duda según casos como el de D.M.G. de que sea una medida 

efectiva, para que el Revisor Fiscal haga buen uso de su facultad de dar fe pública. 

8.2.2.10.2.5  Algunas responsabilidades con implicaciones penales. 

8.2.2.10.2.5.1  Implicaciones de los documentos contables. 

  

Tabla 23 Responsabilidades penales. Documentos contables 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 24 Responsabilidades penales. Doc. Contables. Balance Gnral. 

 

Fuente. Elaboración propia 

¿Qué se busca de la contabilidad y sus documentos contables? Que sea verificable, 

confiable. Para que esto se lleve a cabo, debe ser una información neutral, que no se cree en 

beneficio de unos pocos; que sea veraz, apegada a la realidad. Pero ¿Qué ocurre cuando es la 

firma de un contador la que atestigua  estas cualidades? Surge, claramente la confianza pública; 

el acto que “asegura” que todos estos hechos consolidados en los Estados Financieros, reflejaran 

la realidad económica de la entidad, que se ajustan a los requisitos legales. 

Ahora, ¿Qué ocurre cuando contadores públicos atestiguan con falsedad realidades 

económicas a través de los Estados Financieros? ¿No podrían ellos recurrir a su derecho 

constitucional del secreto profesional que se consagra en el artículo 74 de la Constitución 

Política (1991) que dice que: “todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos 

públicos salvo los casos que establezca la ley El secreto profesional es inviolable.” o en su 

defecto podrían recurrir al hecho de que por motivo de su contrato laboral, tienen una 

subordinación técnica, económica, jurídica y que por lo tanto deben seguir los mandatos de sus 

empleadores, ¿Será que para estos contadores aplicará, el artículo 289 del Código Penal 

Colombiano (Ley 906, 2004) que establece  : “El que falsifique documento privado que pueda 

servir de prueba, incurrirá si lo usa, en prisión de 16 a 108 meses”, cuando gozan de la 

protección que les brinda el secreto profesional? la Sentencia 637 (2009) de la Corte 

Constitucional ratifica mejor este hecho al expresar: “Respecto de la exigencia de veracidad de 

los documentos privados, no existe acuerdo en relación con el hecho de que los particulares 

deban decir siempre la verdad en sus documentos. No obstante, la Corte Suprema de Justicia 
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considera que la exigencia de veracidad es posible en documentos privados cuando: (i) el deber 

de veracidad proviene de la ley, como ocurre en los casos en que la ley suele entregar a los 

particulares el deber de certificar hechos con fines probatorios a efectos de generar confianza en 

la sociedad. Tal es el caso de médicos, revisores fiscales y administradores de sociedades, que 

deben dar fe de hechos de que tienen conocimiento; (ii) el documento tiene capacidad probatoria; 

(iii) el documento es utilizado con fines jurídicos; y (iv) el documento determine la extinción o 

modificación de una relación jurídica sustancial con perjuicio de un tercero.”
  

Esta sentencia ratifica el hecho de la importancia de la labor del Revisor Fiscal, que 

verdaderamente debe actuar como un “tamizador”, que no solamente ayuda a prevenir actos que 

pongan en riesgo la estabilidad de la compañía, sino que además alertará al Estado y a la 

sociedad en general de todos los hechos económicos que vayan en contravía de la legalidad y del 

bien común. 
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8.2.2.10.2.5.2  Responsabilidades en cuanto a la Fe pública. 

Tabla 25 Responsabilidades del revisor. Fe pública. Inexactitudes 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 26 Delito contra la fe pública. Responsabilidad penal 

 

 

Fuente. Elaboración propia 
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La fe pública implica un riesgo social, al ser una confianza ciega de los actos atestiguados 

involucran necesariamente intereses particulares. Cuando se comprende la importancia social de 

esta labor, se infiere en el motivo que llevó al Estado a otorgar funciones catalogadas como 

públicas a Revisores Fiscales, Wendell Archibold Barrios, autor del texto Revisoría fiscal y 

control fiscal como formas de control estatal en Colombia (2013, p 37),  lo expresó:  “El 

contador público cuando ejerce funciones de revisor fiscal, sin duda desarrolla funciones 

públicas, en el sentido de dar fe pública sobre algunos actos propios de la iniciativa empresarial 

privada al tiempo que las fiscaliza, a fin de que el Estado disponga de un adecuado suministro de 

información por parte de las empresas.” 

¿Cuál es la Responsabilidad entonces de los contadores públicos?  El artículo 1 de la ley 

43 de 1990, establece en su segundo párrafo, la responsabilidad del contador público en su 

obligación de dar fe pública: “La relación de dependencia laboral inhabilita al contador para dar 

fe pública sobre actos que interesen a su empleador. Esta inhabilidad no se aplica a los revisores 

fiscales ni a los contadores públicos que presten sus servicios a sociedades que no esté obligadas, 

por ley o por estatutos, a tener revisor fiscal.” 

Es evidente entonces que la responsabilidad principal recae sobre el revisor fiscal, tanto 

en la atestación de cuentas como en la aprobación de informes de gestión; pero esto no exonerará 

de responsabilidad a contadores públicos que tengan conocimiento de tales  falsedades, lo 

expresa el  artículo 45 de la ley 222 de 1995, “La aprobación de las cuentas no exonera la 

responsabilidad de los administradores, representantes legales, contadores públicos, asesores o 

revisores fiscales”
 

La competencia de ejercer funciones públicas recae principalmente sobre el ejercicio de 

la Revisoría Fiscal, en garantía de los intereses de todos, por lo tanto las penas de cárcel serán 

asumidas por los funcionarios que en ejercicio de estas funciones, decidan actuar en contravía de 

la ley, en cuanto a su deber de dar fe pública y de atestiguar al Estado de la veracidad de los 

hechos que expresan de las distintas entidades. Sobre el Revisor Fiscal caerá la mayor 

responsabilidad. 
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8.2.2.10.2.6  Responsabilidades Tributarias 

Tabla 27 Responsabilidades tributarias 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 27 Continuación 

 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 28 Certificación de declaración de impuestos 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 28. Continuación 

 

La responsabilidad en materia de certificación que tiene el revisor fiscal, le ha permitido 

al Estado Colombiano designarle varias funciones o responsabilidades en materia tributaria. Su 

firma siempre estará presente mientras exista la obligación por parte de las entidades de tener 

revisor fiscal. Dicha firma deberá estar  en los siguientes documentos:  

 Declaración de impuesto al patrimonio 

 Certificado de declaración de ingresos y patrimonio 

 Certificado de declaración bimestral a las ventas 

 Declaración de retención en la fuente 
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 Impuesto de renta y complementarios 

 Tendrá el derecho de firmar declaraciones de renta y complementarios con 

salvedades, con la obligación de entregarle al representante legal los hechos no certificados y la 

explicación correspondiente que indique por qué no los certifica. 

 Además tendrá la responsabilidad de atestiguar del,  

 El importe de los siniestros avisados, hasta la ocurrencia de la parte no 

reasegurada debidamente, esto lo certifica el Revisor Fiscal 

 Deducción por concepto de donaciones,  se requiere una certificación de la 

entidad donataria firmada por el Revisor fiscal o contador público. 

Todas estas obligaciones, se traducen en el control fiscal ejercido por el Estado, en manos 

del Revisor Fiscal. A través de estas obligaciones, el Estado se asegura del correcto cálculo de 

los impuestos, fundamentados en el hecho que establece el artículo 581 del Estatuto tributario 

(Decreto 624, 1989) que expone: “la firma del contador público o revisor fiscal en las 

declaraciones tributarias, certifica los siguientes hechos: 

1. Que los libros de contabilidad se encuentran llevados en debida forma, de acuerdo con 

los principios de contabilidad generalmente aceptados y con las normas vigentes sobre la 

materia. 

2. Que los libros de contabilidad reflejan razonablemente la situación financiera de la 

empresa. 

3. Que las operaciones registradas en los libros se sometieron a las retenciones que 

establecen las normas vigentes, en el caso de la declaración de retenciones.”  

Estos hechos certificados, son la base suficiente para determinar que el Estado obtendrá 

de sus contribuyentes el pago justo de sus impuestos.  
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8.2.2.10.2.6.1  Responsabilidad Administrativa y Contravencional por el incumplimiento 

de deberes tributarios.  

 

Tabla 29 Responsabilidad por el incumplimiento de deberes tributarios 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Tabla 29 Continuación 

 

Esta responsabilidad contravencional o administrativa, encausaría, sanciones, multas, 

suspensión o cancelación de inscripción como profesional como consecuencia de actuaciones en 

contravía de lo que se certifica a través de su firma en declaraciones que tienen como fin llegar a 

la Administración tributaria.  

Su responsabilidad es tal, que responderán igual que los Representantes legales de las 

compañías que en su contabilidad o en declaraciones tributarias, omitan ingresos gravados, 

lleven doble contabilidad, incluyan costos o deducciones inexistentes, o registren perdidas 

improcedentes. Todo esto debería llegar a constituirse en un motivo por el cual el Revisor Fiscal, 

se abstenga de actuar con falsedad, o no actuar conforme a las instrucciones que le ha dado el 

Estado. La pregunta ante tales circunstancias es ¿Por qué algunos revisores fiscales persisten en 

actuar con ligereza frente a tales asuntos, cuando les implica costos, sanciones y prisión? 
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8.2.2.10.3  Contexto de las responsabilidades del Revisor Fiscal. 

 

El Revisor Fiscal tiene muchas responsabilidades, por un lado está en su deber como 

profesional ante la compañía para la cual trabaja. Sabe que de esta labor depende enteramente su 

economía. Por otra parte, esta su deber social; debe proteger a terceros, velar por su bienestar; 

esto incluye al Estado el cual creó la figura del Revisor Fiscal con el objetivo de ser informado 

de las operaciones de las empresas con dos intensiones; el cálculo correcto de los impuestos y 

hacer seguimiento de las operaciones de las empresas, para evitar situaciones que puedan 

perturbar el bienestar común. 

Ante la realidad de la coexistencia de múltiples obligaciones, se hace  necesario 

puntualizar en el siguiente hecho; no siempre existirán situaciones ideales, circunstancias que 

permitan que los intereses de los usuarios de la información no se colisionen, donde los fines y 

objetivos de los clientes de la información coincidan en perfecta armonía. Es precisamente por 

esta causa, que la labor del Revisor Fiscal se considera con falencias,  porque carece de 

elementos estructurales necesarios para que pueda ser considerado un órgano de control 

imparcial;  uno de estos elementos es la dependencia laboral, que es directa con la entidad que 

supervisa; para hacer más problemática la situación, sin garantías de un Estado que le brinde la 

protección adecuada, no solo a su actividad, sino también a su vida e integridad. 

Ante esta posición vulnerable en que se encuentra el Revisor Fiscal en la actualidad, bajo 

numerosas responsabilidades designadas y coyuntura de intereses involucrados, los elementos 

necesarios para que la Revisoría Fiscal sea un organismo de control efectivo, suelen ser 

deficiente, por lo cual se hace necesario analizar qué elementos serían necesarios para que la 

Revisoría llegue a ser el organismo de control eficaz. 

A pesar de las falencias estructurales normativas de la Revisoría Fiscal, existen 

profesionales que bajo cualquier circunstancia actúan con ética y profesionalismo, pero por otro 

lado, existen profesionales que privilegian sus intereses personales con el costo de someter a la 

sociedad a catástrofes económicas, afectando no solamente la estabilidad del Estado,  sino 

también perjudicando la buena imagen de muchos profesionales que honradamente ejercen sus 

actividades.  
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8.2.3 Protección del Estado al ejercicio de la Revisoría Fiscal. 

Mucho es lo requerido de los revisores fiscales, quienes por motivo de su cargo, están en 

una situación que puede llegar a poner en riesgo su vida, especialmente si deciden ejercer 

honestamente su labor, denunciando casos de corrupción  o malos manejos de parte de los entes 

supervisados.  Una tarea fundamental en la labor del Revisor Fiscal es ser ayudante del Estado, 

tal como es expresado por la Sentencia C-062 (1998): 

Por eso cuando se habla de la necesidad de poner en conocimiento de las 

autoridades aquellos hechos que afectan el normal desenvolvimiento de la sociedad 

mercantil y que en muchos casos pueden violar leyes vigentes, elevamos el principio de 

solidaridad del nivel de colaboración y complementación de la actividad estatal, al de 

verdadero control de la conducta social y defensa de los derechos jurídicamente 

reconocidos. El conocimiento que sobre las finanzas empresariales que posee el revisor 

fiscal, le permite adentrarse en la estructura de sus pasivos y activos y en sus operaciones, 

de suerte que en las ocasiones y oportunidades en las que debe intervenir en la confección 

y presentación de los estados financieros, es apenas razonable que el legislador le 

imponga la obligación de advertir sobre la real capacidad de pago de la sociedad. La 

revisoría fiscal es un órgano de la sociedad. 

 

Debido a la ayuda que representa para el Estado, la revisoría fiscal, es considerada un 

órgano de la sociedad. El ejercicio de su cargo beneficia a la sociedad, pero ¿Qué hace el Estado 

Colombiano en retribución  de esta tarea tan importante? 

El revisor fiscal representa para el Estado colombiano un apoyo en sus funciones de 

controlar el buen desarrollo de la economía, de procurar el bienestar social, de hacer seguimiento 

fiscal, garantizando así el correcto pago de los impuestos. Las medidas adoptadas por el Estado, 

en retribución a esta labor tan importante y de tan alto riesgo, debería ser, el darle garantías de 

seguridad para su ejercicio, incluyendo la protección de su vida e integridad. La Constitución 

Política de Colombia (1991) reconoce el derecho de la protección a la vida que debe hacer valer 

el Estado Colombiano, el artículo 2, reconoce este derecho a todos los ciudadanos “Las 

autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 

Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.” 
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En cuanto a la protección a los trabajadores, el artículo 10 del Código Sustantivo De 

Trabajo (1950), expone “Todos los trabajadores y trabajadoras son iguales ante la ley, tienen la 

misma protección y garantías, en consecuencia, queda abolido cualquier tipo de distinción por 

razón del carácter intelectual o material de la labor, su forma o retribución, el género o sexo 

salvo las excepciones establecidas por la ley.” 

La vida, protección y las garantías son aplicadas de igual manera para todos los 

trabajadores Colombianos, según lo expresado por este artículo, la Revisoría Fiscal un órgano de 

control estatal que debe ser protegido, de igual manera que la vida de los Revisores Fiscales por 

parte del Estado. 

Probablemente muchos revisores fiscales han sufrido amenazas o presiones en algún 

momento, en virtud de su oficio; en contraposición quizás de las muchas denuncias no hechas, 

que se basan en sentimientos de temor  que radican en las posibles represalias en contra la 

integridad personal y familiar. Casos como el reportado en Bogotá en el 2009 dan cuenta del alto 

riesgo que sufren los revisores fiscales en el ejercicio de su labor, la W Radio (2009. Marzo 18) 

informó: “En cuidados intensivos se encuentra desde anoche el revisor fiscal del equipo 

bogotano Santa Fe, Justo Chipatecua, quien fue atacado por dos desconocidos que le propinaron 

ocho puñaladas. 

El hecho se presentó hacia las siete de la noche cuando el contador Justo Chipatecua regresaba a 

su residencia en compañía de un familiar y fue atacado por desconocidos que le propinaron 

varias puñaladas sin que se llevaran ningún elemento personal”. 

Las autoridades investigan una hipótesis según la cual el hecho habría sido una 

retaliación contra Chipatecua, por haberse negado a firmar unos balances contables en los que se 

habrían detectado inconsistencias en el manejo de recursos del equipo de la capital de Bogotá.”
 

Ante las diversas circunstancias de riesgo al que se expone un revisor fiscal, ¿Qué mecanismos 

de protección ha ideado el Estado para proteger a Revisores Fiscales? 

El Decreto 2699 (Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación, 1991), en su 

artículo 3, numeral 7, establece como función de la Fiscalía General de la nación, “Velar por la 

protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el proceso”. Estas garantías de protección 

son aplicables a revisores fiscales en caso de denunciar hechos que representen una amenaza 

para su vida con previa denuncia formal ante la fiscalía; caso en el cual este organismo estará en 

la obligación de proteger su integridad física y la de su familia.  
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La fiscalía estará respaldada por la Oficina de Protección y Asistencia, que apoyará la 

defensa de estos derechos, el artículo 23 este decreto (Decreto 2699, 1991) establece sus  

funciones, “La Oficina de Protección y Asistencia será responsable de asesorar al Fiscal 

General en definir políticas de protección y asistencia social para funcionarios de la Fiscalía, 

víctimas testigos e intervinientes en el proceso… Para cumplir con estas funciones será 

responsable de: 1. Recolectar y estudiar la veracidad, el posible origen y la gravedad de las 

amenazas contra víctimas, testigos, funcionarios de la Fiscalía e intervinientes en el proceso. 2. 

Tomar las medidas necesarias para que los organismos de seguridad del Estado brinden la 

protección y seguridad en aquellos casos en que se requiera.” 

La Fiscalía creó también el programa de protección a testigos, este es de aplicación 

exclusiva para víctimas, intervinientes en procesos penales y funcionarios de la Fiscalía General 

de la Nación, cuando efectivamente denuncien persecución contra su vida o corran algún peligro,  

el artículo 69 de la Ley 418 de 1997 establece que: “Las personas amparadas por este programa 

podrán tener protección física, asistencia social, cambio de identidad y de domicilio, y demás 

medidas temporales o permanentes encaminadas a garantizar en forma adecuada la preservación 

de su integridad física y moral y la de su núcleo familiar. Cuando las circunstancias así lo 

justifiquen, dicha protección podrá comprender el traslado al exterior, incluidos los gastos de 

desplazamiento y manutención por el tiempo y bajo las condiciones que señale el Fiscal General 

de la Nación. Las personas que se acojan al programa de protección se sujetarán a las 

condiciones que establezca la Fiscalía General de la Nación.” 

Estos recursos de protección, estarán a disposición de cualquier persona que sea testigo 

en un proceso penal, como garantía a su integridad; esto no es exclusivo de revisores fiscales, por 

lo que surge una pregunta ¿Qué protección especial es dada a los Revisores Fiscales por motivo 

de sus funciones públicas o sociales? 

Por medio del Decreto 4912 de 2011, el Gobierno Nacional, “organiza un programa de 

prevención y protección de los derechos a la vida, libertad, integridad y seguridad de las 

personas, grupos y comunidades del Ministerio del Interior y de la Unidad Nacional de 

Protección. 

Considerando, que es obligación del Estado la protección integral de las personas que se 

encuentran en situación de riesgo extraordinario o extremo como consecuencia directa del 
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ejercicio de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias, o en razón 

del ejercicio de su cargo. 

Que de acuerdo con lo dispuesto con el decreto 2893 de 2011, el Ministerio del Interior 

tiene como una de sus funciones diseñar e implementar las políticas públicas de protección, 

promoción, respeto y garantía de los derechos humanos en coordinación con las demás 

entidades competentes, así como la prevención a las poblaciones de éstos y la observancia al 

derecho internacional humanitario, con un enfoque integral, diferencial y social.” 

El Ministerio del interior, tiene la obligación de procurar la seguridad, equidad y respeto 

de los derechos humanos; para ello debe establecer los mecanismos adecuados de protección. 

Como respuesta a esta obligación el Decreto 4912 del 2011, ha establecido conceptos de riesgo 

que deben ser protegidas, el artículo 2, en los numerales 16, 17 define el riesgo extraordinario y 

el riesgo extremo así: 

  Es aquel que las personas, como consecuencia directa del ejercicio de sus 

actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias, o en razón al 

ejercicio de su cargo, no están obligadas a soportar y comprende el derecho de recibir 

del Estado la protección especial por parte del Programa, respecto de su población y 

siempre que reúna las siguientes características: 

a. Que sea específico e individualizable. 

b. Que sea concreto, fundado en acciones o hechos particulares y manifiestos no 

en suposiciones abstractas 

c. Que sea presente, no remoto ni eventual. 

d. Que sea importante, es decir, que amenaza con lesionar bienes jurídicos 

protegidos 

e. Que sea serio, de materialización probable por las circunstancias del caso. 

f. Que sea claro y discernible. 

g. Que sea excepcional en la medida en que no debe ser soportado por generalidad 

de los individuos. 

h. Que sea desproporcionado, frente a los beneficios que deriva la persona la 

situación  por la cual se genera el riesgo. 

17. Riesgo Extremo: Es aquél que se presenta al confluir todas las características 

señaladas para el riesgo extraordinario y que adicionalmente es grave e inminente.  
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Por su parte el artículo 6 del mismo decreto establece qué tipo de personas serán 

beneficiarias de esta protección:  

Protección de personas en situación de riesgo extremo. Son objeto de protección 

en razón del riesgo: 

1. Dirigentes o activistas de grupos políticos y especialmente de grupos de 

oposición. 

2. Dirigentes, representantes o activistas de organizaciones defensoras de 

derechos humanos, de víctimas, sociales, cívicas, comunales o campesinas. 

3. Dirigentes o activistas sindicales 

4. Dirigentes, representantes o activistas de organizaciones gremiales. 

5. Dirigentes, Representantes o miembros de grupos étnicos. 

6. Miembros de la Misión Médica 

7. Testigos de casos de violación a los derechos humanos y de integración al 

Derecho Internacional Humanitario 

8. Periodistas y comunicadores sociales. 

9. Víctimas de violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario, incluyendo dirigentes, lideres, representantes de 

organizaciones de población desplazada o de reclamantes de tierras en situación de riesgo 

extraordinario o externo. 

10. Servidores públicos que tengan o hayan tenido bajo su responsabilidad el 

diseño, coordinación o ejecución de la política de derechos humanos y paz del Gobierno 

Nacional. 

11. Ex servidores públicos que hayan tenido bajo su responsabilidad el diseño, 

coordinación o ejecución de la Política de Derechos Humanos o de Paz del Gobierno 

Nacional. 

12. Dirigentes del Movimiento 19 de Abril M-19, la Corriente de Renovación 

Socialista, CRS, el Ejército Popular de Liberación, EPL, el Partido Revolucionario de los 

Trabajadores, PRT, el Movimiento Armado Quintín Lame, MAQL, el Frente Francisco 

Garnica de la Coordinadora Guerrillera, el Movimiento Independiente Revolucionario 

Comandos Armados, MIR, COAR y las Milicias Populares del Pueblo y para el Pueblo, 
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Milicias Independientes del Valle de Aburrá y Milicias Metropolitanas de la ciudad de 

Medellín, que suscribieron acuerdos de paz con el Gobierno Nacional en los años 1994 y 

1998 y se reincorporaron a la vida civil. 

13. Dirigentes, miembros y sobrevivientes de la Unión Patriótica y del Partido 

Comunista Colombiano. 

14. Apoderados o profesionales forenses que participen en procesos judiciales 

o disciplinarios por violaciones de derechos humanos o infracciones al derecho 

internacional humanitario. 

15. Docentes de acuerdo a lo establecido por la Resolución 1240 de 2010 del 

Ministerio de Educación Nacional, sin perjuicio de las responsabilidades de protección 

del Ministerio de Educación estipuladas en la misma. 

16. Hijos y familiares de Expresidentes y Ex vicepresidentes de la República. 

17. Servidores públicos, con excepción de aquellos mencionados en el 

numeral 10 del presente artículo y los funcionarios de la Procuraduría General de la 

Nación y la Fiscalía General de la Nación quienes tienen su propio marco normativo para 

su protección. 

18. Embajadores y Cónsules extranjeros acreditados en Colombia 

19. Autoridades religiosas” 

Este tipo de protección especial no fue propuesta para los revisores fiscales, a pesar de 

que por razón de sus obligaciones, cumplían funciones públicas; además de la implicación social 

de su ejercicio, como quedó demostrado en casos como el de DMG, donde era necesario la 

denuncia de actos ilícitos o actividades contrarias a la ley que perjudicarían los intereses de 

todos.  

El revisor fiscal no cuenta con esta especial  protección, otros funcionarios son 

beneficiarios de esta normatividad, por este motivo, pueden solicitar ayuda en caso de amenaza a 

la Unidad Nacional de Protección (UNP), quien a su vez, ejecutará las medidas de protección 

necesarias para la vida, libertad e integridad de las personas a través de recursos físicos y 

humanos que sean requeridos, para la protección en caso de amenazas. 

En este orden de ideas, la falta de protección por parte del Estado puede llegar a 

convertirse en un motivo que condicione el correcto ejercicio del revisor fiscal. Los principios de 

imparcialidad y objetividad, pueden verse nublados  como consecuencia de la débil protección a 



 

141 
 

su vida; ante estas realidades, se podría decir que no son suficientes los mecanismos de seguridad 

establecidos en la actualidad, en procura de la protección del revisor fiscal. 

 

8.2.4 Disparidad normativa que implican falencias en la estructura organizativa y 

legal  de la revisoría fiscal. 

La realidad  de la consolidación de la Revisoría Fiscal en Colombia, se dio gracias a las 

normas, leyes, decretos, circulares, pronunciamientos, conceptos. Todas ellas, han  determinado 

la importancia de la institución; le han señalado caminos para su ejecución. Las normas deben 

constituirse en el timón que guía a esta entidad, tienen la labor de dirigir las labores de cientos de 

Revisores Fiscales en Colombia,  conduciéndolos a la adecuada ejecución a través del control 

que ejerce al  encaminar sus actividades, todo esto frente a ese gran mar de empresas u 

organizaciones que son susceptibles de ser vigiladas con su función. Su finalidad, es lograr que 

los revisores fiscales, lleven a puerto seguro las organizaciones, en beneficio no solo del 

surgimiento económico de las mismas, sino también de la  transparencia, con el objetivo de 

beneficiar a todos los usuarios de la información, incluyendo el mismo Estado. 

Para que estos objetivos se lleven a cabo, se requiere que las normas cumplan particulares 

atributos como la concordancia, secuencia, coherencia y conexión. Estas condiciones hacen que 

el revisor fiscal cuente con instrumentos adecuados, que constituyen una base firme sobre la cual 

su ejecución sea más segura. 

Pero ocurre que cuando las normas son ambiguas o inconclusas en relación al 

cumplimiento de sus objetivos regular un organismo de control, puede resultar ineficiente ya que 

se debería cumplir con unos requisitos mínimos de protección y en el caso de la revisoría fiscal, 

debería cumplir con unas condiciones ínfimas como lo puede ser la imparcialidad y la 

objetividad, cuyas cualidades  se constituyen como los aspectos básicos que son el punto de 

quiebre de la normatividad que rige la Revisoría Fiscal. Esto, precisamente, fue lo que ignoro la 

norma, sin considerar la gran importancia que tienen estos dos aspectos para la fe pública, más 

en un organismo considerado de control que debe ser neutral. Ningún agente supervisado debería 

estar en la capacidad de permear su labor, debe estar blindado contra la corrupción; este blindaje 

lo debe proporcionar el Estado a través de su normatividad, y no dejar en manos de la buena 

voluntad una responsabilidad que repercute en el bienestar social. 
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Para entenderlo mejor se recurrirá al análisis de las normas fundamentales en cuanto a 

este asunto, haciendo uso de las circulares y pronunciamientos que serán de apoyo para 

determinar la disparidad en cuanto a este asunto. Se hace uso de ellos porque precisamente estos 

pronunciamientos han sido divulgados con  el propósito de esclarecer esas cuestiones álgidas, 

que son aspectos fundamentales en el ejercicio de la Revisoría Fiscal. 

8.2.4.1  Objetividad e independencia VS el deber social 

Tabla 30 Objetividad e independencia Vs. Deber social 

 

Fuente. Elaboración propia 
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Cuando se define, ¿Qué es Revisoría Fiscal? consecuentemente se describe su deber 

social. Para que este propósito se lleve a cabo, se requiere de independencia y objetividad. La 

orientación del Consejo Técnico de la Contaduría Pública hace especial énfasis en la 

independencia, de ella surge naturalmente la objetividad. El enfoque al que se refiere esta 

orientación es peculiar, ya que asocia la independencia a órganos asociados con la 

administración, la junta directiva, la presidencia o gerencia y en complementación a lo expresado 

establece que el Revisor Fiscal incluso puede llamar la atención o informar a la asamblea de 

socios o junta de socios, o a las autoridades competentes, según los casos, de cualquier 

actuación irregular en la gestión adelantada; entendiéndose de esta manera que regula de manera 

singular la acción de los administradores.  

Queda un sin sabor en el verdadero valor dado a la imparcialidad, pues resalta una 

importancia mayor a la imparcialidad del Revisor Fiscal frente a los administradores pero no ante 

los socios,  por lo tanto, los socios no deben ser los únicos beneficiados de la labor del revisor 

fiscal, pues este cumple una labor social en la que prima el interés común.  
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8.2.4.2 Objetividad e independencia VS  elección y contratación. 

Tabla 31Objetividad e independencia Vs Elección y contratación 

 

Fuente. Elaboración propia 

 

El concepto de subordinación que es expresado en los apartados de la orientación y 

circular relacionados, se refiere a la subordinación técnica o jurídica,  la cual es definida por Ruiz 

(2009, p 4) en su libro Teorías Que Explican La Subordinación como:  

La dependencia técnica, predica la subordinación, como la obligación del 

trabajador de someterse a instrucciones sobre la forma de realizar el trabajo… 
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La dependencia jurídica consiste en la potestad jurídica que tiene el empleador, 

para dar órdenes e instrucciones en cualquier momento, y en la obligación correlativa del 

trabajador para acatar su cumplimiento. 

    

Cualquier tipo de contratación con Revisores Fiscales implica la inexistencia de estas 

dependencias, pero existe la dependencia económica, que no es considerada con la importancia 

requerida. La Superintendencia de Sociedades en su circular 115-000011 expone que la 

dependencia corresponde única y exclusivamente al máximo órgano social, pero no se considera 

las implicaciones que podría llegar a tener la dependencia económica con relación a la 

imparcialidad.  

¿Los Revisores Fiscales podrán disfrutar de objetividad e independencia absoluta bajo 

estas circunstancias? ¿Será que la dependencia económica no ejerce ninguna influencia sobre su 

labor? 

Para responder a estas preguntas se debe considerar que cualquier dependencia  crea una 

cadena de mando dentro de la organización; los administradores reciben órdenes de los socios, 

tal vez actuando conjuntamente en contravía de la ley. Ante esta circunstancia el Revisor Fiscal 

estará en situación de indefensión por motivo de su dependencia, tendrá que tomar la decisión de 

denunciar estos hechos pese a su vulnerabilidad por motivos económicos, contemplando la 

posibilidad de ser removido de su cargo sin justa causa, sin el derecho de ser reintegrado como 

ocurre con otros trabajadores y sin garantías a su protección personal.  

Muchos podrían pensar que en materia normativa la revisoría fiscal está bien como se 

encuentra hoy, pero lo que se pretende a través de esta investigación es plantear una reflexión 

que permita mirar desde otra perspectiva las verdaderas causas de la ineficiencia de la revisoría 

fiscal como institución de control; esto se puede corroborar con todos casos de  fraudes que han 

acontecido. No se pretende lograr un cambio en la normatividad, pero si se pretende dejar un 

precedente que permita visualizar la problemática desde otra perspectiva. Exponer que los 

profesionales carentes de valores no son el único problema, que el Revisor Fiscal realmente se 

encuentra en condiciones de riesgo, que es vulnerable ante determinadas situaciones y que decide 

equivocadamente; entender que a raíz de esta problemática, tal vez se requiere implementar un 

modelo distinto que sea consecuente con las responsabilidades sociales encomendadas.  
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8.3 Relación de los organismos de control del Estado con la revisoría fiscal 

Detrás de la gestión pública, el control y la vigilancia que les corresponde ejercer a las 

entidades estatales, se sospecha frecuentemente del fraude, la corrupción, el lavado de dinero, 

entre otros delitos, como conclusión frente a casos de este tipo que han ocurrido, los cuales por 

ser recurrentes y ampliamente difundidos por los medios de comunicación en nuestro país, no 

son extraños a la población en general; uno de estos casos es el que hemos abordado en este 

trabajo: DMG. Al retomar este caso, es pertinente analizar el papel de las autoridades 

competentes destinadas a impedir este tipo de abusos e identificar las falencias del control 

Estatal, frente a estas compañías y su responsabilidad conjunta con el revisor fiscal, Pues como 

se vio en el primer capítulo, el revisor fiscal fue hallado culpable por el delito de lavado de 

activos y concierto para delinquir, causando un daño económico en muchas zonas del país. En 

consecuencia, es necesario comprender cómo funcionan los entes estatales en materia de 

inspección, vigilancia y control en relación con las sociedades comerciales del sector privado que 

están obligadas a tener revisor fiscal y determinar las falencias del Estado como organismo de 

control. 

8.3.1  Estructura del Estado colombiano 

Cuando se habla de Estado, se hace referencia al conglomerado social, política y 

jurídicamente constituido, asentado sobre un territorio determinado, sometido a una autoridad 

que se ejerce a través de sus propios órganos y cuya autoridad (soberanía) es reconocida por 

otros Estados (Madrid-Malo, 1998, citada en DNP, 2010), como lo es el Estado colombiano. 

Las características propias del Estado Colombiano, las encontramos en el 1er artículo de 

la Constitución Política, el cual declara que: 

Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República 

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 

participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 

solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia de interés general. 

 

Colombia como Estado Social de Derecho, debe actuar en procura del cumplimiento de 

los fines mismos que sostienen su existencia como lo determina el siguiente artículo:  
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…servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar 

la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 

política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 

mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 

orden justo.  

 Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos 

y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares. (Constitución Política de Colombia C.P.C., 1991, art. 2). 

 

En función de lo anterior, el Estado se encuentra organizado en tres ramas en las que se 

divide el poder público, como son la rama ejecutiva, legislativa y judicial. Además de los 

órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes y que corresponden a los 

organismos de control, la organización electoral y la organización territorial, para el 

cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen 

funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines. 

(Constitución Política de Colombia C.P.C., 1991, art. 113): 

 Rama ejecutiva: “De acuerdo con Madrid-Malo (2005, p. 335), la Rama 

Ejecutiva es la Rama del Poder Público que ejerce las funciones del Estado relacionadas con el 

gobierno y la administración. La Rama Ejecutiva es presidida por el Presidente de la República, 

y a ella pertenecen autoridades de todos los órdenes territoriales existentes (nacional, 

departamental, distrital y municipal) además de los órganos autónomos e independientes, los que 

a su vez contienen diversos organismos o entidades que las conforman que trabajan en conjunto 

para la consecución de su cometido estatal.” (DNP
5
, 2010, ) 

 Rama Legislativa: “Corresponde al Congreso de la República reformar la 

Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la administración. El 

Congreso de la República, estará integrado por el Senado y la Cámara de Representantes.” 

(DNP, 2010, p 39) 

                                                           
5
 DNP: Departamento Nacional de Desarrollo 
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 Rama Judicial: “Es la parte de la función pública que cumple el Estado 

encargada por la Constitución Política y la Ley de hacer efectivos los derechos, obligaciones, 

garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin de realizar la convivencia social, lograr y 

mantener la concordia nacional.” (Constitución Política de Colombia, 1991, art 114) 

 Órganos autónomos e independientes: “Los organismos autónomos e 

independientes son considerados como instituciones con personería jurídica de derecho público, 

ajenas a la persona jurídica del Estado central denominada la Nación, y que sin pertenecer a 

ninguna de las ramas ni organizaciones del poder público, gozan de un determinado grado de 

autonomía e independencia y que por virtud de la misma carta política, se les ha determinado su 

estructura y marco de funcionamiento para coadyuvar armónicamente con el funcionamiento del 

Estado” (DNP, 2010, p 43) 

De una manera más concisa, se muestra a grandes rasgos, cómo se encuentra estructurado 

el Estado colombiano mediante el siguiente gráfico: 

 

Figura 5 Estructura del Estado. 

 Recuperado de Contraloría General de la República [p. web] (2015) 
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Con el propósito de lograr un acercamiento al tema planteado, se expondrá la línea 

jerárquica de la rama ejecutiva, en cabeza del Presidente de la República, pues es allí se 

encuentran las entidades estatales a cargo de supervisar los aspectos de tipo empresarial del 

sector privado de la economía: 

“El Presidente de la República es Jefe del Estado, Jefe del Gobierno y suprema autoridad 

administrativa… 

…Las gobernaciones y las alcaldías, así como las superintendencias, los establecimientos 

públicos y las empresas industriales o comerciales del Estado, forman parte de la Rama 

Ejecutiva.” (C.P.C. et. al., 1991, art. 115)  

 Ministerios en Colombia: 

Bajo el mando del Presidente de la República, se encuentran los ministerios, los cuales 

podrían definirse como gabinetes de departamentos de gobierno que tienen como objetivos 

primordiales contribuir y promover el desarrollo sostenible de la sociedad colombiana a través de 

la formulación y adopción de las políticas, planes, programas, desarrollo territorial y urbano, así 

como en materia habitación. 

Actualmente en el gobierno de Colombia existen 16 Ministerios, los cuales cada uno 

tiene a su cargo un sector específico mediante el cual se enmarcan sus objetivos: 
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Tabla 32 Ministerios de Colombia 

MINISTERIOS DE COLOMBIA – 2015 

MINISTERIO OBJETIVO GENERAL 

1. Del Interior (Decretos: 4530 

de 2008, 200 de 2003 y 2893 de 

2011)  

El Ministerio del Interior tendrá como objetivo dentro del marco de 

sus competencias y de la ley formular, adoptar, dirigir, coordinar y 

ejecutar la política pública, planes, programas y proyectos en materia 

de derechos humanos, derecho internacional humanitario, integración 

de la Nación con las entidades territoriales, seguridad y convivencia 

ciudadana, asuntos étnicos, población LGBTI, población vulnerable, 

democracia, participación ciudadana, acción comunal, la libertad de 

cultos y el derecho individual a profesar una religión o credo, consulta 

previa y derecho de autor y derechos conexos, la cual se desarrollará a 

través de la institucionalidad que comprende el Sector Administrativo. 

2. De Relaciones Exteriores 

(Decretos: 3355 de 2009, 110 

de 2004)  

Formular, orientar, coordinar y ejecutar la política exterior de 

Colombia, bajo la dirección del Jefe del Estado y administrar el 

servicio exterior de la República. 

3. De Hacienda y Crédito 

Público (Decretos: 4646 de 

2006 y 246 de 2004 

Definir, formular y ejecutar la política económica del país, de los 

planes generales, programas y proyectos relacionados con esta. 

4. De Defensa Nacional 

(Decretos: 4782, 4483 y 4481 

de 2008; 3123 de 2007; 4222 

de 2006; 049 de 2003; 1561 de 

2002; y 1512 de 2000) 

Formular y adoptar las políticas, planes generales, programas y 

proyectos del sector administrativo defensa nacional, para la defensa 

de la soberanía, la independencia y la integridad territorial, así como 

para el mantenimiento del orden constitucional y la garantía de la 

convivencia democrática. 

5. De Agricultura y Desarrollo 

Rural (Decretos: 4909 de 2007; 

4486 de 2006; y 2478 de 1999) 

Formular, coordinar y adoptar políticas, planes, programas y proyectos 

del sector agropecuario, pesquero y de desarrollo rural. 

6. De Salud y de la Protección 

Social (Decreto 4107 de 2011) 

Formular, adoptar, dirigir, coordinar, ejecutar y evaluar la política 

pública en materia de salud, salud pública, y promoción social en 

salud, y participar en la formulación de las políticas en materia de 
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pensiones, beneficios económicos periódicos y riesgos profesionales, 

lo cual se desarrollará a través de la institucionalidad que comprende 

el sector administrativo. 

7. De Minas y Energía 

(Decretos: 1760 de 2003, 070 

de 2001, y 027 de 1995) 

Planificar, regular y formular las políticas dirigidas a la optimización 

de la exploración, explotación y uso racional y sostenible de los 

recursos minero-energéticos, contribuyendo así, con el desarrollo 

económico del país y al mejoramiento de la calidad de vida de la 

población colombiana 

8. De Comercio, Industria y 

Turismo (Ley 1151 de 2007. 

Decretos: 2700 de 2008, 2785 

de 2006, 4269 de 2005, y 210 

de 2003). 

Formular, adoptar, dirigir y coordinar las políticas generales en 

materia de desarrollo económico y social del país, relacionadas con la 

competitividad, integración y desarrollo de los sectores productivos de 

la industria, la micro, pequeña y mediana empresa, el comercio 

exterior de bienes, servicios y tecnología. 

9. De Educación (Decretos: 

1306 de 2009, 1953 de 2004, 

2230 de 2003) 

Formular la política nacional de educación, regular y establecer los 

criterios y parámetros técnicos cualitativos que contribuyan al 

mejoramiento del acceso, calidad y equidad de la educación, en todos 

sus niveles y modalidades. 

10. De Ambiente y Desarrollo 

Sostenible (Decreto 3570 de 

2011) 

Orientar y regular el ordenamiento ambiental del territorio y de definir 

las políticas y regulaciones a las que se sujetarán la recuperación, 

conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables y del 

ambiente de la nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible, sin 

perjuicio de las funciones asignadas a otros sectores 

11. De Tecnologías de la 

Información y las 

Comunicaciones49 (Ley 1341 

de 2009, Decretos: 4310 de 

2005 y 1620 de 2003) 

Ejercer las funciones de planeación, regulación y control de los 

servicios del sector de las telecomunicaciones, de los servicios 

informáticos y de telemática, de los servicios especializados de 

telecomunicaciones o servicios de valor agregado, y de los servicios 

postales. 
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12. De Transporte (Decretos: 

2053, 1800, 1791 y 1790 de 

2003; y 2171 de 1992) 

Formular y adoptar las políticas, planes, programas, proyectos y 

regulación económica en materia de transporte, tránsito e 

infraestructura de los modos de transporte carretero, marítimo, fluvial, 

férreo y aéreo y la regulación técnica en materia de transporte y 

tránsito de los modos carretero, marítimo, fluvial y férreo 

13. De Cultura (Leyes: 397 de 

1997 y 188 de 1995. Decretos: 

4827 de 2008, y 1746 de 2003) 

Ser el organismo rector de la política cultural colombiana, que a partir 

de la afirmación del multiculturalismo y la descentralización, genera 

espacios de reflexión capaces de desencadenar procesos de formación, 

creación e investigación. Así mismo, velar por la preservación, la 

promoción y la difusión de nuestro patrimonio cultural, contribuyendo 

en la construcción de una cultura de paz. 

14. De Trabajo (4108 de 2011) 

Formular y adoptar las políticas, planes generales, programas y 

proyectos para el trabajo, el respeto por los derechos fundamentales, 

las garantías de los trabajadores, el fortalecimiento, promoción y 

protección de las actividades de la economía solidaria y el trabajo 

decente a través un sistema efectivo de vigilancia, información, 

registro, inspección y control; así como del entendimiento y diálogo 

social para el buen desarrollo de las relaciones laborales.  

15. Ministerio de Justicia y del 

Derecho (Decreto 2897 de 

2011) 

 Formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública en 

materia de ordenamiento jurídico, defensa y seguridad jurídica, acceso 

a la justicia formal y alternativa, lucha contra la criminalidad, 

mecanismos judiciales transicionales, prevención y control del delito, 

asuntos carcelarios y penitenciarios, promoción de la cultura de la 

legalidad, la concordia y el respeto a los derechos, la cual se 

desarrollará a través de la institucionalidad que comprende el Sector 

Administrativo. 

16. De vivienda, ciudad y 

territorio (Decreto 3571 de 

2011) 

Formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública, 

planes y proyectos en materia del desarrollo territorial y urbano 

planificado del país, la consolidación del sistema de ciudades, con 

patrones de uso eficiente y sostenible del suelo, teniendo en cuenta las 

condiciones de acceso y financiación de vivienda, y de prestación de 
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los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico 

Fuente. Adaptación. Recuperado de Elementos básicos sobre el Estado Colombiano. D.N.P. (2010, p. 45) 

 

 Organismos adscritos y vinculados a los Ministerios 

Un organismo o entidad adscrita es aquella que tiene una relación más directa con un 

Ministerio, de tal forma que tiene un escaso margen de maniobra para el ejercicio de sus 

funciones. Un organismo o entidad vinculada es aquella que tiene una relación menos directa 

con un Ministerio o un Departamento Administrativo, de tal forma que goza de mayor autonomía 

para el ejercicio de sus funciones. (DNP, 2010, p 43) 

Con base en los artículos 38 y 50 de la Ley 489 de 1998, son organismos adscritos a los 

Ministerios: las Superintendencias, los Establecimientos Públicos, las Unidades Administrativas 

Especiales, y los demás organismos y entidades que se determinen en su acto de creación. Los 

organismos vinculados son: las Empresas Industriales y Comerciales del Estado y las 

Sociedades de Economía Mixta, y los demás organismos y entidades que se determinen en su 

acto de creación. Los aspectos generales de los principales organismos adscritos se presentan a 

continuación: 
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Tabla 33 Organismos adscritos a los ministerios 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

C
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         Superintendencia de la Economía solidaria

         Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -

INPEC-

         Instituto Geográfico Nacional “Agustín Codazzi”

         Hospital Militar Central

         Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural -

INCODER-

         Servicio Nacional  de Aprendizaje -SENA-

         Superintendencia del Subsidio familiar

         Superintendencia  Nacional de Salud

         Superintendencia de Industria y Comercio

         Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 

Privada

Los artículos 67 y 82 de la Ley 489/98 definen 

que las unidades administrativas especiales, al 

igual que las superintendencias, son entidades 

descentralizadas, con autonomía administrativa 

y patrimonial, las cuales se sujetan al régimen 

jurídico contenido en la ley que las crea y en lo 

no previsto por ella al de los establecimientos 

públicos.

         Instituto Nacional de Vías -INVIAS-

         Superintendencia de Sociedades

         Superintendencia de Puertos y Transporte

         Escuela Superior de Administración Pública -

ESAP-

         Superintendencia de Servicio Públicos y 

Domiciliarios

UNIDADES ADMIN ESPECIALES

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS 

SUPERINTENDENCIAS. Las superintendencias son 

organismos creados por la ley, con la autonomía 

administrativa y financiera que aquella les señale, sin 

personería jurídica, que cumplen funciones de 

inspección y vigilancia atribuidas por la ley o mediante 

delegación que haga el Presidente de la República 

previa autorización legal. La dirección de cada 

superintendencia estará a cargo del Super-intendente. 

Con. Sentencia C 561 de 1999. (Ley 489, 1998, art. 

66)

Son organismos adscritos a un Ministerio, o a un 

Departamento Administrativo (como la 

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 

que se encuentra adscrita al Departamento Nacional 

de Planeación) los cuales, dentro de los límites de la 

autonomía administrativa y financiera establecida por 

la ley, ejercen algunas de las funciones que 

pertenecen al Presidente de la República, 

especialmente las de control, inspección y 

vigilancia de la prestación de un servicio público 

o del ejercicio de una actividad y las demás que la 

ley les confiere. Tienen cierta autonomía frente al 

Ministerio o Departamento Administrativo del cual 

dependen, y pueden tener o carecer de personería 

jurídica (la mayoría no cuenta con personería jurídica). 

(Departamento Nacional de Planeación, 2009, p 49)

Los establecimientos públicos, junto con las empresas 

industriales y comerciales del Estado y las sociedades 

de economía mixta, conforman el grupo de las llamadas 

entidades descentralizadas, las cuales son una 

expresión de la descentralización especializada o por 

servicios, en la cual,  el poder central se entrega por 

mandato legal a una persona jurídica pública 

creada para el efecto, con el objetivo que atienda 

exclusivamente el servicio y se especialice en su 

prestación. (Departamento Nacional de Planeación, 

2009, p 50)

SUPERINTENDENCIAS ESTABLECIMIENTOS PUBLICOS

ORGANISMOS ADSCRITOS A LOS MINISTERIOS

Los establecimientos públicos son organismos 

encargados principalmente de atender funciones 

administrativas y de prestar servicios públicos 

conforme a las reglas del Derecho Público, que 

reúnen las siguientes características: a) Personería 

jurídica; b) Autonomía administrativa y financiera; c) 

Patrimonio independiente, constituido con bienes o 

fondos públicos comunes, el producto de impuestos, 

rentas contractuales, ingresos propios, tasas o 

contribuciones de destinación especial, en los casos 

autorizados por la Constitución y en las disposiciones 

legales pertinentes. (ley 489, 1998, art. 70

Según la Ley 489 de 1998 (artículos 67 y 82), y 

de acuerdo con Rodríguez (2009, p. 103), las 

Unidades Administrativas Especiales (UAE) son 

organismos creados por la ley, con la autonomía 

administrativa y financiera que ella les señale, 

que cumplen funciones administrativas para 

desarrollar o ejecutar programas propios de 

un Ministerio o Departamento 

Administrativo. Al igual que con las 

Superintendencias, las UAE pueden tener, o 

carecer, de personería jurídica (Si no tienen 

personería jurídica forman parte del sector 

central del Ministerio o Departamento 

Administrativo, mientras si tienen personería

serán entidades descentralizadas sujetas al 

régimen que establezca el acto que las crea, y 

en lo que no se prevea en el mismo, se 

sujetarán a lo

señalado para los establecimientos públicos.) 

(Departamento Nacional de Planeación, 2010, p 

51)
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         Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF-

         Instituto Colombiano Para el Fomento de la 

Educación Superior -ICFES-

SUPERINTENDENCIAS CON PERSONERÍA 

JURÍDICA. Las unidades administrativas especiales y 

las superintendencias con personería jurídica, son 

entidades descentralizadas, con autonomía 

administrativa y patrimonial, las cuales se sujetan al 

régimen jurídico contenido en la ley que las crea y en 

lo no previsto por ella, al de los establecimientos 

públicos. Con. Sentencia C 727 de 2000 (Ley 489, 

1998, art. 82)

AUTONOMÍA ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA. La 

autonomía administrativa y financiera de los 

establecimientos públicos se ejercerá conforme a los 

actos que los rigen y en el cumplimiento de sus 

funciones, se ceñirán a la ley o norma que los creó o 

autorizó y a sus estatutos internos; y no podrán 

desarrollar actividades o ejecutar actos distintos de los 

allí previstos ni destinar cualquier parte de sus bienes o 

recursos para fines diferentes de los contemplados en 

ellos. (ley 489, 1998, art. 71)

         Superintendencia de Notariado y Registro

         Superintendencia Financiera, que es la fusión 

de las conocidas como: Superintendencia Bancaria y 

Superintendencia de Valores

         La Comisión  Reguladora de Agua 

potable y Saneamiento Básico -CRA-

         La Comisión de Regulación de 

Telecomunicaciones -CRT-

         La Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales -DIAN-

         La Universidad Militar Nueva Granada

         La Dirección Nacional de Estupefacientes 

-DNE-

         La Unidad Administrativa Especial de 

Aeronáutica Civil -UAE AC-

         La Unidad Administrativa Especial de 

Parques Nacionales Naturales

         La Comisión de Regulación de Energía y 

Gas -CREG-
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Para comprender lo estudiado dentro de un contexto, es decir el campo donde por 

excelencia es ejercida la Revisoría Fiscal y en relación con el caso DMG, es necesario 

comprender que las empresas, (entendiendo esta como “toda actividad económica organizada 

para la producción, transformación, circulación, administración o custodia de bienes, o para la 

prestación de servicios” (Código de Comercio C. Cio., 1971, art 21)) como  sociedades 

económicas sometidas al  régimen de derecho privado (El régimen de derecho privado está 

representado fundamentalmente por el Código Civil y por el Código de Comercio. Igualmente se 

aplica el derecho laboral común, es decir, el Código Sustantivo del Trabajo), se encuentran bajo 

vigilancia de alguna o varias entidades estatales del tipo que hemos nombrado, esto, dependiendo 

de varios factores como por ejemplo, de actividad económica que las sociedades realicen o al 

sector económico al que pertenezcan (superintendencias), o según el control sobre determinados 

aspectos que le fueron asignados a cada entidad u organismo del Estado, indistintamente sobre 

qué persona jurídica se efectuará dicho control (unidades administrativas). Esto implica la 

obligatoriedad para las sociedades comerciales, de acatar las disposiciones legales y normativas 

que las entidades gubernamentales les exijan de las cuales, en cuanto a aspectos económicos, 

financieros y actividades empresariales, se refiere, el país cuenta con dos Ministerios especiales 

con sus organismos adscritos y vinculados, para la regulación, control, inspección y vigilancia, 

como lo son: el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de Comercio, Industria 

y Turismo, para lo cual se presenta los siguientes cuadros en donde se muestra de una manera 

clara su estructura: 
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Conformación del Sector de Comercio, Industria y Turismo 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

Figura 6 Conformación del sector de Comercio, Industria y Turismo. 

 Recuperado de: Departamento Administrativo de la Función Pública (s.f., p. 3) 
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Como se puede observar, las entidades que abarcan tan solo estos dos Ministerios, son 

numerosas, y de algún modo en mayor o en menor grado algunas ejercen cierto tipo de control en 

las empresas privadas, especialmente las entidades adscritas al Ministerio. Sin embargo para esta 

investigación se hará un enfoque  en las entidades a las cuales se les asignó las funciones de 

inspección, vigilancia y control, que como ya se expuso corresponden a las Superintendencias, 

en especial la Superintendencia Financiera y la Superintendencia de Sociedades, las cuales tienen 

un alcance muy amplio de entidades vigiladas, debido a la asignación realizada en su respectivo 

objetivo general. 

  

 

Figura 7 Conformación del Sector de Hacienda y Crédito Público. 

Recuperado de: Departamento Administrativo de la Función Pública (s.f., p. 3) 
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Tabla 34 Superintendencia Financiera de Sociedades: Objetivo general 

 

Fuente. Elaboración propia 

 

 Superintendencia de Sociedades 

- Entidades vigiladas: Como se indica en su objetivo general, la superintendencia de 

sociedades se encarga de inspeccionar vigilar y controlar las sociedades mercantiles, es decir 

aquellas que tengan por objetivo realizar un acto de comercio. Son actos de comercio los 

siguientes, de acuerdo a los artículos 20 y 21 del Código de Comercio: 

1) La adquisición de bienes a título oneroso con destino a enajenarlos en igual 

forma, y la enajenación de los mismos; 

2) La adquisición a título oneroso de bienes muebles con destino a arrendarlos; el 

arrendamiento de los mismos; el arrendamiento de toda clase de bienes para 

subarrendarlos, y el subarrendamiento de los mismos; 

3) El recibo de dinero en mutuo a interés, con garantía o sin ella, para darlo en 

préstamo, y los préstamos subsiguientes, así como dar habitualmente dinero en mutuo a 

interés; 

4) La adquisición o enajenación, a título oneroso, de establecimientos de 

comercio, y la prenda, arrendamiento, administración y demás operaciones análogas 

relacionadas con los mismos; 

5) La intervención como asociado en la constitución de sociedades comerciales, 

los actos de administración de las mismas o la negociación a título oneroso de las partes 

de interés, cuotas o acciones; 

Superintendencia Financiera Decreto 4327 de 2005 

Adscrita a: Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Superintendencia de Sociedades Decretos: 4350 de 

2006, 1080 de 1996 Adscrita a: Ministerio de Comercio, 

Industria y Turismo

O
B
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E

T
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L

Ejercer la inspección, vigilancia y control sobre las personas que 

realicen actividades financiera, bursátil, aseguradora y 

cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento 

o inversión de recursos captados del público. Supervisar el 

sistema financiero colombiano, con el fin de preservar su 

estabilidad, seguridad y confianza, así como, promover, organizar 

y desarrollar el mercado de valores colombiano y la protección de 

los inversionistas, ahorradores y asegurados

Inspeccionar, vigilar y controlar las sociedades mercantiles, así 

como las facultades que le señalan la Ley en relación con otras 

personas jurídicas o naturales.
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6) El giro, otorgamiento, aceptación, garantía o negociación de títulos-valores, así 

como la compra para reventa, permuta, etc., de los mismos; 

7) Las operaciones bancarias, de bolsas, o de martillos; 

8) El corretaje, las agencias de negocios y la representación de firmas nacionales o 

extranjeras; 

9) La explotación o prestación de servicios de puertos, muelles, puentes, vías y 

campos de aterrizaje; 

10) Las empresas de seguros y la actividad aseguradora; 

11) Las empresas de transporte de personas o de cosas, a título oneroso, 

cualesquiera que fueren la vía y el medio utilizados; 

12) Las empresas de fabricación, transformación, manufactura y circulación de 

bienes; 

13) Las empresas de depósito de mercaderías, provisiones o suministros, 

espectáculos públicos y expendio de toda clase de bienes; 

14) Las empresas editoriales, litográficas, fotográficas, informativas o de 

propaganda y las demás destinadas a la prestación de servicios; 

15) Las empresas de obras o construcciones, reparaciones, montajes, instalaciones 

u ornamentaciones; 

16) Las empresas para el aprovechamiento y explotación mercantil de las fuerzas 

o recursos de la naturaleza; 

17) Las empresas promotoras de negocios y las de compra, venta, administración, 

custodia o circulación de toda clase de bienes; 

18) Las empresas de construcción, reparación, compra y venta de vehículos para 

el transporte por tierra, agua y aire, y sus accesorios, y 

19) Los demás actos y contratos regulados por la ley mercantil. 

Se tendrán así mismo como mercantiles todos los actos de los comerciantes 

relacionados con actividades o empresas de comercio, y los ejecutados por cualquier 

persona para asegurar el cumplimiento de obligaciones comerciales. 
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- Inspección, Vigilancia y Control 

La Superintendencia de Sociedades cuenta con una Delegatura de Inspección, Vigilancia 

y Control, la cual tiene como objetivo ejercer una supervisión efectiva, oportuna y rigurosa sobre 

las sociedades y demás personas supervisadas de acuerdo con la ley, y la política de supervisión. 

En los artículos 83, 84 y 85 de la ley 222 de 1995 las han definido estos procedimientos como: 

Inspección: La inspección consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades 

para solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y términos que 

ella determine, la información que requiera sobre la situación jurídica, contable, económica 

y administrativa de cualquier sociedad comercial no vigilada por la Superintendencia 

Financiera o sobre operaciones específicas de la misma. La Superintendencia de Sociedades, de 

oficio, podrá practicar investigaciones administrativas a estas sociedades. 

Vigilancia: La vigilancia consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades 

para velar porque las sociedades no sometidas a la vigilancia de otras superintendencias, en su 

formación y funcionamiento y en el desarrollo de su objeto social, se ajusten a la ley y a los 

estatutos. La vigilancia se ejercerá en forma permanente. 

Estarán sometidas a vigilancia, las sociedades que determine el Presidente de la 

República. También estarán vigiladas aquellas sociedades que indique el Superintendente cuando 

del análisis de la información señalada en el artículo anterior o de la práctica de una 

investigación administrativa, establezca que la sociedad incurre en cualquiera de las siguientes 

irregularidades: 

a. Abusos de sus órganos de dirección, administración o fiscalización, que impliquen 

desconocimiento de los derechos de los asociados o violación grave o reiterada de las normas 

legales o estatutarias; 

b. Suministro al público, a la Superintendencia o a cualquier organismo estatal, de 

información que no se ajuste a la realidad; 

c. No llevar contabilidad de acuerdo con la ley o con los principios contables 

generalmente aceptados. 

d. Realización de operaciones no comprendidas en su objeto social. 

Respecto de estas sociedades vigiladas, la Superintendencia de Sociedades, además de las 

facultades de inspección indicadas en el artículo anterior, tendrá las siguientes: 
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1. Practicar visitas generales, de oficio o a petición de parte, y adoptar las medidas a que 

haya lugar para que se subsanen las irregularidades que se hayan observado durante la práctica 

de éstas e investigar, si es necesario, las operaciones finales o intermedias realizadas por la 

sociedad visitada con cualquier persona o entidad no sometida a su vigilancia. 

Control: El control consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades 

para ordenar los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídico, 

contable, económico o administrativo de cualquier sociedad comercial no vigilada por otra 

superintendencia, cuando así lo determine el Superintendente de Sociedades mediante acto 

administrativo de carácter particular. 

 La función de control tiene más facultades que la de inspección y vigilancia como son: 

1. Promover la presentación de planes y programas encaminados a mejorar la 

situación que hubiere originado el control y vigilar la cumplida ejecución de los mismos. 

2. Autorizar la solemnización de toda reforma estatutaria. 

3. Autorizar la colocación de acciones y verificar que la misma se efectúe conforme 

a la ley y al reglamento correspondiente. 

4. Ordenar la remoción de los administradores, Revisor Fiscal y empleados, según 

sea el caso. 

5. Conminar bajo apremio de multas a los administradores para que se abstengan de 

realizar actos contrarios a la ley, los estatutos, las decisiones del máximo órgano social o junta 

directiva, o que deterioren la prenda común de los acreedores u ordenar la suspensión de los 

mismos. 

6. Efectuar visitas especiales e impartir las instrucciones que resulten necesarias de 

acuerdo con los hechos que se observen en ellas. 

7. Convocar a la sociedad al trámite de un proceso de insolvencia, 

independientemente a que esté incursa en una situación de cesación de pagos. 

8. Aprobar el avalúo de los aportes en especie. 

Como se pude observar, las funciones se diferencian por la periodicidad, forma y 

rigurosidad en su cumplimiento; la inspección es realizada de manera ocasional mientras que la 

vigilancia es permanente; en la primera simplemente se analiza la situación jurídica, contable, 

económica y administrativa, en la segunda se vela porque esto mismo y el desarrollo de su objeto 

social este conforme a la ley los estatutos. 
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 Superintendencia Financiera 

 

- Entidades Vigiladas 

De acuerdo al artículo 8° del decreto 4327 de 2005, El Presidente de la República, de 

acuerdo con la ley, ejercerá a través de la Superintendencia Financiera de Colombia, la 

inspección, vigilancia y control sobre las personas que realicen actividades financiera, bursátil, 

aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento o inversión de recursos 

captados del público. 

La Superintendencia Financiera de Colombia tiene por objetivo supervisar el sistema 

financiero colombiano con el fin de preservar su estabilidad, seguridad y confianza, así como, 

promover, organizar y desarrollar el mercado de valores colombiano y la protección de los 

inversionistas, ahorradores y asegurados. 

De acuerdo con las leyes colombianas vigentes, las únicas entidades legalmente 

autorizadas para la captación, manejo, aprovechamiento o inversión de recursos del público, son 

las sometidas a la inspección, vigilancia y control de la Superintendencia Financiera de 

Colombia, a saber: los bancos; las compañías de financiamiento comercial; las corporaciones 

financieras; las cooperativas financieras; los organismos cooperativos de grado superior de 

carácter financiero; las entidades oficiales especiales; las sociedades fiduciarias; las secciones de 

ahorro y crédito de las cajas de compensación; las sociedades administradoras de fondos de 

pensiones y de cesantía; las sociedades comisionistas de bolsa independientes; comisionistas de 

bolsa de valores y de bolsas agropecuarias, agroindustriales y de otros productos básicos; las 

sociedades administradoras de inversión; los fondos mutuos de inversión; los emisores de valores 

inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores y las sociedades de capitalización, según 

las modalidades que la ley expresamente establece para cada tipo de entidad. Así mismo, las 

únicas entidades autorizadas para la realización de operaciones de seguros son las compañías y 

cooperativas de seguros sometidas a la inspección, vigilancia control y de esta 

Superintendencia. (Superfinanciera, 2015) 
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- Inspección, Vigilancia y Control 

La Superintendencia financiera en su Documento de Metodología de Inspección (2005, p 

7), hace referencia a los conceptos básicos que identifican en qué consiste su función de 

inspección, vigilancia y control: 

Supervisión prudencial: función amplia de velar por la estabilidad del sistema 

financiero, la protección de los usuarios y el cumplimiento de las normas prudenciales. Incorpora 

la supervisión in situ  y la  extra situ.  El funcionario que realiza supervisión ya sea in situ  o  

extra situ, se denomina Supervisor. 

Supervisión extra situ: El seguimiento permanente de la solidez y desempeño de una 

entidad vigilada, a partir, principalmente, del análisis de los estados financieros y reportes de tipo 

prudencial que las entidades remiten de forma periódica. Usualmente se designa como supervisor 

de escritorio. El funcionario que realiza labores de supervisión de escritorio, es decir, de 

supervisión extra situ, se denomina Analista. 

Supervisión in situ: Ejercicio de analista de información, sobre una entidad vigilada, que 

se realiza mediante presencia física de uno o más funcionarios en la sede de una entidad vigilada 

o no vigilada, con el objetivo de tener un conocimiento integral de su situación financiera, del 

manejo de sus negocios, o de los aspectos especiales que se requieran. Usualmente se le designa 

como Inspección. El funcionario que realiza labores de inspección, es decir, de supervisión in 

situ, se denomina Inspector. 

Visita: Ejercicio de inspección a una entidad específica. El Inspector que realiza una 

visita se denomina Inspector o Visitador. 

Estas funciones se basan según la situación de riesgo en que se encuentre la entidad, para 

lo cual se realiza un perfil de riesgos de la entidad, el cual consiste en identificar los procesos 

que esta tiene para identificar, medir, monitorear y controlar las exposiciones al riesgo, por lo 

tanto entre más dudosa sea la situación de la entidad y mayor sea la necesidad de cuantificar 

problemas, mayor será el énfasis en las pruebas de detalle de transacciones, por el contrario, 

entre más sólida sea la entidad y mejores sus sistemas de administración , mayor el énfasis en la 

evaluación de procesos. 
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8.3.2 Inspección, vigilancia y control Estatal y la Revisoría Fiscal 

El factor común con respecto a las Superintendencias, en su función de inspección, 

vigilancia y control parte del análisis de la información financiera suministrada periódicamente 

por las entidades vigiladas, en la cual se identifican las posibles inconsistencias que dará las 

pautas necesarias para identificar un riesgo, o una anomalía en las actividades u operaciones 

económicas de las entidades,  por el cual se hará necesaria una inspección en el lugar, 

presumiendo siempre de la buena fe de las personas a cargo de las entidades, se procederá a 

levantar información, siendo en ocasiones necesario ir hasta la verificación de las transacciones, 

con el propósito de tener evidencia suficiente para proceder en el peor de los casos, a suspender 

“de inmediato las prácticas ilegales, no autorizadas o inseguras, y para que se adopten las 

correspondientes medidas correctivas y de saneamiento” (Decreto 2739, 1991, Artículo 3, No. 

33) e “imponer multas, sucesivas o no, a quienes incumplan las órdenes de la Superintendencia, 

quebranten las leyes o sus propios estatutos” (Decreto 1023 ,2012, articulo 14, No. 23). Estas 

actividades de inspección, para llevarse a cabo requieren de una planeación anual de actividades 

de inspección, estableciendo prioridades, determinando las entidades que deben ser examinadas, 

qué áreas y cuál será la intensidad de dicho examen. Para cumplir con estas funciones y obtener 

la información requerida, surge una problemática y es el costo que se requiere para ello, pues 

demanda considerables recursos humanos y tecnológicos. Por lo tanto los supervisores enfrentan 

una disyuntiva entre la disponibilidad de información privada oportuna  y los costos de 

obtenerla. El problema de esta disyuntiva es que la información privada recopilada en las 

inspecciones pierde su vigencia y utilidad a medida que pasa el tiempo, pues esta pierde su 

vigencia y las posibilidades de que la situación de la compañía haya cambiado, es mayor, 

reduciendo el valor de dicha información, por lo tanto esta situación requeriría mayor frecuencia 

de visitas en el año y en consecuencias mayores costos para el Estado (Superfinanciera, 2005).  

El revisor fiscal por su parte, representa un rol vital en las funciones que han nombrado 

correspondientes a las Superintendencias, pues corresponden a un puente entre el Estado y el 

sector privado, entre las Superintendencias y las entidades vigiladas, pues entre sus funciones le 

corresponde dar fe pública sobre la correspondencia de la realidad económica de la entidad 

reflejada en la información financiera de las entidades fiscalizadas además de “encargarse de 

vigilar la correcta ejecución de lo estipulado en el contrato con la Asamblea de Accionistas. Sus 
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funciones se asemejan a las del Notario cuando certifica la responsabilidad sobre los actos y 

decisiones que toma la administración ya que con su certificación busca la seguridad de los 

intereses de una comunidad y por ende el bienestar económico del país” (Puerres, s.f.) 

Por lo tanto el Revisor Fiscal como ente fiscalizador de las sociedades privadas, se 

encuentra subvalorado en cuanto a la posibilidad de sus funciones, las cuales podrían ser de 

mayor apoyo en las actividades de inspección de las entidades gubernamentales y tener un papel 

más activo en cuanto a la inspección y rendición de informes, para lo cual el Estado debería tener 

la disposición de brindar las garantías de protección, laborales, económicas y personal, que 

propenda a reivindicar la importancia de su labor  y pueda tener como resultado, el logro del 

cometido estatal
6
 de las Superintendencias mencionadas.  

  

                                                           
6
 Los cometidos estatales son las tareas asignadas a las personas jurídicas de derecho público para 

lograr el interés general se diferencian de las funciones jurídicas en virtud de que éstas refieren al poder 
estatal separado en virtud del Estado de Derecho Democrático. 
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8.4 Principales falencias del Estado como organismo de control 

Debido al amplio alcance de entidades que vigilan, se analizaran las falencias en el tema 

de supervisión de la Superintendencia Financiera y la Superintendencia de Sociedades, para 

hacerlo es necesario conocer la estructura de sus funciones en materia supervisión y  detección 

de riesgo. 

Siglas a considerar: 

AMV: Autorregulador de Mercado de Valores de Colombia 

AS: Actividades Significativas 

MHCP: Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

MIS: Marco Integral de la Supervisión 

SBR: Supervisión basada en riesgos 

SFC: Superintendencia Financiera de Colombia 

 

8.4.1 Superintendencia Financiera 

En el año 2005, mediante el Decreto 4327, el gobierno estableció la fusión de la 

Superintendencia Bancaria de Colombia con la Superintendencia de Valores creando de este 

modo una nueva entidad, con una estructura completamente diferente llamada Superintendencia 

Financiera, el objetivo del gobierno era  “crear un nuevo esquema de supervisor, que responda a 

las nuevas realidades del sistema financiero colombiano”
 
(Superfinanciera, s.f., Historia de la 

Superintendencia Financiera de Colombia), fusionando las actividades de supervisión en dos 

sectores, el bancario y el mercado público de valores, su prioridad principal, la protección del 

público inversionista y la garantía de condiciones de protección en el mercado bursátil. 

La Superintendencia Financiera al ser una entidad adscrita al Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público (MHCP), debe regir  sus operaciones  en base a los propósitos que persiga dicha 

entidad, por lo cual se hace necesario analizar la Visión y Misión que pretende este Ministerio a 

través de sus operaciones:  
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Figura 8 Ministerio de Hacienda. Visión y Misión.  

Fuente. Superfinanciera (2015 – 2018). Lineamientos Financieros, p. 5 

 

Para que se puedan llevar a cabo estos propósitos de crecimiento sostenible, estabilidad 

macroeconómica, financiera y fiscal, se necesita controlar de manera adecuada las operaciones 

de los agentes intervinientes en la economía, esto permite detectar la existencia de delitos como 

lavado de dinero, fraudes, encubrimiento de información, la detección temprana de estos hechos   

contribuyen a fomentar una economía basada en la transparencia, cuyo fundamento son las 

realidades económicas de las compañías, esto garantiza que el bienestar económico de la nación 

este fundamentado en hechos reales que permitan tomar las medidas necesarias para el 

mejoramiento de situaciones no deseadas.  

Es por esto que la Superintendencia Financiera  ha establecido una  Misión y una Visión 

que corresponde a estos propósitos: 
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Figura 9 Superfinanciera. Misión y Visión.  

 Fuente. Superfinanciera, (2015 – 2018), Lineamientos Financieros, p 8 

 

Se resaltan a continuación algunos aspectos fundamentales de la misión de la 

Superintendencia Financiera: 

 Preservar la Confianza Pública,  

 Estabilidad del sistema financiero 

 Mantener la integridad, la eficiencia y la transparencia 

 Velar por el respeto de los derechos de los consumidores financieros 

 Debida prestación del servicio 

Todas estas finalidades no son posibles, sin una adecuada supervisión, la inspección es el 

medio por el cual se garantiza el bienestar de todos los intervinientes en las operaciones 

económicas, esto no lo desconoce la Superintendencia Financiera, siendo consecuente con este 

conocimiento ha determinado los siguientes objetivos estratégicos para el periodo 2015-2018: 
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Figura 10 Superfinanciera. Objetivos estratégicos.  

Fuente. Superfinanciera (2015-2018), Lineamientos financieros, p. 9 

 

Para analizar adecuadamente el objetivo que nos concierne en esta investigación se debe 

considerar  el significado de la palabra  supervisión, el diccionario de la lengua española  define 

supervisar así; 1. tr. “Ejercer la inspección superior en trabajos realizados por otros.” (RAE, 

2015)
 
Este es precisamente uno de los intereses de la Superintendencia Financiera, la 

supervisión, si no realiza correctamente esta tarea, no se podrá lograr la consumación de sus 

objetivos, estos están implícitamente definidos en la misión de la entidad, del mismo modo no se 

contribuirá a los propósitos que persigue el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

La supervisión debe estar encaminada a la detección de riesgos, situaciones que puedan 

obstruir el buen funcionamiento de la entidad o particularidades que puedan alterar el  bienestar 

común de todos los agentes intervinientes en las operaciones económicas. Para entender la 

importancia de estos dos conceptos en una entidad como la Superintendencia Financiera, se hará 

referencia a lo expresado por Gerardo Hernández Correa, quien fue Superintendente Financiero 

en esta entidad, desde el 9 Septiembre de 2010 hasta el 7 abril de  2015. (Superfinanciera, 2015-

2018, Lineamientos Financieros, p2): 
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“Desde finales de los años 90 y con el fin de contribuir a una supervisión prudencial más 

eficiente, el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea recomendó adoptar la supervisión basada 

en riesgos como parte del marco de lo que hoy se conoce como Basilea II. 

La supervisión basada en riesgos es un proceso dinámico mediante el cual se busca 

identificar las actividades que presentan un mayor riesgo a la salud y solvencia de una entidad, y 

a su vez, evaluar la gestión que realiza para mitigar un riesgo. Además, permite identificar los 

riesgos oportunamente de forma tal que las entidades puedan aplicar los correctivos necesarios 

en los momentos indicados. 

Siguiendo las recomendaciones de Basilea, otras organizaciones de supervisores 

internacionales como la de pensiones (Lops), la de seguros (Iais) y la de Valores (Iosco), también 

han adoptado un marco para la supervisión de las entidades en este mismo sentido, lo cual ha 

llevado a que muchos supervisores prudenciales en el mundo adopten metodologías de 

supervisión siguiendo estos lineamientos.  Colombia, desde la fusión de la Superintendencia 

Bancaria y de Valores, ha venido en práctica este nuevo enfoque frente a la tradicional de 

cumplimiento. 

El interés y la estrategia de supervisión de las entidades vigiladas se definen de acuerdo 

con su complejidad, tamaño y perfil de riesgo. La intensidad de supervisión será menor en 

entidades donde las funciones de control de riesgos estén claramente establecidas y tengan un 

desempeño adecuado. 

Este enfoque implica que el supervisor tenga nuevas habilidades y conocimientos. En 

particular, el supervisor debe entender el modelo de negocio de las entidades vigiladas así como 

el entorno en que operan para poder identificar estos riesgos. La Superintendencia Financiera 

trabaja intensamente en fortalecer su capacidad técnica para estos propósitos.” (Hernández, 2011. 

Mayo 25)
 

“De este modo se comprende que la aplicación de estos dos conceptos no son producto de 

la casualidad, el procedimiento de supervisión que realiza la Superintendencia Financiera 

obedece a procesos internacionales, los cuales son aplicados en  “Colombia, desde la fusión de 

las Superintendencia Bancaria y de Valores” (Hernández, 2011. Mayo 25)
 
 

Para llevar a cabo esta tarea de supervisión “La Superintendencia Financiera de Colombia 

para el ejercicio de sus funciones de vigilancia y control estableció desde hace varios años un 

Marco Integral de Supervisión (MIS), el cual se fundamenta en el enfoque de supervisión basada 
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en riesgos, partiendo de la identificación y análisis de las actividades significativas o principales 

líneas de negocio de cada entidad supervisada, de sus riesgos inherentes y la gestión que adelanta 

para el control de los mismos.”
 
(Superfinanciera, 2015-2018, Lineamientos Financieros, p11): 

El modelo de supervisión que implementa se resume en el siguiente gráfico: 

 

 

Figura 11 Modelo de Supervisión.  

Fuente. Hernández (2011. Agosto 11, p. 3) 

 

La cobertura de supervisión de la Superintendencia Financiera, en el campo de detección 

de riesgo es bastante amplio y global, para lograrlo debe ocuparse de los siguientes asuntos, en 

materia de supervisión: 

8.4.1.1  Sobre la entidad - Supervisión Prudencial 

Para llevar a cabo este tipo de supervisión, se debe evaluar los riesgos financieros, estos 

puede llegar a representar un riesgo para la nación; para lograrlo debe  evaluar el conglomerado 

de actividades económicas que pudiesen representar un peligro para el crecimiento saludable de 

la economía, su deber es velar por su adecuado manejo. 

La superintendencia financiera debe evaluar permanentemente temas como el crecimiento 

del mercado de valores, velando que los diferentes  mercados de negociación sean transparentes, 

donde prime la transparencia e integridad,  además ello debe reconocer los riesgos implícitos en 

las diferentes operaciones, evaluando la capacidad de gestión de los agentes intervinientes.  

Asimismo debe evaluar la evolución de las sociedades comisionistas de bolsa, de manera 

que le permita evidenciar una estructura adecuada de capital al mediano y largo plazo. Debe 
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hacer propuestas que permitan  mejorar los niveles de liquidez de acuerdo a estándares 

internacionales IOSCO, Basilea. 

Requiere evaluar el apalancamiento de los sectores evaluados, y debe adicionalmente 

tomar todas las medidas que permitan brindar esquemas de protección que aseguren la 

estabilidad del mercado. 

 

8.4.1.2 Sobre conductas de mercado-Transparencia e Integridad 

Este tipo de supervisión es muy clara en los objetivos que persigue, la transparencia e 

integridad, estos conceptos garantizan el bienestar de los agentes intervinientes, fundamentado 

en el pilar de la realidad de los hechos, detectando las situaciones que propendan a alterar u 

ocultar la realidad. 

Para comprender como la Superintendencia Financiera puede alcanzar estos propósitos, 

se requiere observar con detenimiento los siguientes gráficos: 

 

Figura 12 Superfinanciera. Objetivos Fundamentales.  

Fuente. Hernández, (2011. Agosto 11, p 26) 
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Figura 13 Superfinanciera. Objetivos fundamentales.  

Fuente. Hernández, (2011. Agosto 11, p. 27) 

 

Para realizar estos propósitos la Superintendencia Financiera, se debe promover la 

aplicación de estándares en la presentación de información financiera, proporcionando una  base 

que permita la comparación de la información,  enfocarse en aquellos aspectos que representen 

un riesgo para la sociedad.  

8.4.1.3  Sobre las actividades- Supervisión basada en riesgos 

Se analiza en última instancia este aspecto, porque este tipo de supervisión obedece a la 

necesidad de  individualizar las entidades y sus riesgos, se necesitan evaluar los puntos críticos 

que pueden llegar a representar un peligro, debido que la particularización de las entidades 

permite tomar medidas concretas para la prevención de los mismos. 

La Superintendencia Financiera expone en qué consiste este tipo de supervisión: 
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Figura 14 Supervisión basada en riesgos. 

 Fuente. Hernández (2011. Agosto 11, p. 5) 

 

 

Figura 14. Continuación  

 

Este tipo de supervisión es esencial, para casos como DMG Holding S.A o Interbolsa, los 

grandes desastres se hubieran evitado con la detección temprana de riesgos, en estos casos era 

necesario privilegiar la supervisión basada en prevención de riesgos, otros tipos de supervisión 

no logran los propositos que se requieren para la detección, se precisa particularizar la 

supervisión de manera comprometida y veraz, se necesita funcionarios expertos, que analicen la 

capacidad de pago que soporten las obligaciones contraidas, su respaldo economico, la realidad 

de las promesas, la realidad de su cumplimiento. 
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La herramienta que tiene a su alcance  la Superintendencia Financiera para la ejecución 

de este proceso, es el Marco Integral de Supervisión, el cúal se muestra a continuación: 

 

 

Figura 15 Proceso del marco integral de supervisión.  

Fuente. Hernández (2011. Agosto 11, p. 17) 

 

Este proceso comienza con la identificación de actividades significativas, estas 

actividades permiten la detección de un riesgo inherente, este concepto es básico, las actividades 

irregulares de una entidad, son las que permiten detectar riesgos, si uno o varios procesos dentro 

de una entidad no se ejecutan como deben ser, hay un riesgo, como se pudo evidenciar en el caso 

de DMG Holding S.A. que se presentó en el primer capítulo. Había una necesidad latente, se 

requería supervisar con lupa las actividades de esta entidad por las grandes cantidades de dinero 

que manejaba, el Gobierno a través de sus órganos de control tenía una responsabilidad social 

con sus inversores.  

Es necesario entender que el proceso de detección de riesgos no es de aplicación 

exclusiva en cargos como el del Revisor Fiscal o Auditor en Colombia, la detección del riesgo es 

un modelo de amplia aceptación mundial, la Superintendencia Financiera lo toma de referencia 

para la aplicación de sus metodologías:  
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Figura 16 Marco integral de supervisión.  

Fuente. Hernández (2011. Agosto 11, p. 18) 

 

Su metodología es muy simple, utiliza como entrada los recursos que tiene a su alcance, 

los cual se subdividen en: 

 La contabilidad como elemento informativo a través de los estados financieros. 

 El conocimiento del sector evaluado, este conocimiento le permite analizar la 

información del negocio, sus estrategias, además la exposición a los riesgos por la evaluación de 

las actividades significativas, evaluar si los controles que realiza son efectivos, si realmente le da 

una cobertura responsable a los mismos, que protocolos de seguridad realiza para la prevención 

de riesgos, le permite analizar la información histórica y proyecciones y detectar sus 

desviaciones. Este tipo de conocimiento permite identificar cuando el crecimiento de una 

entidad, es acorde a las realidades económicas de un país, identificar si las actividades 

significativas en realidad representan un riesgo inminente para una sociedad. 

La Superintendencia Financiera, cuenta con muchos elementos estructurales que le 

permiten la detección adecuada de riesgos,  incluyendo su valoración; esto le permite medir  su 

impacto y nivel de importancia, fundamentos esenciales que le facultan para  tomar decisiones en 

materia de prevención, garantizando así el bienestar de los que intervinientes en las actividades 

económicas objeto de supervisión.  
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Figura 17 Intermediario de valores y otros agentes. 

 Fuente. Hernández, 2011. Agosto 11, p. 19) 

 

Si la Superintendencia Financiera cuenta con un modelo que garantiza la detección 

adecuada de riesgos, si además está en la libertad de supervisar cualquier entidad sujeta a su 

revisión, sin ningún tipo de restricción, entonces ¿Por qué falla la labor de la Superintendencia 

Financiera en la tarea de detección de Riesgos? ¿Por qué no identifico los riesgos de DMG?, en 

base a lo expuesto se puede deducir que su papel de supervisión e inspección no se lleva de 

manera adecuada, no se individualiza o particulariza la supervisión, no se le da la importancia 

que requiere la prevención de riesgos. Para comprenderlo mejor, se comparará la labor de estas 

entidades de control con la labor de un bombero, generalmente llegan al lugar del incendio 

cuando no hay nada que recuperar, la labor del bombero,  es evitar la extensión del daño causado 

por el fuego, es decir evitar que se extiendan más los efectos, entre más tiempo se demore el 

bombero en llegar, el daño por el fuego se propagara más; así ocurre con las entidades de 

control, entre más tarde lleguen, peor serán los daños, nefastas sus consecuencias y ante este 

panorama, ¿Quién protegerá el bienestar económico y social de la sociedad?  
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8.4.2  Superintendencia de Sociedades 

Como ya se había expuesto, la Superintendencia de Sociedades es una entidad adscrita al 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. La misión de este último es trabajar para el 

adecuado desarrollo  y crecimiento de las actividades empresariales, además de ello cuida de la 

adecuada competencia en beneficio de los consumidores y turistas, para lograr estos beneficios 

que garantizan el bienestar económico general, la Superintendencia de Sociedades debe 

comprometerse responsablemente con sus funciones, de este modo hará un gran aporte al 

progreso económico de las comunidades y el país.  

 

Figura 18 Mincomercio. Misión y visión, 

Fuente. Mincomercio (2011. Junio 21) 
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8.4.2.1 ¿Qué hace la Superintendencia de Sociedades? 

 

Figura 19 Supersociedades. Dependencias.  

Fuente. Superintendencia de Sociedades (2014, p. 5) 

 

Las actividades de la Superintendencia de Sociedades tienen muchas enfoques, cada uno 

de ellos  es vital para el logro de sus propósitos, uno de los más importantes tienen que ver con la 

función de fiscalización gubernamental sobre las sociedades comerciales, implícitamente esta 

función desencadena en una cometido casi que obligatorio para esta entidad, este es el de la 

supervisión, inspección o vigilancia.  

 

Figura 20 Supersociedades. Misión y Visión.  
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Pero, hay una necesidad, se requiere comprender las falencias que tiene la 

Superintendencia de Sociedades como organismo de control, porque no responde a los 

requerimientos exigidos en materia de supervisión, es evidente que una inspección y vigilancia 

efectiva reducirían o eliminarían los casos de fraude o corrupción. Para lograr entender las 

falencias se necesita conocer la estructura de la entidad, y se requiere estudiar el sistema que 

manejan que permite encontrar irregularidades, para ello obligatoriamente se requiere analizar 

detenidamente la tarea de supervisión. 

La Superintendencia de Sociedades está estructurada con base a delegaturas o 

dependencias, cada delegatura tiene unas funciones específicas (Ver Anexo 1), para el caso que 

nos atañe requerimos estudiar aquella delegatura, que está especializada en la supervisión, 

debido que a través de este proceso se puede detectar los riesgos de las entidades supervisadas. 

Es esta investigación está orientada a la delegatura de la Inspección Vigilancia y Control, para 

comprender su funcionamiento, se mostrará  a continuación su estructura administrativa: 

 

Figura 21 Delegatura para inspección, vigilancia y control.  

Fuente. Superintendencia de Sociedades (2013) 

 



 

181 
 

Se requiere dejar en claro un aspecto, y es que la delegatura estudiada persigue un interés 

particular que claramente es el de la supervisión, para ello es importante leer con detenimiento su 

objetivo misional:  

 

Figura 22 Objetivo misional. Superintendencia de sociedades (2013) 

Para conocer en detalle la estructura de esta delegatura, se hará un recorrido por cada una 

de las dependencias que se desprenden de la organización principal y los objetivos que persigue 

en torno a la supervisión, se omiten algunas de ellas  por motivo de que sus funciones no 

corresponden íntegramente con el propósito de la supervisión que es el objeto de estudio de esta 

investigación  como es el caso del grupo de tramites societarios. 

Por otro lado se omite al grupo de control de sociedades y seguimiento a acuerdos de 

reestructuración, por motivo de que su supervisión está enfocada de manera especial a 

organizaciones que están en proceso de reestructuración, se requiere hacer un especial énfasis a 

la supervisión voluntaria de la Superintendencia de Sociedades, que no responda a la solicitud de 

las entidades supervisadas, ni a la denuncia de un tercero.  

8.4.2.2 Dirección de Supervisión de Sociedades. 

En cuanto a esta dependencia de la Delegatura, cumple un papel administrativo en torno a 

las políticas de supervisión, tomando medidas administrativas con respecto a  las sociedades, 

sucursales de sociedad extranjera y empresas unipersonales no sometidas a la supervisión de la 

Superintendencia Financiera de Colombia, así como de proponer los planes, proyectos, políticas, 

etc. de mejoramiento institucional a la Delegatura, etc. (Decreto 1023, 2012), para ello cuenta 

con unos grupos específicos, los cuales son: 

8.4.2.2.1 Grupo de investigaciones administrativas. 

“El objetivo del Grupo de Investigaciones Administrativas es investigar y verificar, de 

oficio o a petición de interesado, con el apoyo del Grupo de Análisis y Seguimiento Financiero, 

el cual también hace parte de la Delegatura de IVC (Inspección, Vigilancia y Control), las 
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empresas en nivel de inspección y vigilancia en las cuales se presenten conductas presuntamente 

constitutivas de abusos por parte de los órganos sociales y/o que presenten irregularidades de 

orden contable, administrativo, jurídico y económico, excepto las sociedades que adelanten un 

acuerdo de reestructuración o proceso concursal, casos en los cuales la investigación estará a 

cargo de los grupos de Control y Seguimiento a Acuerdos de Reestructuración y de Acuerdos de 

Insolvencia en Ejecución, respectivamente.” (Superintendencia de Sociedades, 2013, Grupo de 

Investigaciones Administrativas) 

Ante esta dependencia se solicitan las investigaciones administrativas de presuntas 

irregularidades en el manejo de las sociedades, por parte de los administradores, o de los 

revisores fiscales, denunciar conflicto de intereses y demás incumplimientos legales y 

estatutarios, por parte de los administradores, siempre y cuando demuestre la legitimidad para 

solicitar dicha actuación, (Resolución No. 500-000924 del 17 de Marzo 2015).  

Dicha investigación administrativa puede derivar en la imposición de multas, en los 

términos del artículo 86, numeral 3, de la Ley 222 de 1995, y, de otra, impartir las órdenes que 

correspondan, según las irregularidades que logren probarse en la investigación, a fin de que la 

sociedad se regularice. Con ello se propende por la estabilidad del ente productivo y generador 

de empleo (Superintendencia de Sociedades, 2013, Grupo de Investigaciones Administrativas). 

Las funciones de esta dependencia contribuyen a la corrección o sanción de 

irregularidades cometidas por los órganos sociales, administradores y/o revisores fiscales, sin 

embargo no de manera efectiva, pues es de suponer que los revisores fiscales ejercerán 

activamente su labor de fiscalización y detección de posibles irregularidades que se presente en 

la entidad o en las actuaciones de los funcionarios y que este está en la obligación de denunciar 

ante la Superintendencia las novedades a que hayan lugar, además de dar fe pública de la 

veracidad de la información, sin embargo, ¿Quién denuncia los malos manejos de los revisores, 

cuando se tiene puesta la confianza en ellos?, pues es allí donde la supervisión resulta siendo 

tardía, porque además el seguimiento de los revisores fiscales, es realizado posteriormente 

cuando, ya se ha detectado el fraude por otros medios como la denuncia. 

8.4.2.2.2 Grupo de régimen cambiario 

“La función del Grupo de Régimen Cambiario, consiste en adelantar los procesos y 

actuaciones administrativas relacionadas con el cumplimiento del régimen cambiario en materia 

de inversión extranjera, inversión colombiana en el exterior y endeudamiento externo. 
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Dando cumplimiento a las funciones generales asignadas a la Superintendencia de 

Sociedades, así como las asignadas al Despacho del Superintendente Delegado para la 

Inspección, Vigilancia y Control, establecidas en el Decreto 1023 de 2012.  

Conforme a las resoluciones No.500-002719 y No. 500-002812 del 2014, se asignó, entre 

otros, al grupo de Régimen Cambiario, adelantar los procesos y actuaciones administrativas 

relacionadas con el cumplimiento del régimen cambiario  en materia de  inversión extranjera, 

inversión colombiana en el exterior y endeudamiento externo.” (Supersociedades, 2013, 

funciones grupo régimen cambiario) 

De esta manera, se puede visualizar cómo esta dependencia configura una de las bases 

para dar cumplimiento al régimen cambiario, en conjunto con la DIAN (Dirección de Impuestos 

y Aduanas Nacionales) y la Superintendencia Financiera, cuyo régimen es regulado por el Banco 

de la República y que hace referencia a la importación y exportación de bienes y servicios, 

inversión extranjera, divisas, financiaciones y operaciones en moneda extranjera, etc. esta 

dependencia contribuye entonces al equilibrio económico que debe mantenerse en el país, 

cuando se efectúan transacciones económicas en moneda extranjera. 

 

8.4.2.3 Dirección de Supervisión de asuntos especiales y empresariales 

El objetivo principal de esta dependencia gira en torno a la supervisión, para lograrlo 

debe generar propuestas para el adecuado control y seguimiento de las entidades con regímenes 

especiales objeto de su supervisión,  debe proponer y desarrollar las acciones para que estos 

procesos de inspección sean efectivos, de manera que se logre corroborar la realidad de las 

operaciones de estas entidades. El Decreto 1023 del 18 de Mayo de 2012, en su artículo 16 

establece sus funciones (Anexo 2). 

Para lograr estas finalidades la dirección cuenta con diferentes grupos, cada uno de ellos 

tiene tareas específicas que buscan un objetivo común,  la supervisión, para conocerlo se hará 

una breve descripción  de cada una de ellas. 

8.4.2.2.3 Grupo de Supervisión Especial 

Los objetivos son las metas que persigue cada entidad, estos objetivos encaminan las 

acciones, es el horizonte que se espera después de haber realizado una labor eficientes, eficaces, 

productivas, el destino final que pretende este grupo de supervisión especial es el de “ realizar la 
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inspección y vigilancia de las sociedades con regímenes especiales cuya supervisión este 

otorgada a esta Superintendencia (sociedades administradoras de planes de autofinanciamiento 

comercial; fondos ganaderos; sociedades anónimas con deportistas profesionales; sociedades 

comerciales dedicadas a la actividad de libranza o descuento directo; sociedades que tienen como 

objeto exclusivo la actividad de factoring; las compañías de multinivel). Adicionalmente, podrá 

investigar de oficio o a petición del interesado, cuando en este tipo de sociedades se presenten 

conductas presuntamente constitutivas de abusos por parte de los órganos sociales y/o que 

presenten irregularidades de orden contable, administrativo jurídico y económico y/o que 

incumplan con las disposiciones especiales contenidas en las leyes o decretos que regulen cada 

una de las materias objeto de supervisión.” (Supersociedades, 2013, grupo de supervisión 

especial) 

Claramente hay dos objetivos, ambos tienen que ver con la supervisión, el primero difiere 

del otro, porque su supervisión no está motivada por la petición de un interesado, en este caso 

dándosele la facultad a un tercero de solicitar investigaciones por irregularidades, no solo 

aplicable para las sociedades, sino además con relación a las actuaciones irregulares de 

administradores y revisores fiscales, pero tristemente se ha comprobado que este tipo de 

supervisión es ineficaz, pues responde a las necesidades de control de manera posterior a los 

hechos fraudulentos y de corrupción, este tipo de supervisión es poco efectiva. 

Por el contrario, se cuenta con una supervisión que está motivada por razones distintas a 

la anteriormente mencionada, obedece al ejercicio eficaz de las obligaciones de este grupo 

estudiado, este tipo de supervisión puede llegar a ser preventiva, contribuyendo a la detección de 

riesgos que pueden ser corregidos por la Superintendencia de Sociedades en conjunto con la 

entidad supervisada, lográndose evitar catástrofes económicas y sociales que desencadenaron en 

desarrollo de actividades ilícitas como lo fue en su momento el caso DMG.  

 

8.4.2.2.4 Grupo de análisis y seguimiento financiero 

 “El Grupo de Análisis y Seguimiento Financiero es responsable de aplicar uno de los 

objetivos de la política de supervisión de la Entidad, es decir la gestión del riesgo de insolvencia 

de los sectores de la economía y las empresas que lo conforman, las cuales son seleccionadas en 

atención a la presencia de señales de materialización del riesgo antes mencionado, las que son 
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observada a través de la información financiera que es remitida a esta Superintendencia a final de 

cada ejercicio.”
 
(Supersociedades, 2013. Grupo de Análisis y Seguimiento Financiero) 

Este grupo es de vital importancia, ya que su objetivo es supervisar los riesgos de 

insolvencia, su acción eficiente y eficaz hubieran podido detectar casos como el de DMG, una 

inspección adecuada de su contabilidad a través de los  estados financieros hubiera 

desencadenado probablemente la detección del riesgo de insolvencia, que desgraciadamente 

concluyeron en la afectación de la economía personal de  muchos de sus clientes y proveedores. 

El análisis de estos grupos, permite establecer una realidad, toda esta estructura 

organizativa no responde a las necesidades de la sociedad, la supervisión preventiva no es eficaz; 

la supervisión principalmente responde a las denuncias, desencadenando el progreso de 

organizaciones como “el grupo Nule, Interbolsa, Factor Group, SAMA, sector floricultor, 

equipos de futbol, DMG, Frontino Gold Mines, Industria Hullera, Fabricato, BMC, CDO-

Edificio Space” (Supersociedades, 2012-2013. Audiencia participativa. Rendición de cuentas a la 

ciudadanía, p 6), que han representado un problema para la Superintendencia de Sociedades.  

 

8.4.2.4 ¿Qué ha hecho la Superintendencia de Sociedades para superar estos hechos 

de corrupción y fraude?   

“Como se ve, el universo de asuntos que debe resolver la Superintendencia de Sociedades 

no solo es cada vez más amplio, sino cada vez más complejo. Por esta razón, la entidad requiere 

de „dientes‟ más afilados que le permitan poner en cintura a las empresas, a las juntas directivas 

y a los representantes legales cuando se saltan la ley. Pues bien, el nuevo superintendente, 

Francisco Reyes, ya tiene listo un paquete de medidas que reforzarán los poderes de esta entidad. 

Las nuevas herramientas arrancarían con multas considerablemente mayores a las 

actuales. La idea es equipararlas con las que rigen para la Superintendencia de Industria y 

Comercio (SIC), y pasarían de 100 millones a 60.000 millones de pesos para las empresas. Para 

los representantes legales, gerentes y miembros de junta directiva subirían a 1.400 millones de 

pesos, aproximadamente. “La idea es que estas mayores multas sirvan para sancionar a quienes 

incurran en graves violaciones de las normas, que puedan afectar el orden público económico”, 

señala Reyes. Esto se sumará a las facultades que ya tiene la entidad de inhabilitar para ejercer el 

comercio y retirar a los administradores de sus cargos, temas que también se reforzarán. Los 
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ajustes se incluirán en el Plan Nacional de Desarrollo que en las próximas semanas el gobierno 

llevará al Congreso. 

Por otro lado, la Superintendencia acaba de crear una especie de grupo elite que se 

encargará de estudiar los casos empresariales de mayor relevancia nacional. Según Reyes estará 

integrado por funcionarios de varias disciplinas que se especializarán en los procesos más 

complejos, de manera que se puedan resolver prontamente.”
 
(Semana, 2015. Enero 31) 

Se requiere entonces que la Superintendencia de Sociedades tome medidas apropiadas 

que respondan a las necesidades de protección a la economía y el bienestar común del pueblo 

Colombiano, se requiere de mecanismos adecuados de detección de riesgos, pero 

desafortunadamente muchas veces el Gobierno Nacional representado en sus entidades de 

control enfoca gran parte de sus esfuerzos en las medidas coercitivas que poco o nada 

contribuyen  a la prevención de catástrofes económicas, ocasionando perjuicios a miles de 

personas, por las cuales es incierto quien y la forma como les respondan por los daños, cuando 

no se procuró una supervisión preventiva que realmente responda a las necesidad de protección 

económica que debe brindar el Estado.  
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8.5 Análisis de las principales debilidades en la estructura normativa y organizativa de 

la institución de la Revisoría Fiscal.  

 

El desarrollo de este capítulo, permitió definir un criterio concreto de las principales 

debilidades de la Revisoría Fiscal como institución creada por el Estado Colombiano. 

A continuación, se listara los aspectos tratados, que han dado cuenta de falencias por 

motivo de la inoperancia de las normas en el contexto en que se desenvuelve el Revisor Fiscal, 

en donde se hacen presente en ocasiones, conflictos de intereses y de  posibilidades de falta de 

ética profesional por parte de algunos ejecutantes de esta labor. El propósito es  compendiar los 

principales aspectos que se traducen en falencias: 

 Elección del Revisor: La responsabilidad de la elección del Revisor Fiscal, está en 

cabeza de la Asamblea o Junta de socios, esta elección está sujeta al criterio de los 

socios, que pueden llegar a utilizar este poder para garantizar el logro de sus  intereses, 

que no necesariamente pueden  estar acordes con la ley. 

 Revocación: La ley le da potestad a la Asamblea o Junta de socios para revocar al 

Revisor Fiscal, puede llegar a constituirse en el medio por el cual los socios, puede 

ejercer presión para incitar al Revisor Fiscal a actuar conforme a sus intereses, no hay 

garantías que aseguren que los socios siempre actuarán conforme a la ley. Existe un 

agravante y es que el Revisor Fiscal no puede invocar derechos de reintegro laboral 

como lo podría hacer cualquier trabajador al cual se le comprobase que ha sido 

despedido injustamente, esto aumenta su vulnerabilidad para el ejercicio de su labor. 

 Inhabilidades: Las normas no han definido como inhabilidad la dependencia económica 

ejercida por la junta de socios o por la junta directiva, es cierto que la remuneración no 

implica dependencia jurídica, ni técnica, pero si implica dependencia económica, lo que 

puede restar objetividad a su labor. 

 Periodo de Ejecución: El periodo de ejecución del Revisor Fiscal es igual al de la Junta 

Directiva, la permanencia de esta última obedece a decisiones de la Asamblea o Junta de 

socios, existe un enlace de dependencias, que puede ser perjudicial para la independencia 
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del Revisor Fiscal, este proceso de determinación de periodo no obedece a las 

necesidades de control que propone la institución de la Revisoría Fiscal.  

 Vinculación Laboral y Remuneración: Existen dos tipos de contratos posibles para la 

vinculación del Revisor Fiscal a las entidades sujetas a su supervisión, está el contrato de 

prestación de servicios y el contrato laboral. Este último contrato en teoría para el caso 

estudiado implica subordinación, esta subordinación conlleva a la dependencia jurídica, 

técnica, económica, este panorama no contribuye a la independencia mental y  

objetividad requerida para la institución de la Revisoría Fiscal. Por otro lado está el 

contrato de prestación de servicios, este no implica subordinación, es decir no hay 

dependencia técnica, ni jurídica, pero si implica dependencia económica, cualquier 

dependencia sería contraria a la independencia y objetividad. 

 Funciones dadas al Revisor Fiscal por parte el Gobierno: La función que corresponde 

al No.9 del artículo 207 del Código de Comercio, es la siguiente: 

“Cumplir las normas y demás atribuciones que le señalen las leyes o los estatutos y las 

que siendo compatibles con las anteriores, le recomiende la asamblea o junta de socios”
1
, esta 

función no es compatible con la independencia requerida para la institución de control, cuando la 

asamblea o junta de socios puede darle funciones al revisor fiscal, desencadena automáticamente 

la potestad de los socios de exigirle cuenta por sus funciones, necesariamente implica 

atribuciones para hacerle seguimiento en esas actividades, esto genera dependencia técnica y 

jurídica de manera automática. Todo esto va en contra de la independencia, la imparcialidad y la 

objetividad requerida para este organismo.  

 Protección del Estado en el ejercicio de la Revisoría Fiscal: La protección del Estado 

Colombiano no es suficiente, frente a los peligros que rodean el ejercicio de la Revisoría 

Fiscal, se requiere darle la importancia que requiere para salvaguardar la independencia 

mental en las actuaciones. 

 Objetividad e Independencia mental: Todos los anteriores aspectos afectan la 

independencia mental y la objetividad, el ejecutante de la labor de la Revisoría Fiscal debe 

apropiar estos dos principios a cabalidad, el Estado Colombiano debe propiciar ambientes 

laborales para el desarrollo de estos dos principios. 
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 Vigilancia por parte del Estado a la labor del Revisor Fiscal y las empresas: La falta de 

vigilancia sobre el Revisor Fiscal, no contribuye a que la Institución de la Revisoría fiscal 

alcance su eficacia, si bien no es el único motivo, si es un factor que pude favorecer la 

impunidad, además de no contribuir a la prevención de los riesgos, que evitarían las 

catástrofes económicas en la sociedad, como lo fue en su momento DMG. 
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Capítulo III 

9. Condiciones jurídicas y organizativas que requiere la Revisoría Fiscal para 

convertirse en el mejor modelo de control. 

9.1 Estado actual de la Revisoría Fiscal como punto de partida para determinar su 

condición ideal como institución de control. 

El análisis de las falencias de la institución de la Revisoría Fiscal, nos permiten dilucidar 

los principales aspectos que contribuyen a que el Revisor Fiscal no concilie los intereses de todos 

los agentes, como lo fue en el caso DMG. A pesar de que la ética profesional fue un aspecto muy 

importante en este caso, no se debe ignorar que deben existir unas condiciones mínimas que 

garanticen  y fortalezcan el buen ejercicio de quien desempeña esta labor. 

El Estado no solo debe delegar funciones a las instituciones, está en la obligación de  

proporcionar herramientas para estas sean ejecutables, más en una institución de control de tan 

grandes responsabilidades como es la Revisoría Fiscal. 

 Es por ello que el tema que compete analizar en este capítulo es, ¿La Revisoría fiscal 

cuenta con las herramientas adecuadas para ser un buen organismo de control?  

Para responder a esta pregunta se requiere analizar las funciones delegadas a los 

Revisores Fiscales, considerando que estas giran en torno a la prevención de riesgos, además se 

necesita apreciar los principios requeridos para su ejercicio, el análisis conjunto de estos 

elementos permiten establecer las condiciones básicas que precisa la Revisoría Fiscal para 

convertirse en la práctica en el mejor modelo de control.  

Los resultados de este análisis, no constituyen la última palabra de lo que debería ser la 

Revisoría Fiscal, sólo parte de  una perspectiva distinta, que puede servir de apoyo para la 

comprensión de la institución de la Revisoría Fiscal y de sus problemáticas para ser un 

organismo de control eficaz.  
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9.1.1 ¿Qué se requiere de la revisoría fiscal? 

9.1.1.1  Todo gira en torno a la prevención 

Prevenir es una labor encomendada a los Revisores Fiscales; esta prevención actúa en 

beneficio de muchos agentes; el Estado, la sociedad, los socios, los administradores, los 

contadores y hasta los empleados. El fin de su labor es mostrar las señales de peligro, mitigar las 

consecuencias del riesgo a través de las acciones oportunas que permitan tomar acciones 

correctivas.  

9.1.1.2 ¿Qué funciones tiene el Revisor Fiscal en materia del Riesgo? 

Todas las funciones del Revisor Fiscal tienen como fin detectar algún riesgo. Para evaluar 

la labor del Revisor Fiscal en materia de riesgo, basta con observar detenidamente sus funciones, 

estas están asociadas a uno de los dos enfoques que previamente se establecieron en el apartado 

de las funciones del capítulo dos, por lo cual se hace necesaria una recapitulación de ellos; 

1. El Revisor Fiscal buscará que se garanticen los intereses de los accionistas. Para 

llevar a cabo este propósito, su guía serán las normas internas de la entidad, los estatutos y  

decisiones de Asamblea o Junta de accionistas. Deberá informarles oportunamente de las 

irregularidades, por medio de informes. Siempre buscará este propósito, procurando la 

compatibilidad con las leyes nacionales. 

2. El otro enfoque, es la colaboración con las entidades gubernamentales, tomando 

como guía las leyes del país. Su deber también es informar al Estado de posibles 

irregularidades. 

 

9.1.1.2.1  Manejo del riesgo por parte del Revisor Fiscal, que se asocia a los intereses de 

los accionistas. 

 

Las funciones agrupadas bajo este enfoque, corresponden a la labor que realiza el Revisor 

Fiscal en procura de garantizar los intereses de los accionistas. Las funciones que se exponen en 

el artículo 207 del Código de Comercio, ilustran el proceso que se debe llevar a cabo para el 

cumplimiento del objetivo de la prevención de riesgos en beneficio de los accionistas. 
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1. La identificación y evaluación de riesgos  

La primera función que está clasificada dentro de la tarea de identificar y  evaluar riesgos 

es la siguiente:  

 “Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o cumplan por cuenta de la sociedad 

se ajustan a las prescripciones de los estatutos, a las decisiones de la asamblea general y 

de la junta directiva.”
 
(Código de Comercio, 1971, art 207, n 1) 

El conocimiento pleno de las normas internas y el entorno que rodea el ejercicio de la 

entidad supervisada, son los elementos centrales que guían la tarea de identificación, evaluación 

y clasificación de riesgos. Tener claridad en estos aspectos, permite evaluar condiciones como el 

estado de los contratos con respecto a la sujeción a las normas y condiciones que el sector 

establece.  

Las empresas requieren permanentemente de la subscripción de acuerdos. Estos se llevan 

a cabo entre diferentes agentes, como proveedores, clientes, empleados; las condiciones de los 

acuerdos son propias de cada entidad y cada sector económico evaluado, todos estos aspectos 

deben ser considerados por el Revisor Fiscal, en el caso de los clientes por ejemplo, se debe 

conocer la procedencia de los dineros entregados en contraprestación de los servicios, ya que por 

este medio se puede legitimar dineros de procedencia ilícita como es el caso del delito de lavado 

de dineros; estos constituyen un  verdadero riesgo para la entidad. Todo esto puede ser  

prevenido con medidas básicas de valoración de clientes, a través de la solicitud de documentos 

que establezcan la procedencia legal de estos dineros. 

Para el caso de los acuerdos suscritos con los proveedores, al Revisor Fiscal le atañe 

obtener conocimiento de las normas preestablecidas para los acuerdos, la ausencia de 

seguimiento a los convenios, desencadena posibles riesgos debido a que no se verifica la 

legalidad de los rubros en contraste con los servicios prestados, esto da cabida al riesgo de 

engaño por parte del personal de compras, que puede convenir precios por encima del acordado 

en complicidad con el proveedor, a cambio de comisiones o dadivas. Se debe considerar también 

la verificación de acuerdos de pago, estos deben estar en concordancia con los objetivos de 

liquidez de la empresa, dentro de los lineamentos que da el mismo sector empresarial. Por otra 

parte la indagación de la procedencia del proveedor y calidad de las materias primas e insumos 
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vendidos, son aspectos muy importantes que deben ser tenidos en cuenta para prevenir los 

riesgos de compra de artículos de contrabando.  

En cuanto a los acuerdos suscritos con los empleados, se debe verificar que estos se 

realicen de acuerdo a las condiciones que establezca la ley, esto es, corroborar que se estén 

cancelando todas las prestaciones de ley en su debida forma, que se estén cumpliendo los 

acuerdos establecidos con los sindicatos, que los salarios ofrecidos estén de acuerdo a los 

presupuestos y cualquier otro aspecto que garantice la buena marcha de la entidad.  

La segunda función que está clasificada dentro de la tarea de identificar y  evaluar riesgos 

es la siguiente: 

 “Inspeccionar asiduamente los bienes de la sociedad y procurar que se tomen 

oportunamente las medidas de conservación o seguridad de los mismos y de los que ella tenga en 

custodia a cualquier otro título.”
 
(Código de Comercio, 1971, art 207, n 5) 

Una de las mayores preocupaciones que tienen los socios o accionistas es el robo de sus 

bienes sociales. Así mismo también les inquieta la disposición de falta de cuidado por parte de 

empleados y administradores derivada de una actitud negligente, que poco contribuye a la 

conservación y prolongación de la vida útil de estos bienes.  

En este caso, la adecuada acción de los revisores fiscales, permite identificar los riesgos 

asociados a los bienes sociales; su tarea consiste en evaluar bienes que por motivo de su 

vulnerabilidad, se encuentran en peligro de daño o robo, ya sea por cuidado negligente, o cuyo 

uso inadecuado no procura la conservación de los mismos. Todas estas acciones se realizan en 

aras de evitar inversiones innecesarias sobre bienes que pudiesen haber sido conservados como 

resultado de su cuidado y atención. 

La labor del revisor fiscal, no solo es el de custodiar el buen uso de estos elementos, 

sugerirá  métodos de seguimiento, como también políticas antirrobo. 

La tercera función que está clasificada dentro de la tarea de identificar y  evaluar riesgos 

es la siguiente: 

 “Cumplir las demás atribuciones que le señalen las leyes o los estatutos y las que, 

siendo compatibles con las anteriores, le encomiende la asamblea o junta de socios.”
  
(Código de 

Comercio, 1971, art 207, n 9) 
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Para que el Revisor Fiscal logre identificar y evaluar riesgos, requiere conocer las leyes 

nacionales que regulan la correcta ejecución de las actividades de la empresa supervisada, solo 

de esta manera logrará identificar efectivamente los riesgos, sin el conocimiento de la 

normatividad existente no es posible que logre ser el mecanismo de prevención efectivo contra el 

riesgo.  

2. Divulgar los riesgos 

Para cumplir el propósito de divulgar los riesgos, el revisor fiscal se sujetará a los 

procesos que plantean las siguientes funciones: 

 “Convocar a la asamblea o a la junta de socios a reuniones extraordinarias cuando 

lo juzgue necesario (Código de Comercio, 1971, art 207, n 8)  

 Dar oportuna cuenta, por escrito, a la asamblea o junta de socios, a la junta 

directiva o al gerente, según los casos, de las irregularidades que ocurran en el funcionamiento 

de la sociedad y en el desarrollo de sus negocios”
 
(Código de Comercio, 1971, art 207, n 2) 

Previa a la identificación, evaluación y clasificación de riesgos, se procede a informar de 

los riesgos identificados. Para ello el Revisor Fiscal tiene el derecho de convocar a la Asamblea 

o Junta de Socios, ya que son ellos los que para este apartado se benefician de la información. 

En el proceso de divulgación de riesgos, no se debe olvidar el respeto de las jerarquías 

preestablecidas en las organizaciones, sabiendo que para cada caso siempre existirá una primera 

instancia, la cual tendrá el deber de solucionar los riesgos que le son informados. Esta acción no 

debe provocar la distorsión de principios como objetividad e independencia. Los revisores 

fiscales en este punto deben salvaguardar su neutralidad e integridad.   

Los riesgos tienen un principio, las áreas que los originan, estas deben tomar bajo su 

mando la responsabilidad de resolverlos,  la información que da el Revisor Fiscal de cada riesgo 

por escrito; es el soporte con el que cuenta, que testifica de la divulgación de los riesgos y del 

conocimiento que tiene cada área de dichos riesgos, esto hará posible que sean ser evaluados de 

acuerdo a sus responsabilidades.  
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3. Establecer soluciones a esos riesgos 

 “Impartir las instrucciones, practicar las inspecciones y solicitar los informes que 

sean necesarios para establecer un control permanente sobre los valores sociales”
 
(Código de 

Comercio, 1971, art 207, n 6) 

Las actividades del revisor fiscal, no terminan cuando los riesgos son informados, este 

debe contribuir a la solución de los mismos, haciendo seguimiento a estas indicaciones en el área 

correspondiente solicitando los informes que le sean requeridos. De esta manera sabrá sin lugar a 

dudas si el área tomó las medidas necesarias para solucionar las novedades. Estas son 

sugerencias de corrección de desviaciones con respecto a los objetivos. 

El propósito de todas estas tareas es verificar que las operaciones se realicen conforme a 

la disposición de los socios; son ellos los que finalmente han trazado un camino para lograr el 

éxito de sus operaciones, para ello han planteado unas metas que el gerente o administradores 

deben cumplir. El Revisor Fiscal hace seguimiento a esas operaciones, todo ello para el beneficio 

exclusivo de los socios sin descartar el hecho que pueda beneficiar el desarrollo económico de la 

sociedad.  

 

9.1.1.2.2 Manejo del riesgo por parte del Revisor Fiscal, que se asocia a los intereses del 

Estado y la sociedad. 

 

Satisfacer los intereses del Estado y la sociedad es uno de los dos propósitos que se 

establecen en las funciones del Revisor Fiscal, para lograrlo se debe identificar, evaluar y 

clasificar los riesgos, acto seguido del proceso de informar e impartir sugerencias para lograr 

solucionarlos. El objetivo es procurar el bienestar de las entidades supervisadas, en armonía de 

los requerimientos sociales que conducen al bienestar común.  El manejo que le da el Revisor 

Fiscal al riesgo que se asocia a los intereses del Estado, consiste en la tarea que implica informar 

a la última instancia, revelando los riesgos que no pudieron solucionarse dentro de la 

organización que pone en peligro el bienestar social por motivo de la no sujeción a las normas. 

Es una obligación del revisor fiscal informar de situaciones de riesgo que puedan poner 

en peligro al Estado  y la sociedad el numeral 3  y 10 del artículo 207 del Código de comercio, lo 

definen claramente; 



 

196 
 

 “Colaborar con las entidades gubernamentales que ejerzan la inspección y 

vigilancia de las compañías, y rendirles los informes a que haya lugar o le sean 

solicitados (Código de Comercio, 1971, art 207, n 3) 

 Reportar a la Unidad de Información y Análisis Financiero las operaciones 

catalogadas como sospechosas en los términos del literal d) del numeral 2 del 

artículo 102 del Decreto-ley 663 de 1993, cuando las adviertan dentro del giro ordinario 

de sus labores.(Bienestar Social)”
 
(Código de Comercio, 1971, art 207, n 10) 

 

La tarea del control ejercida por las entidades gubernamentales están vinculadas con las 

responsabilidades de los Revisores Fiscales, ellos tienen el deber de exponer los riesgos 

detectados a estas entidades. Debe considerarse además que el Revisor Fiscal con su firma 

atestigua de la realidad de los hechos evaluados, por medio de los estados financieros que 

dictamina, hace un recuento de la situación económica de la entidad; sus informes explican en 

detalle cada aspecto expresado en los mismos. Son los estados financieros  el método utilizado 

por excelencia para dar cuenta de la situación real que tienen las compañías, y el Revisor Fiscal 

cuenta con la instrucción suficiente para exponer la verdad o falsedad de estos documentos. 

La función del numeral 7 del artículo 207, lo detalla claramente. 

 “Autorizar con su firma cualquier balance que se haga, con su dictamen o 

informe correspondiente (Fe Pública)”
 
(Código de Comercio, 1971, art 207, n 7) 

Es tal la responsabilidad del Revisor Fiscal, que debe autorizar por medio de su firma. El 

acto de no autorizar implica una carencia de verdad. Su firma es tan importante, que sin ella no 

hay confianza pública en los hechos allí expresados. Todo tercero tiene el derecho de ser 

informado de las operaciones de la entidad con transparencia, es un aspecto básico en garantía 

del bienestar común e interés público. 

Es por ello que el Revisor Fiscal debe rechazar enérgicamente prácticas deshonestas 

como la doble contabilidad, estas están en contravía de las cualidades requeridas de la 

información contable contenidas en el artículo 4 del Decreto 2649 de 1993. Se ejemplifican a 

continuación algunas de ellas;  
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 La información contable que proporciona la doble contabilidad no es  neutral, debido a 

que no se realiza en beneficio de los intereses económicos de todos los interesados. 

 La información contable que proporciona la doble contabilidad no es comparable, puesto 

que no permite la contrastación basada en la realidad; por lo tanto este proceso no será 

confiable. 

 La información contable que proporciona la doble contabilidad no tiene valor de 

predicción, porque no muestra la realidad económica de la empresa. 

 La información contable que proporciona la doble contabilidad no es útil, porque no 

ayuda a solucionar problemas económicos de raíz, debido a la carencia de veracidad.  

 La información contable que proporciona la doble contabilidad no es confiable. No tiene 

como fundamento una base real que permita tomar decisiones acertadas. 

 La información contable que proporciona la doble contabilidad no es verificable, puesto 

que no cuenta con los soportes que se ajustan a los requerimientos de ley. 

Se realizó este recuento con el propósito de establecer las implicaciones que desencadena 

el uso inadecuado de la información, esto, para comprender porqué al revisor fiscal se le fue 

designada la función del numeral 4 del artículo 207, que reza,  

“Velar por que se lleven regularmente la contabilidad de la sociedad y las actas de las 

reuniones de la asamblea, de la junta de socios y de la junta directiva, y porque se 

conserven debidamente la correspondencia de la sociedad y los comprobantes de las 

cuentas, impartiendo las instrucciones necesarias para tales fines”
 
(Código de Comercio, 

1971, art 207, n 4) 

Si el Revisor Fiscal no realiza un seguimiento adecuado de las operaciones contables y no 

verifica esta información en contraste con los comprobantes de las cuentas, no podrá garantizar 

informes verídicos, honestos, seguros y confiables que correspondan a las necesidades de la 

sociedad. Por otro lado, tampoco contará con el material probatorio que dé cuenta de su labor, 

documentos que son vitales para probar las realidades que atestigua. 

Las funciones del Revisor Fiscal implican detección y exposición de riesgos, omitir estos 

procesos expone a peligros las entidades supervisadas, a pesar de que el Estado ha propuesto 

funciones acordes con los propósitos que persigue, la revisoría fiscal en su ejecución no satisface 

en muchos casos las demandas de la sociedad  
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9.1.2 Principios o características que rigen el Ejercicio de la Revisoría Fiscal.  

El Consejo Técnico de la Contaduría Pública en su orientación del 21 Junio de 2008  

manifiesta principios propios de la naturaleza misma de la Revisoría Fiscal, son características 

que describen su labor, (p 19): 

 “Permanencia 

 Integridad 

 Oportunidad 

 Función preventiva 

 Independencia 

 Objetividad 

 Fe Pública 

 Actuación Racional 

 Cobertura General 

 Cumplimiento de las normas de la profesión contable” 

El adherir estos principios es una responsabilidad de los Revisores Fiscales, algunas de 

estas características requieren una estructura legal adecuada, como es el caso de la independencia 

y objetividad, estos son vitales para el perfeccionamiento de otros principios. 

9.1.2.1  Independencia  

A razón de su nombre, la independencia puede definirse como la cualidad de no 

depender. En la Revisoría Fiscal esta independencia está asociada a la utilidad del cargo; si existe 

dependencia de algún tipo en el cargo, su ejercicio no será útil, ya que sus funciones están 

relacionadas con el control, la evaluación,  la supervisión y el seguimiento. Va en contra del 

orden lógico que un órgano de control externo sea dependiente de los agentes que supervisa. 

La independencia se puede dar de distintas maneras, una de ellas surge por la capacidad 

individual de ser independiente y autónomo a pesar de las presiones externas que se pueda 

recibir. Por ejemplo en el caso de la corrupción, donde un individuo pese a las condiciones 

hostiles, decide actuar con ética. 

Sin embargo, la  independencia no es una conducta que pueda depender totalmente de la 

actuación ética de los individuos. No se debe basar solo en un criterio inamovible de un 
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individuo por razón de responsabilidades o deberes profesionales exigidos. Existen también 

condiciones mínimas que deben garantizar que el principio sea aplicable.  

Para ilustrar la importancia de la independencia se tomará como ejemplo la labor de los 

periodistas, ellos deben ser independientes de las entidades, personas o casos de los cuales 

emiten una opinión. Esto le dará  bases fundamentales para su criterio analítico, que tiene como 

propósito dar un enfoque objetivo de las realidades de la sociedad. De no ser así, su labor sería 

imparcial y subjetiva, lo cual no sería ético para los que son informados. 

Lo mismo ocurre en el caso de los Revisores Fiscales, su propósito social es  informar de 

la realidad de los hechos de un ente económico; para lograrlo se requieren condiciones básicas 

que les garanticen la independencia. El Estado Colombiano cuenta con medios básicos que 

pueden llegar a fortalecer esta independencia como lo son: la contratación, la selección, elección 

y remoción, periodo de ejecución, la remuneración, las inhabilidades y las funciones asignadas, 

entre otras. 

 

9.1.2.2 La objetividad  

La objetividad es un principio consecuente de la independencia; sin la independencia 

mental no existe la objetividad. Esta, permite emitir juicios basados solamente en los hechos 

reales sin perjuicios personales. La objetividad es contraria a la subjetividad, solo se basa en 

hechos verificables. 

La objetividad y la independencia son condiciones básicas del ejercicio de la revisoría 

fiscal, ellas garantizan que otros principios se fortalezcan como es el caso de la Fe Pública, la 

actuación racional y la integridad.  

En consecuencia, es evidente que no será posible una evaluación eficiente si no se 

garantizan condiciones mínimas como  la independencia y objetividad. No será posible dar Fe 

púbica que corresponda a las verdaderas realidades económicas, tampoco será posible actuar de 

manera racional, apegándose fielmente a la realidad de los hechos económicos. En el caso de la 

integridad, el Revisor fiscal se verá permanentemente en la disyuntiva de ser íntegro pese a las 

presiones que sobre él se ejercen por motivo de la dependencia de los entes a los cuales 

supervisa. Bajo estas condiciones no es posible garantizar calidad de trabajo de control.  

Todo el desarrollo anterior se realizó con el propósito de entender las premisas básicas de 

la ejecución de la labor del Revisor Fiscal, y con el fin de identificar qué aspectos se requieren 
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para su correcta ejecución. Sobre estos  pilares se desarrollan los argumentos que fundamentan lo 

que se definirá a continuación ¿Bajo qué condiciones jurídicas y organizativas la Revisoría 

puede convertirse en el mejor modelo de control? 

Para desarrollar esta temática, se considerarán los siguientes aspectos, que de acuerdo a 

los análisis desarrollados constituyen las principales deficiencias de la Revisoría Fiscal como 

organismo de control: 

 Educación 

 Experiencia laboral 

 Independencia 

 Tipo de contratación  

 Elección 

 Remoción 

 Periodo de Ejecución 

 Remuneración 

 Funciones asignadas 

 Protección estatal a la labor de Revisores fiscales 

 Vigilancia de otras entidades encargadas de supervisar a Revisores 

Fiscales 
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9.2 Planteamiento de Estructura legal y organizativa de la Revisoría fiscal. 

La Revisoría Fiscal es un modelo de control único, posee características que ningún 

modelo de control en Colombia puede igualar, su tarea es permanente e integral y no 

corresponde a la esencia de otros modelos que basan su evaluación en hechos posteriores, es 

ilimitado de su ejercicio, aumentando su probabilidad de solucionar riesgos, contribuyendo de 

manera activa al fortalecimiento de las organizaciones y de la economía en general bajo la 

premisa de la prevención del daño. Para que este organismo de control sea aprovechado, requiere 

de unas condiciones mínimas que garanticen su efectividad. 

9.2.1  La Independencia y objetividad 

Un organismo de control como el del Revisor Fiscal, requiere de independencia mental. 

Debe ser liberado de cualquier influencia sobre su ejercicio, más cuando su control está basado 

en los principios del control latino, que procura el bienestar social con la intervención del Estado. 

El Estado es entonces el principal agente regulador del bienestar social; sin embargo, delegó 

parte de su tarea al Revisor Fiscal, y por lo tanto se hace necesario que su dependencia 

corresponda únicamente al Estado, esto debido a que comparten los mismos intereses: Procurar 

el interés público y el bienestar común. 

Es por esto, que los temas de contratación, elección, periodo de ejecución, remoción, 

remuneración y funciones asignadas, deben ser de competencia del Estado; él debe asumir el rol 

de Jefe del Revisor fiscal; el tema de la subordinación debe girar en torno al Estado; finalmente a 

quien debe darle cuentas el Revisor Fiscal es al Estado, siendo evidente que debe contribuir al 

bienestar económico de las sociedades comerciales; sin embargo, es claro que este bienestar no 

puede ir en contravía del bienestar general. 

Parece absurdo pensar que el Estado pueda contratar a centenares de Revisores Fiscales y 

asumir la carga presupuestal que implica, pero existe un manera que puede llegar a pensarse 

como la solución definitiva y radical a este problema de la independencia. Si el Estado contrata a 

los revisores fiscales, el problema de la independencia sería desarraigado de raíz, dándole 

objetividad a su ejercicio, reduciendo las posibilidades de fraude, y de favorecimiento de 

intereses. Como el Estado no puede asumir la carga económica que sugiere una contratación 

masiva, se propone como solución, un modelo que permita que el  pago de salarios siempre esté 
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en cabeza de las sociedades comerciales supervisadas; tal como se viene haciendo actualmente, 

donde el cargo de Revisor Fiscal es obligatorio por ley en muchas entidades. 

9.2.2 Remuneración 

Este modelo sugiere  que las sociedades comerciales sujetas a supervisión, asuman el 

pago de salario y prestaciones sociales del Revisor Fiscal como una contribución obligatoria al 

Gobierno Nacional, bajo este modelo el Estado paga de manera directa a los Revisores fiscales 

sin intermediario, extinguiendo vínculos económicos con los agentes supervisados, exterminando 

cualquier relación de dependencia. 

9.2.3 La Contratación 

La propuesta que se plantea es que el empleador sea Estado y el empleado el Revisor 

Fiscal, se sugieren dos posibles maneras de vinculación; la primera es que el Revisor fiscal esté 

vinculado como empleado público de libre nombramiento y remoción, por motivo de la 

confianza pública depositada en él, por la naturaleza misma de su ejercicio, asumiendo además la 

necesidad de una rotación que garantice este organismo de control sea efectivo e imparcial. 

La segunda opción, es que el Revisor Fiscal sea vinculado como empleado público de 

carrera, garantizando de esta manera estabilidad laboral con el Estado. Desde cualquier enfoque, 

se requiere de rotación en su ejercicio, esto garantiza imparcialidad, objetividad, actuación 

racional, integridad y fe pública.  

9.2.4 Periodo de Ejecución 

Es recomendable que el periodo de ejecución no sea prolongado, su permanencia en el 

cargo debe ser regulada por ley, estableciendo periodos máximos de ejecución en una entidad. 

Debido a que el contratante es el Estado, el periodo de ejecución no obedecerá a asuntos 

internos de la entidad supervisada, como el nombramiento de una nueva junta directiva o a las 

decisiones de la asamblea general de socios, garantizándose nuevamente el principio de la 

independencia. 
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9.2.5 Remoción 

Debido a que la contratación la hace directamente el Estado, la remoción es de potestad 

directa del Gobierno. Los agentes supervisados no tendrán la autoridad de decidir su remoción, 

por lo tanto, la decisión debe obedecer a razones objetivas como negligencia en sus actividades, 

inhabilidades comprobadas, o la necesidad de rotación antes mencionada. La remoción debe 

obedecer a los motivos que procuren garantizar el adecuado ejercicio de la Revisoría Fiscal 

dentro de las organizaciones y la sociedad; si obedece a objetivos distintos relacionados con los 

intereses de los particulares, no existirá imparcialidad de su labor.  

9.2.6 Elección 

La elección de un Revisor Fiscal en la actualidad puede obedecer a muchos intereses, uno 

de ellos es legitimar acciones ilícitas, contratando al que esté dispuesto a actuar en contravía de 

la ley. Bajo la perspectiva analizada, el Estado debe administrar los procesos de elección, 

seleccionando bajo parámetros objetivos que obedezcan a las necesidades de transparencia de la 

sociedad, haciendo uso de bases de datos de ofertantes de servicios que estén especializados en 

los sectores económicos requeridos; seleccionando candidatos de manera imparcial y 

obedeciendo a sistemas de mérito. 

9.2.7 Experiencia 

Este modelo de contratación directo con el Estado, asegura la especialización que 

conlleva al desarrollo de habilidades necesarias para la detección de riesgos, debido a que el 

Estado seleccionará al personal que tenga la experiencia requerida, adicionalmente procurará 

establecer mecanismos que permitan que los Revisores Fiscales, siempre sean rotados en las 

mismos sectores económicos; esto con el fin de que el personal contratado desarrolle mayores 

capacidades para identificar riesgos en las diferentes áreas de cada organización. 

9.2.8 Educación 

El Estado como encargado de la contratación, deberá corroborar los estudios mínimos 

requeridos de los Revisores Fiscales postulados; el más básico de ellos es la especialización en 

Revisoría Fiscal, previo pregrado de Contaduría Pública. Además, deberá garantizar la 

capacitación requerida con énfasis en el sector económico evaluado.  
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9.2.9 Funciones asignadas 

Bajo este modelo de contratación las funciones podrán ser libremente determinadas por el 

Estado, no habrá lugar  a  darles atribuciones a los socios para que puedan asignarle funciones, el 

funcionario no tendrá que rendirle cuentas a los socios, salvaguardando así  la imparcialidad, la 

independencia.   

 

9.2.10 Medidas de protección 

Los Revisores Fiscales, son vulnerables al daño personal que socios, administradores, 

empleados o todo agente sujeto de su supervisión desee como ocasión de retaliaciones por 

motivo de su labor; la cual consiste en informar de los riesgos y sus responsables. No siempre 

esta tarea tendrá adeptos, por lo tanto deberá contar con la protección requerida en estos posibles 

casos.  

El Revisor Fiscal bajo esta perspectiva planteada será considerado funcionario público 

por motivo de la vinculación con el Estado; gozará de mayores garantías para su protección. El 

Estado adquirirá mayores compromisos con estos funcionarios, no solo por su actividad que 

implica un alto riesgo, sino además por razón de la vinculación. El Estado mismo es responsable 

de proporcionar protección y garantías mínimas a estos funcionarios.  

9.2.11 Vigilancia de otras entidades encargadas de supervisar a Revisores Fiscales 

La vinculación del Revisor Fiscal directa con el Estado, propicia necesariamente 

relaciones de cooperación entre los organismos estatales, bajo este panorama el revisor fiscal 

seria  vigilado por las entidades estatales de una manera más personal, estricta y frecuente, sus 

informes de trabajo, podrían llegar a ser evaluados de manera más constante y activa, las 

autoridades tendrían acceso a la información en tiempo casi real, como consecuencia se 

aumentaría la probabilidad de tomar medidas preventivas en cuanto a los riesgos detectados. En 

esta perspectiva el revisor se convertiría en un aliado más eficiente de las Superintendencias. 
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9.3  Bondades de este modelo de Estructura legal y organizativa de la Revisoría fiscal 

A continuación se plantean algunas de los beneficios de implementar un modelo con las 

características previamente planteadas: 

 Se incrementaría la efectividad de las funciones de control delegadas, como consecuencia 

se restablecería la confianza en esta institución.  

 Un rol más activo del Estado en los procesos de capacitación de convergencia contable y 

control diligente en procesos de convergencia. 

 Fortalecimiento de la confianza en  fe pública declarada por Contadores y Revisores 

Fiscales, como consecuencia del control eficiente por parte del Estado, reduciendo la 

proliferación de casos de fraude como el de DMG.  

 Generar mayores y mejores oportunidades de empleo para los Revisores Fiscales, debido 

a que la contratación con el Estado genera mejores condiciones salariales; implicando un  

justo proceso para definir los sueldos sobre estándares equitativos, de acuerdo al tamaño 

y requerimiento de cada entidad, estableciéndose una remuneración mínima justa. 

 La rotación planteada del modelo permite la actualización sea un proceso sencillo y 

permanente ya que permite adquirir experiencia en diferentes empresas del mismo sector 

económico.  

 Se genera mayor nacionalismo en el ejercicio de la profesión, necesariamente se 

propenderá a disminuir la contratación de servicios de empresas de consultoría contable 

extranjera que proliferan en la actualidad; la Revisoría fiscal haría parte del Estado, a 

través de estos funcionarios públicos.  

 El Estado podrá juzgar de manera ecuánime a los Revisores Fiscales como funcionarios 

públicos, no solo por razón de su vínculo laboral, sino además por la total independencia 

proporcionada en el ejercicio de sus actividades, el modelo equilibra las  medidas 

coercitivas dadas del Estado (sanciones, multas, prisión) con las garantías dadas para su 

ejercicio.  

 Este modelo procura solucionar el problema del Estado en materia de recaudación de 

impuestos, debido a que propicia condiciones de transparencia que permiten el correcto 

cálculo de los tributos, eliminando o reduciendo  prácticas como la evasión de impuestos.  
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El Revisor fiscal no solo ayuda en la labor del control que beneficia al Estado, conjuntamente 

ayuda a las empresas para que logren sus objetivos económicos. Sin embargo, existe una 

realidad, todos debemos hablar un mismo idioma en materia de legalidad, no se debe sentir 

miedo ni repulsión al control eficiente del Estado. Si todas las entidades actúan fundamentados 

en la legalidad, todos serán beneficiados con relaciones comerciales más eficientes y 

transparentes, actuando sobre la base de la realidad económica de las empresas. De este modo se  

eliminará o reducirá el surgimiento y proliferación de entidades como DMG  que menoscabaron 

el bienestar económico de la sociedad. 

En el siguiente cuadro, se expone, los temas tratados en este capítulo, sintetizando los aspectos 

más relevantes, que hacen referencia a la problemática que aborda la revisoría fiscal, mostrando 

las circunstancias hipotéticas en cuanto a su estructura legal, en las cuales la revisoría fiscal 

podría ser más efectiva en su labor. 

 

Figura 23 Planteamiento Estructura legal  y organizativa de la Revisoría Fiscal 

Fuente. Elaboración propia 

 

Falencias principales en la 

Revisoría Fiscal en torno a:

Sujeción al organo societario

Independencia Mental Contratación:

Objetividad de su evaluación Elección:

Período de Ejecución:

Remoción:

Remuneración:

Experiencia:

Educación:

Funciones Asignadas:

Medidas de Protección:

Supervisión a revisores fiscales:

Requisito, especialización en revisoría fiscal

Directamente asignadas por el Estado

Garantías mínimas

Por parte de entidades del Estado a quienes se rindan 

informes.

Sujeción al Estado

Los agentes supervisados no tendrán la autoridad de 

decidir su remoción

Contribución Obligatoria de las sociedades al Estado

Selección de personal con experiencia

Soluciones hipotéticas

Revisor Fiscal: empleado público de libre 

nombramiento y remoción / empleado público de 

carrera

Imparcial y obedeciendo a sistemas de mérito.

Periodos definidos y no prolongados
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Figura 24 Resultados esperados según planteamiento de la estructura legal  y organizativa de la Revisoría Fiscal 

Fuente. Elaboración propia 

Incremento de la experiencia laboral debido a la rotación

Fortalecimiento de la contratación de profesionales nacionales 

Equilibrio de las medidas coercitivas Vs garantías a su labor

Reducir evasión fiscal

Resultados esperados

Reducir casos de fraude

Mayores y mejores oportunidades de empleo para R.F.

Proteger el interés público

Cumplir propósito de la Revisoría Fiscal 

en torno a:

Efectividad en cumplimiento de funciones

Control y capacitación por parte del  Estado en los procesos de 

convergencia

Fortalecimiento de la confianza pública
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10. Conclusiones 

El desarrollo de este trabajo de investigación genera varias reflexiones, estas se  

expondrán con el propósito de lograr un acercamiento a la infinidad de posibles conclusiones a 

las que se pueden llegar, producto del análisis de un caso como el DMG y el estudio de una 

institución como la Revisoría Fiscal, que tenía el propósito de regular sus actuaciones 

económicas y legales.  

La Revisoría Fiscal estuvo presente en todos los procesos de DMG, esto permite advertir 

la vulnerabilidad institucional ante la corrupción, ya que fue el medio que permitió la 

legitimación de actividades ilícitas,  promovidas por los mismos accionistas, quienes por medio 

del poder económico que poseían, les permitió contratar un Revisor Fiscal dispuesto a ser 

partícipe de sus actos ilícitos. 

Las situaciones previamente descritas se agudizan si la institución de la Revisoría Fiscal 

se percibe exclusiva en materia de control, gracias a las pocas probabilidades de supervisión por 

parte de entidades estatales que generalmente son señaladas por su ineficiencia, en estas 

condiciones el Revisor Fiscal puede sentirse libre de la vigilancia del Estado.  

Las anteriores consideraciones sugieren la hipótesis de la existencia de una estructura 

organizativa y legal poco coherente con los requerimientos exigidos a la institución de la 

Revisoría Fiscal, traduciéndose en  falencias legales y estructurales que debilitan el organismo de 

control. A continuación se  resumen algunas de ellas: 

 El Revisor Fiscal no cuenta con los elementos suficientes que garanticen su total  

imparcialidad. 

 La imparcialidad depende enteramente de la voluntad de un solo individuo con el deseo 

de actuar con ética profesional; esto genera un alto riesgo en su ejecución. 

 No contribuye a la imparcialidad el conjunto de condiciones inseguras a las que está 

sujeto, por motivo de su cargo.  

 El Revisor fiscal no cuenta con independencia económica, recibe ingresos de los 

accionistas o administradores; los cuales podrían llegar a ejercer algún tipo de control 

sobre su objetividad por esa causa.  

 El modelo de contratación existente no garantiza un proceso de selección que obedezca 

en todos los casos al mérito. 
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 Los motivos de remoción no necesariamente obedecen a condiciones justas, no siempre 

obedecerá al criterio de la calidad de trabajo realizado en materia de supervisión y control 

para el beneficio de todos los interesados.  

 Se deja abierta la posibilidad de que los socios puedan delegar responsabilidades al 

Revisor Fiscal, promoviendo la dependencia en materia laboral con la asamblea de 

socios. 

 Se crea una vinculación laboral directa con la asamblea desde el momento que se firma 

un contrato, independientemente  del tipo de contrato que sea firmado. 

 La supervisión de las entidades de control no son efectivas sobre las organizaciones, lo 

que contribuye a situaciones de peligro, bajo estas circunstancias el Revisor esta solo en 

materia de control preventivo. 

El conjunto de todas las reflexiones, nos llevan a un solo punto; se requieren unas 

condiciones laborales que  propicien la independencia, la imparcialidad y la objetividad total. 

Para lograrlo hemos considerado que estas condiciones mínimas solo serán posibles con el 

respaldo de un modelo de contratación nuevo, que considere aspectos básicos como la selección, 

la remoción, el periodo de ejecución,  la remuneración, la educación, la experiencia laboral, etc., 

además de estar equiparado con los elementos suficientes que permitan proteger la integridad de 

quienes ejercen estas actividades. 

Lo que se pretende a través de este trabajo es proponer ideas que lleven a la  reflexión de 

las condiciones adecuadas con las que debe contar una institución de control como la Revisoría 

Fiscal, para lograr la eficiencia, la eficacia y la productividad en sus operaciones.  
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11. Anexos 

Anexo 1 

Organigrama. Estructura Orgánica de la Superintendencia de Sociedades. (Superintendencia de 

Sociedades, 2010) 

 

Anexo 2 

Artículo 16, Funciones de la Dirección de Supervisión de asuntos especiales y empresariales. 

(Decreto 1023, 2012) 
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